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PROMOVENTES: PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE MORELOS, PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA Y MOVIMIENTO CIUDADANO. 
PONENTE: 

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN.

SECRETARIa:
guadalupe de la paz varela domínguez.
COLABORÓ:

AUREA HERNÁNDEZ MEZA.

    Vo. Bo.

Sr. Ministro.

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente al día 
Cotejó.
VISTOS, para resolver la acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas identificadas al rubro; y 
RESULTANDO:

PRIMERO. Presentación de las demandas, autoridades (emisora y promulgadora) y normas impugnadas. Las acciones de inconstitucionalidad se presentaron de la siguiente manera:

	Fecha y forma de presentación:
	Promovente y Acción

	Ocho de julio de dos mil veinte. Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
	Partido Socialdemócrata de Morelos, por conducto de Israel Rafael Yudico Herrera, quien se ostentó como Presidente la Comisión Ejecutiva Estatal. 
Acción de inconstitucionalidad 139/2020.

	Ocho de julio de dos mil veinte. Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
	Partido de la Revolución Democrática, por conducto de Adriana Díaz Contreras, Ángel Clemente Ávila Romero, Aida Estepgany (sic) Santiago Fernández, Karen Quiroga Anguiano y Fernando Belaunzarán Méndez, ostentándose como integrantes de la Dirección Nacional Extraordinaria, así como Camerino Eleazar Márquez Madrid y Arturo Prida Romero, compareciendo como representante ante el Consejo General del Instituto Nacional Electoral y Presidente de la Mesa Directiva del Consejo Nacional.

Acción de inconstitucionalidad 142/2020.

	Cinco de agosto de dos mil veinte. Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
	Partido de la Revolución Democrática, por conducto de Adriana Díaz Contreras, Ángel Clemente Ávila Romero, Aida Estepgany (sic) Santiago Fernández, Karen Quiroga Anguiano y Fernando Belaunzarán Méndez, ostentándose como integrantes de la Dirección Nacional Extraordinaria, así como Camerino Eleazar Márquez Madrid y Arturo Prida Romero, compareciendo como representante ante el Consejo General del Instituto Nacional Electoral y Presidente de la Mesa Directiva del Consejo Nacional.

Acción de inconstitucionalidad 223/2020.

	Seis de agosto de dos mil veinte. Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
	Movimiento Ciudadano, por conducto de José Clemente Castañeda Hoeflich, Alfonso Vidales Vargas, Rodrigo Samperio Chaparro, Royfid Torres González, Perla Yadira Escalante, Verónica Delgadillo García y Jorge Álvarez Máynez, quienes se ostentan como Coordinador, integrantes y Secretario General de Acuerdos, respectivamente, de la Comisión Operativa Nacional.
Acción de inconstitucionalidad 226/2020.


Órganos legislativo y ejecutivo que emitieron y promulgaron las normas generales que se impugnan: Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Morelos.

Normas generales cuya invalidez se reclama. En las acciones de inconstitucionalidad se impugnaron las siguientes disposiciones generales del Decreto número seiscientos noventa por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y se derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad:
	Acción de Inconstitucionalidad
	Normas impugnadas
	Publicada en el Periódico Oficial de la Entidad de fecha:

	139/2020
	Artículos 16, fracciones I y II, inciso a), y XIII; y 18, fracción I. 


	Ocho de junio de dos mil veinte.



	223/2020
	Artículos 13; 15; 16, fracciones I, II, inciso a), V, VI, VII y XIII; 18, fracción I; y 179 Bis.


	Ocho de junio de dos mil veinte.



	226/2020
	Artículos 16, fracciones I, V, VI y VII; y 18, fracción I. 
	Ocho de junio de dos mil veinte.




SEGUNDO. Artículos constitucionales que se estiman vulnerados. Los promoventes señalaron que las normas cuya invalidez demandan son violatorias de los artículos 1, 9, 14, 16, 35, fracciones I, II y III, 41, párrafo primero, fracción I, 52, 53, 54, 56, 105, fracción II, penúltimo párrafo, 116, fracciones II y IV, y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
TERCERO. Conceptos de invalidez. Los partidos políticos expusieron los conceptos de invalidez que estimaron pertinentes, de cuyo contenido se dará cuenta en cada uno de los considerandos destinados a su estudio. 
CUARTO. Registro del expediente y turno de la demanda del Partido Socialdemócrata de Morelos y admisión. Por acuerdo de diez de julio de dos mil veinte, el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad promovida por el Presidente de la Comisión Ejecutiva Estatal del Partido Socialdemócrata de Morelos, con el número 139/2020; y, por razón de turno, correspondió al Ministro Alberto Pérez Dayán la tramitación del procedimiento y formulación del proyecto de resolución respectivo. 
El Ministro instructor dictó proveído de trece de julio siguiente, en el que admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad 139/2020, por lo que ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Morelos para que rindieran sus respectivos informes; especificó al Poder Legislativo de dicha Entidad que adjuntara copia certificada de los antecedentes legislativos del Decreto impugnado; y al Poder Ejecutivo para que remitiera el ejemplar del Periódico Oficial del Gobierno del Estado en el que se publicó el Decreto combatido; así como dio vista a la Fiscalía General de la República para que antes del cierre de instrucción formulara el pedimento que le corresponde. 

De igual forma requirió a la Consejera Presidenta del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana para que en el plazo de tres días naturales remitiera copia certificada de los Estatutos vigentes del Partido Político Socialdemócrata de Morelos, así como las certificaciones de su registro vigente, en las que se precise quiénes conforman su Comisión Ejecutiva Estatal e informara la fecha en que inicia el próximo proceso electoral en la Entidad; así como solicitó al Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para que dentro del plazo de diez días naturales, ese órgano expresara su opinión. 
QUINTO. Registro del expediente, turno de la demanda del Partido de la Revolución Democrática; acumulación de las acciones de inconstitucionalidad y desechamiento. Mediante proveído de catorce de julio de dos mil veinte, el Ministro Presidente ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad promovida por los integrantes de la Dirección Nacional Extraordinaria, por el representante ante el Consejo General del Instituto Nacional Electoral y por el Presidente de la Mesa Directiva del Consejo Nacional del Partido de la Revolución Democrática, con el número 142/2020; así como decretó la acumulación de ésta a la acción de inconstitucionalidad 139/2020; la turnó al Ministro Alberto Pérez Dayán al haber sido designado como instructor en la acción de inconstitucionalidad aludida. 
Posteriormente por auto de quince de julio siguiente, el Ministro instructor desechó de plano la demanda de acción de inconstitucionalidad porque no estuvo firmada electrónicamente por cualesquiera de sus representantes legales. 
SEXTO. Registro del expediente, turno de la demanda del Partido de la Revolución Democrática y acumulación de las acciones de inconstitucionalidad. Mediante proveído de once de agosto de dos mil veinte, el Ministro Presidente ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad promovida por los integrantes de la Dirección Nacional Extraordinaria, por el representante ante el Consejo General del Instituto Nacional Electoral y por el Presidente de la Mesa Directiva del Consejo Nacional del Partido de la Revolución Democrática, con el número 223/2020; así como decretó la acumulación de ésta a la acción de inconstitucionalidad 139/2020 y su acumulada 142/2020; la turnó al Ministro Alberto Pérez Dayán al haber sido designado instructor. 
SÉPTIMO. Registro del expediente, turno de la demanda de Movimiento Ciudadano y acumulación de las acciones de inconstitucionalidad. Por auto de la misma fecha el Ministro Presidente ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad promovida por el Coordinador, integrantes y Secretario General de Acuerdos de la Comisión Operativa Nacional de Movimiento Ciudadano, con el número 226/2020; así como decretó la acumulación de ésta a la acción de inconstitucionalidad 139/2020 y sus acumuladas 142/2020 y 223/2020; la turnó al Ministro Alberto Pérez Dayán al haber sido designado instructor.
OCTAVO. Admisión de las demandas. El Ministro instructor dictó acuerdo de doce de agosto de dos mil veinte, en el que admitió a trámite las acciones de inconstitucionalidad 223/2020 y 226/2020, por lo que ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Morelos para que rindieran sus respectivos informes; así como dio vista al Fiscal General de la República para que antes del cierre de instrucción formulara el pedimento que le corresponde. 
De igual forma requirió al Presidente del Instituto Nacional Electoral para que dentro del plazo de tres días naturales remitiera copia certificada de los Estatutos o Documentos Básicos vigentes de los Partidos de la Revolución Democrática y Movimiento Ciudadano, así como de las certificaciones de sus registros vigentes y precise quiénes son los actuales representantes e integrantes de sus órganos de dirección nacional; y solicitó al Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para que dentro del plazo de seis días naturales, ese órgano expresara su opinión en el expediente. 
NOVENO. Auto que tiene por rendido el informe requerido al Poder Ejecutivo demandado; por presentada la opinión del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación respecto de la acción de inconstitucionalidad 139/2020; y por desahogado el requerimiento formulado al Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana. Por acuerdo de cuatro de agosto de dos mil veinte, el Ministro instructor tuvo por rendido el informe requerido al Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, así como exhibidas las documentales que acompaña, incluidas las copias certificadas del Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Morelos del Decreto impugnado. Asimismo tuvo por remitida la opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Dicho informe y opinión se tienen a la vista para la resolución de este asunto. 
Igualmente tuvo por agregados el oficio y anexos de la Consejera Presidenta del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, por el cual desahogó el requerimiento formulado; así como tuvo por exhibidas las copias certificadas de los Estatutos del partido político actor, las certificaciones de sus registros vigentes, e informó que el proceso electoral en ese Estado inicia en el mes de septiembre del año previo a la elección. 
DÉCIMO. Proveído que tiene por rendido el informe requerido al Poder Legislativo demandado. Por acuerdo de diecisiete de agosto siguiente, el Ministro instructor tuvo por rendido el informe requerido al Poder Legislativo del Estado de Morelos, así como exhibidas las documentales que acompaña, incluidas las copias certificadas de los antecedentes legislativos del Decreto impugnado. Ese informe se tiene a la vista para la resolución de este expediente. 
DÉCIMO PRIMERO. Acuerdo que tiene por desahogado el requerimiento formulado al Instituto Nacional Electoral; por rendidos los informes requeridos a las autoridades demandadas; y por presentada la opinión del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación respecto de la acción de inconstitucionalidad 223/2020 y su acumulada 226/2020. Por auto de veinticuatro de agosto de dos mil veinte, el Ministro instructor tuvo por agregado el oficio y anexos del Director Jurídico del Instituto Nacional Electoral por medio del cual desahoga el requerimiento formulado; así como tuvo por exhibidas las copias certificadas de los documentos básicos vigentes de los partidos políticos nacionales actores, las certificaciones de sus registros vigentes y sus dirigencias.
Asimismo tuvo por rendidos los informes requeridos a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Morelos, por exhibidas las documentales que acompañan relacionadas con los antecedentes legislativos del Decreto impugnado; y se tuvo por presentada la opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Dichas documentales, informes y opinión se tienen a la vista para la presente resolución. 
DÉCIMO SEGUNDO. Pedimento de la Fiscalía General de la República. El Fiscal General de la República no formuló pedimento. 
DÉCIMO TERCERO. Cierre de instrucción. Una vez cerrada la instrucción se envió el expediente al Ministro instructor, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.  
CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10 fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez que los promoventes de las acciones plantean la posible contradicción de diversos artículos del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, reformado mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial de esa Entidad el ocho de junio de dos mil veinte, frente a la Constitución General de la República. 
SEGUNDO. Oportunidad en la presentación de las demandas. Por regla general, el párrafo primero del artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal
 (de ahora en adelante la “Ley Reglamentaria”) dispone que el plazo para promover la acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales y su cómputo debe iniciarse a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el correspondiente medio oficial, precisando que en materia electoral todos los días y horas son hábiles.

Sin embargo, en atención a las circunstancias extraordinarias por la pandemia provocada por el virus SARS-CoV2-COVID-19, el Tribunal Pleno aprobó los Acuerdos Generales 3/2020, 6/2020, 7/2020, 10/2020, 12/2020 y 13/2020, a través de los cuales se declararon inhábiles para la Suprema Corte los días comprendidos entre el dieciocho de marzo al quince de julio de dos mil veinte; cancelándose el periodo de receso y prorrogándose la suspensión de plazos entre el dieciséis de julio al dos de agosto de dos mil veinte. 

En particular, en los Acuerdos 10/2020 y 12/2020, en sus artículos primero, segundo, numerales 2 y 3, y tercero, se prorrogó la suspensión de plazos del primero de junio al treinta de junio y del primero de julio al quince de julio; permitiéndose promover electrónicamente los escritos iniciales de los asuntos competencia de esta Suprema Corte y ordenando proseguir electrónicamente el trámite de las acciones de inconstitucionalidad en las que se hubieren impugnado normas electorales. Sin que en ninguno de estos Acuerdos se excepcionara de estas declaratorias como días inhábiles el plazo impugnativo que corresponde al ejercicio inicial de una acción de inconstitucionalidad en materia electoral. Más bien, se permitió habilitar días y horas pero sólo para acordar los escritos iniciales de las acciones que hubieren sido promovidas. 
Decisiones plenarias que se complementaron con el Acuerdo General 8/2020, también emitido por el Pleno de esta Suprema Corte, mediante el cual se establecieron las reglas para la integración de los expedientes impreso y electrónico en controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad; en concreto, se reguló el uso de la firma electrónica u otros medios para la promoción y consulta de los expedientes de acciones de inconstitucionalidad.

Bajo este contexto normativo, se advierte del expediente que los partidos políticos accionantes combaten el Decreto número seiscientos noventa por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y se derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad, publicado el ocho de junio de dos mil veinte en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de esa Entidad. Por consiguiente, el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad corrió del tres de agosto al uno de septiembre de dos mil veinte. 
En ese contexto, debe decirse que las acciones de inconstitucionalidad  se promovieron en forma oportuna, dado que la demanda del Partido Socialdemócrata de Morelos se presentó mediante el sistema electrónico de esta Suprema Corte el ocho de julio de dos mil veinte, mediante el uso de firma electrónica (e.firma/FIEL). Las correspondientes a los Partidos de la Revolución Democrática y Movimiento Ciudadano se presentaron los días cinco y seis de agosto de ese año ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal. 
Por tanto, se satisface el presupuesto procesal de temporalidad. Sin que sea obstáculo que la demanda del Partido Socialdemócrata de Morelos se haya presentado dentro del ámbito temporal declarado como inhábil por la Corte; ello, toda vez que dicha declaratoria no privó a los entes legitimados constitucionalmente de su acción para cuestionar la validez de normas generales a pesar de que no corrieran los plazos, como incluso se regula en los referidos Acuerdos Generales.

TERCERO. Legitimación de los promoventes. Acto continuo se procede a analizar la legitimación de quienes promovieron las demandas de acción de inconstitucionalidad. 
Los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 62, último párrafo de su Ley Reglamentaria, son del tenor siguiente: 
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:

(…).

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:

(…).

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro en una entidad federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad federativa que les otorgó el registro;

(…)”.

“Artículo 62. (…).

En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considerarán parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento”.

De acuerdo con el inciso f) de la fracción II del artículo 105 constitucional transcrito, cuando la acción de inconstitucionalidad se promueva por los partidos políticos, deben satisfacer los siguientes extremos:
a) Que el partido político cuente con registro ante la autoridad electoral correspondiente; 

b) Que el partido político promueva por conducto de sus dirigencias (nacional o local según sea el caso);

c) Que quien suscriba a nombre y en representación del partido político cuente con facultades para ello; y

d) Que las normas sean de naturaleza electoral. 

Ahora bien, se procede al análisis de los documentos y estatutos con base en los cuales los partidos políticos promoventes de las acciones acreditan su legitimación, a saber: 

La acción de inconstitucionalidad 139/2020 fue promovida por el Partido Socialdemócrata de Morelos, instituto que se encuentra registrado como Partido Político Estatal, según certificación expedida por el Secretario Ejecutivo del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana de veintisiete de julio de dos mil veinte. Asimismo, fue suscrita por Israel Rafael Yudico Herrera, en su calidad de Presidente de la Comisión Ejecutiva Estatal de ese instituto político, lo que se acredita con la diversa certificación de la misma fecha. 

Por otra parte, del artículo 55, inciso a) de los Estatutos del Partido Socialdemócrata de Morelos
 se desprende que el Presidente de la Comisión Ejecutiva Estatal tiene la atribución de representar legalmente al partido político. 
La acción de inconstitucionalidad 223/2020 fue promovida por el Partido de la Revolución Democrática, instituto que se encuentra registrado como Partido Político Nacional, según certificación expedida por la Directora del Secretariado del Instituto Nacional Electoral, de dieciocho de agosto de dos mil veinte. 

La demanda fue suscrita por Adriana Díaz Contreras, Ángel Clemente Ávila Romero, Aida Estepgany (sic) Santiago Fernández, Karen Quiroga Anguiano y Fernando Belaunzarán Méndez, integrantes de la Dirección Nacional Extraordinaria y por Camerino Eleazar Márquez Madrid, representante ante el Consejo General del Instituto Nacional Electoral, quienes lo acreditan con las diversas certificaciones de dieciocho de agosto dos mil veinte expedidas por esa autoridad electoral. 
Por su parte, los artículos 38 y 39 del Estatuto del Partido de la Revolución Democrática
, prevén la integración de la Dirección Nacional Ejecutiva y sus funciones. 
Por lo que hace a la acción de inconstitucionalidad 226/2020 fue promovida por Movimiento Ciudadano, instituto que se encuentra registrado como Partido Político Nacional, según certificación expedida por la Directora del Secretariado del Instituto Nacional Electoral, de dieciocho de agosto de dos mil veinte. 

De igual forma, la demanda fue suscrita por José Clemente Castañeda Hoeflich, Alfonso Armando Vidales Vargas Ochoa, Rodrigo Herminio Samperio Chaparro, Royfid Torres González, Perla Yadira Escalante Domínguez, Verónica Delgadillo García y Jorge Álvarez Máynez, Coordinador, integrantes y Secretario General de Acuerdos de la Comisión Operativa Nacional, quienes acreditan ese carácter con la diversa certificación de la misma fecha expedida por esa autoridad electoral. 
Por su parte, del artículo 20, numerales 1 y 2, incisos a) y o), de los Estatutos de Movimiento Ciudadano
, se desprende que son atribuciones y facultades de la Comisión Operativa Nacional, entre otras, promover en términos de la fracción II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral.
En consecuencia, las acciones de inconstitucionalidad fueron hechas valer por parte legitimada para ello, toda vez que se trata de partidos políticos nacionales y local con registro acreditado ante la autoridad electoral correspondiente; fueron suscritas por quienes cuentan con facultades para tal efecto en términos de los Estatutos que les rigen; y las disposiciones combatidas son de naturaleza electoral. 

CUARTO. Causales de improcedencia. Las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad son de estudio preferente. Así, las autoridades demandadas plantearon lo siguiente:
a) El Poder Ejecutivo del Estado de Morelos aduce como causal de improcedencia la prevista en la fracción VII del artículo 19 de la Ley de la materia, esto es, porque las demandas promovidas por los Partidos de la Revolución Democrática y de Movimiento Ciudadano se presentaron fuera del plazo legal para ello. 
Esta causal de improcedencia es infundada con base en lo expuesto en el considerando segundo de esta ejecutoria, en el cual se calificó como oportuna la presentación de las demandas con fundamento en los Acuerdos Generales emitidos por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que, ante la situación de pandemia, suspendió labores y los plazos procesales que rigen para la promoción de acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales.
De igual forma argumenta que de la lectura a los conceptos de invalidez del Partido Socialdemócrata de Morelos no se desprende que atribuya acto alguno al Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, por lo que se debe sobreseer en la acción de inconstitucionalidad.
Ese motivo de sobreseimiento es infundado ya que conforme al artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal, esta Suprema Corte conocerá de las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución Federal, de lo que deriva que lo que se somete a conocimiento de este Tribunal Constitucional es precisamente la constitucionalidad de la norma impugnada, y no actos en forma destacada, como lo sería la promulgación, publicación y refrendo de dicho Decreto; en todo caso, tales actos se analizarían como parte del procedimiento legislativo, siempre y cuando se combata en los conceptos de invalidez su inconstitucionalidad con motivo de la publicación de la norma general. 

Aunado a lo anterior, los artículos 61 y 64 de la Ley Reglamentaria
, prevén que la demanda de acción de inconstitucionalidad deberá contener, entre otros aspectos, los órganos legislativo y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las normas generales impugnadas; así como que el Ministro instructor dará vista a esos órganos para que rindan un informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a sostener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de la acción, como ocurrió en el caso dado que el Poder Ejecutivo de Morelos fue quien promulgó la norma general impugnada. 

Consecuentemente, la circunstancia de que el Partido Político no formule conceptos de invalidez por vicios propios respecto de la promulgación de la norma general impugnada, no podría traer consigo la improcedencia o sobreseimiento en la acción, pues ésta constituye un control abstracto de la constitucionalidad de una norma general. Además, sí se plantearon conceptos de invalidez en contra del Decreto, por lo que hace a su procedimiento legislativo; decreto en cuya emisión, promulgación y publicación participa el Ejecutivo; lo que lleva a declarar infundada su petición de sobreseimiento. 

b) El Poder Legislativo del Estado de Morelos argumentó que es improcedente la acción de inconstitucionalidad promovida por el Partido Socialdemócrata de Morelos, en virtud de que carece de legitimación, es decir, porque no acreditó esa calidad con la constancia actualizada expedida por las autoridades electorales de la Entidad.
Este motivo de improcedencia es infundado en atención a lo razonado en el considerando tercero de esta ejecutoria, en donde claramente se detalló la forma en la que se tiene por acreditada la legitimación de ese Partido Político, es decir, se hizo referencia a la certificación expedida por el Secretario Ejecutivo del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana de veintisiete de julio de dos mil veinte, que contiene la constancia de registro como Partido Político Estatal; así como la diversa constancia de la misma fecha en la que consta la integración de la Comisión Ejecutiva Estatal, la que incluye a su Presidente Israel Rafael Yudico Herrera, quien según los Estatutos tiene la representación legal del instituto político. 

También argumenta que las acciones de inconstitucionalidad son improcedentes porque el Decreto seiscientos noventa es un acto que surgió en cumplimiento de lo que ordena la Constitución de la Entidad, y al mandato de autoridades federales que exigieron armonizar la legislación local con los Decretos electorales sobre paridad de género; además de que no se transgredió el procedimiento legislativo ya que éste encuentra fundamento en la Constitución Estatal y en el Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos que fueron fielmente observados.
Estos argumentos se desestiman porque no constituyen causal de improcedencia, sino en todo caso son una exposición que trata de justificar la constitucionalidad del Decreto reclamado, de ahí que corresponda más bien a argumentos de fondo, que no de causales. 
En cambio, de oficio, ha lugar a sobreseer en la acción de inconstitucionalidad promovida por el Partido de la Revolución Democrática respecto del artículo 13 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, pues reclama esa disposición y ésta no fue objeto de reforma en el Decreto seiscientos noventa.

En efecto, en la demanda de ese instituto político se señala como precepto impugnado el artículo 13 de ese Código y expresa los vicios de inconstitucionalidad que le atribuye.
Esa disposición es del tenor siguiente:

“CAPÍTULO II

DE LA ELECCIÓN DEL PODER LEGISLATIVO

(REFORMADO, P.O. 26 DE MAYO DE 2017)

Artículo 13. El ejercicio del Poder Legislativo se deposita en una asamblea que se denomina Congreso del Estado de Morelos, integrada por veinte diputados, doce diputados electos en igual número de distritos electorales, según el principio de mayoría relativa, y ocho diputados electos según el principio de representación proporcional.

En la integración del Congreso, ningún partido político podrá contar con más de doce diputados por ambos principios.

La elección consecutiva de los diputados propietarios a la Legislatura podrá ser hasta por cuatro periodos consecutivos.

La postulación solo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición o candidatura común que los hubiere postulado salvo que hayan renunciado o perdido su militancia hasta antes de la mitad del término para el que fue electo.

Los diputados que pretendan reelegirse deberán estar en pleno ejercicio de sus derechos políticos, cumplir con los requisitos que establece el artículo 25 de la Constitución Local”.

Ahora bien, en el artículo segundo del Decreto seiscientos noventa se enumera el conjunto disposiciones del Código que fueron objeto de modificación y de su lectura no se aprecia la cita de ese artículo 13, según se lee de ese apartado que es del tenor siguiente: 
“(…). 

ARTÍCULO SEGUNDO: Se REFORMAN los artículos 1 primer y segundo párrafo; se adicionan las fracciones II y XV, recorriéndose las subsecuentes y se reforman las fracciones I y VIII que pasa a ser IX, todas, del artículo 4; 5 párrafos primero y segundo, fracciones VI y VII y se adicionan las fracciones VIII y IX; 6 primer párrafo; 7; 8; 9 primero y tercer párrafos; 10 primer párrafo; 11; 12; 16, 17; 18, 19 primer párrafo; 20 primer y tercer párrafos; 21 primer párrafo y se adiciona un tercer párrafo; se adiciona un segundo párrafo al artículo 27, recorriéndose el subsecuente; 29; 37 fracción III; 39 fracción I y párrafo tercero; 40 primer párrafo; 41; 45; 48 primer párrafo; 49; 50 primer y segundo párrafo; 60 primer párrafo e incisos a, b, c, d, e, g y h del segundo párrafo; 63 primer y último párrafo y se adiciona un tercer párrafo, recorriéndose los subsecuentes; se adicionan las fracciones III, XIX y XX, recorriéndose el orden de las subsecuentes, al artículo 66; se adicionan un segundo y tercer párrafo al artículo 69; 70 fracción IX; 71 fracciones I, II y III, segundo y tercer párrafos; 72; 73; 74; 75 párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y sexto; 76 primer párrafo; 77 fracciones I, II y III; 78 fracciones IV, VI, XXVI, XXIX, XXX, XXXII y XXXV y se adicionan las fracciones LV, LVI, LVII y LVIII recorriendo en su orden la subsecuente fracción; 79 primer párrafo y fracciones I, IV, VII, incisos c, d y f de la fracción VIII, XII y XIII; 80; la denominación del Capítulo VI del Título Primero perteneciente al Libro Tercero; 81 primer párrafo y fracción II; 84 párrafos primero y segundo; 86, 88 bis primer párrafo; 88 ter primer párrafo; se adiciona las fracciones XII, XIII, XIV y XV, recorriéndose las subsecuentes, del artículo 90 bis; se adiciona la fracción VII recorriéndose las subsecuentes del artículo 90 quintus; se adicionan la fracción XI y XV recorriendo las subsecuentes y se reforman las fracciones VIII y XI que pasa a ser la XII, todas, del artículo 91 bis; 96 párrafos primero y segundo; 98 primer párrafo y se adiciona la fracción XLIV, recorriéndose la subsecuente; 101 fracción I; 105 fracciones I, II y III; 106 primer párrafo y fracciones I, V y VI; 112 primer párrafo; 113 primer párrafo; 119 párrafos primero y segundo; 121 párrafos primero, segundo y tercero; 127 primer párrafo; 131 primer párrafo; 132 primer párrafo; 133; 134; 135; 136 párrafo quinto; 137 fracción XII y se adiciona la fracción XIII, recorriéndose la subsecuente; 138; 139 primer y tercer párrafos; 140 primer párrafo; 143; 144; 145 primer párrafo; 146 primer párrafo y se reforma la fracción IV; 147 primero párrafo (sic); 148 primer párrafo; 149 primer párrafo; 150 primer párrafo; 151 primer y tercer párrafos; la denominación del Capítulo V del Título Primero perteneciente al Libro Cuarto; 154 párrafos primero y segundo; 155; 159 primer párrafo; 160 quinto párrafo; 161; 162 párrafos primero, segundo, tercero, cuarto inciso d) y párrafo quinto; 163 fracciones III y IV y se adiciona fracción V; 164; 166; 167 primer y segundo párrafo; 168; 172 primer párrafo; 173; 174 primer párrafo y fracciones II, III y IV; 176; 177 párrafos primero, segundo, tercero, quinto y sexto; 178; 179; 180; 181; 182; 183; 184 primer párrafo y fracción II; 185 fracciones I, II y III; 186; 187 primer párrafo; 188; 189 párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y sexto; 192; 196 primer párrafo; 197 incisos a) y b); 199; 202 tercer párrafo; 205 primero y tercer párrafos; 239; 240; 254 primero y segundo párrafos; 255; 256 segundo y tercer párrafo; 259; 260 segundo párrafo; 261; 262 primer párrafo incisos a), b) y c) y segundo párrafo; 263; 265 primer párrafo incisos b) y d); 266 primer párrafo; 267 primer párrafo, incisos a), b), c) del segundo párrafo, cuarto y quinto párrafos; 268 segundo párrafo incisos a), b) y c); 270; 277 inciso e); 279; 281 primer párrafo; 28, 286; 287; 288; 289; 290; 291 primer párrafo y fracción II; 292; 293; 295 primer párrafo; 296; 298; 299 segundo párrafo; 301; 302; 303; 304; 305; 306; 307; 308; 310 primer párrafo; 311 incisos a) ,b) y c); 312 incisos a), b) c) e) y g), 313; 314 primer párrafo; 315 primer párrafo; 316; 317; 319 fracción II incisos b), c), d) y e); 322 fracciones III, IV, V, VI y VII y tercer párrafo; 324 fracción IV; 325 párrafo cuarto; 333 primer párrafo y fracción II; 334 primer y segundo párrafos; 335; 337 se adicionan los incisos d) e) y f) y se reforma el segundo y tercer párrafos; 344; 351 fracciones I y III; 359; 373 párrafo primero; 377 primer párrafo, fracción I incisos a), d) y e, fracción II incisos a), d) y e), fracción III incisos a), d) y e); 378 primer párrafo e incisos c) y d); 380; 383 fracciones II, III, IV, VI y VII y se adicionan un tercer y cuarto párrafos; se adicionan las fracciones XV y XVI, recorriéndose las subsecuentes, del artículo 384; 385 fracción VII y se adiciona la fracción VIII, recorriéndose la subsecuente; 386 primer párrafo, el inciso ñ) y se adiciona el inciso o), recorriéndose en su orden el subsecuente inciso; 387 primer párrafo e inciso c) y se adiciona el inciso d), recorriéndose en su orden el subsecuente; 389 fracciones V y VI y se adicionan las fracciones VII y VIII; 395 inciso c) y se adiciona el inciso d) de la fracción I, se reforman los incisos b) y c) y se adiciona el d) de la fracción VI, y se adicionan los incisos a) y f), recorriéndose el orden de los subsecuentes de la fracción VIII; 401; y se adicionan los artículos 179 bis; 383 Bis; el Capítulo III dentro del Título Primero del Libro Octavo, para denominarse ‘DE LAS ÓRDENES DE PROTECCIÓN Y DE REPARACIÓN’; con los artículos 400 Bis y 400 Ter; el Capítulo IV dentro del Título Primero para denominarse ‘DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR’, con los artículos 400 Quater; 400 Quintus, todos del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos para quedar como sigue: 

(…)”.

En consecuencia, ha lugar a sobreseer porque la disposición se encuentra redactada en esos términos desde el veintiséis de mayo de dos mil diecisiete, en que fue objeto de reforma, sin que en el Decreto que nos ocupa haya sido incluido. De ahí que se estime que sus distintas hipótesis normativas fueron consentidas por el partido político promovente de la acción.

Por tanto, se sobresee con fundamento en los artículos 19, fracción VII y 20, fracción II de la Ley Reglamentaria. 

Al no existir otra causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento aducido por las partes o que esta Suprema Corte advierta oficiosamente, se procede al estudio de los conceptos de invalidez. 
QUINTO. Temas a desarrollar. A continuación se introduce un cuadro que identifica los problemas denunciados como inconstitucionales, las disposiciones impugnadas, así como la acción y partido promovente.

	Temas
	Normas impugnadas
	Acción y partido promovente

	Tema 1. Violaciones al procedimiento legislativo.
Considerando sexto.


	
	Partido Socialdemocráta de Morelos. 

Partido de la Revolución Democrática.

Movimiento Ciudadano. 

Acciones de inconstitucionalidad 139/2020, 223/2020 y 226/2020.



	Tema 2. Violación a la veda electoral prevista en el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo de la Constitución General de la República. 

Considerando séptimo.


	
	Partido de la Revolución Democrática.

Acción de inconstitucionalidad 223/2020.



	Tema 3. Porcentaje de asignación por el principio de representación proporcional en diputaciones y regidurías (umbral del 3% al 4%).
Considerando noveno.


	Artículos 16, fracciones I, II, inciso a) y XIII, y 18, fracción I.

	Partido Socialdemocráta de Morelos. 

Partido de la Revolución Democrática.

Movimiento Ciudadano.

Acciones de inconstitucionalidad 139/2020, 223/2020 y 226/2020.



	Tema 4. Base de votación que debe utilizarse para la asignación de diputaciones de representación proporcional. 

Considerando décimo.


	Artículo 16, fracciones I y II, inciso a).
	Partido de la Revolución Democrática.

Acción de inconstitucionalidad 223/2020.



	Tema 5. Lista definitiva de los partidos políticos para la asignación de diputados por el principio de representación proporcional. 

Considerando décimo primero.


	Artículos 15 y 16, fracciones V, VI, y VII. 
	Partido de la Revolución Democrática.

Movimiento Ciudadano.

Acción de inconstitucionalidad 223/2020 y 226/2020.

	Tema 6. Tope máximo de diputaciones que puede tener un partido político. 

Considerando décimo segundo.


	Artículo 16, fracción I, segundo párrafo. 
	Partido de la Revolución Democrática.

Movimiento Ciudadano.

Acción de inconstitucionalidad 223/2020 y 226/2020.

	Tema 7. Registro de candidaturas a diputaciones e integrantes de ayuntamientos por bloques de competitividad. 

Considerando décimo tercero. 


	Artículo 179 Bis.
	Partido de la Revolución Democrática.

Acción de inconstitucionalidad 223/2020.


SEXTO. Tema 1. Violaciones al procedimiento legislativo. Atendiendo al criterio reiterado de esta Suprema Corte, se hace el estudio de los conceptos de invalidez correspondientes a los vicios del procedimiento legislativo, en virtud de que puede tener efectos generales sobre las normas reclamadas de manera particular, con fundamento en lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 52/2006 y sus acumuladas 53/2006 y 54/2006, criterio que se refleja en la tesis P./J. 32/2007 de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. LAS VIOLACIONES PROCESALES DEBEN EXAMINARSE PREVIAMENTE A LAS VIOLACIONES DE FONDO, PORQUE PUEDEN TENER UN EFECTO DE INVALIDACIÓN TOTAL SOBRE LA NORMA IMPUGNADA, QUE HAGA INNECESARIO EL ESTUDIO DE ÉSTAS”
.

Las tres demandas de acción de inconstitucionalidad contienen argumentos sobre los vicios que atribuyen al procedimiento legislativo del que derivó el Decreto cuestionado; por ello, a continuación se resumen los argumentos correspondientes a cada instituto político. 
a) Partido Socialdemócrata de Morelos.

1. Argumenta que el procedimiento legislativo resulta violatorio de los artículos 14 y 16 de la Constitución General porque el Decreto seiscientos noventa no fue aprobado por la mayoría calificada a que se refiere el artículo 44 de la Constitución local, que prevé que para que una iniciativa adquiera el carácter de ley deberá ser aprobada mediante votación nominal por una mayoría calificada de las dos terceras partes del total de diputadas y diputados que integren el Congreso del Estado; por tanto, si ese Poder Legislativo se integra por veinte legisladores, las dos terceras partes equivalen a catorce de ellos, empero, fue aprobado por trece diputados; y que la mayoría calificada de las dos terceras partes integrada por catorce legisladores, parte de la lógica aritmética de que el Congreso se conforma por veinte de ellos, por lo que el equivalente a las dos terceras partes se traduce en 13.33 diputados, supuesto en el cual se debe tomar el número entero siguiente, pues no puede fragmentarse un diputado para obtener la cifra exacta y tomar un número menor no es factible. 
2. La autoridad demandada transgredió los artículos 14 y 16 constitucionales porque para emitir el Decreto no agotó el procedimiento legislativo; es decir, el primer párrafo del artículo 95 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos dispone que las iniciativas de leyes y decretos serán presentadas por escrito y en medio magnético; que deberán contener una parte expositiva que tendrá los elementos de justificación, legitimación, explicación, interpretación, alcances y oportunidad de lo que se propone, así como una parte preceptual o normativa que estará constituida por un articulado ordenado en forma lógica.

Sin embargo, para el Decreto reclamado no existió de inicio una propuesta parlamentaria que tuviera por objeto aumentar el umbral de votación requerido para acceder a una curul de representación proporcional, lo que se acredita con la lectura al capítulo titulado: “Materia de las iniciativas” en la que no hay documento de ese tipo para el mencionado tema. En otras palabras la ausencia de esa iniciativa comprueba que no existe una motivación que justifique la reforma operada, por lo tanto, su aprobación carece de motivación y justificación, pues no tiene respaldo en alguna iniciativa, violando con ello el artículo 16 constitucional. Enfatiza que el aumento de porcentaje es inconstitucional porque no existe argumentación plena de los legisladores para justificarlo, pese a que es una medida que niega el acceso a partidos minoritarios; máxime que el alcance de la reforma exigía un análisis técnico y jurídico que explicara el aumento del porcentaje para la votación. 
Por último expresa que el Decreto por el que se reformaron entre otros, los artículos impugnados, se denominó: “Decreto por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad”, cuestión que nada tiene que ver con las fracciones controvertidas, pues éstas versan sobre la modificación del porcentaje para la asignación de diputaciones y regidurías por el principio de representación proporcional. 

b) Partido de la Revolución Democrática.

1. En el primer argumento plantea la misma violación que el Partido Socialdemócrata de Morelos, es decir, que el Decreto viola los artículos 14 y 16 constitucionales porque no fue votado por las dos terceras partes (mayoría calificada) de los diputados integrantes del Congreso, a pesar de que el artículo 44 de la Constitución local ordena que para que una iniciativa tenga el carácter de ley o decreto necesita una votación nominal de las dos terceras partes de los diputados, disposición esta última que fue en su momento declarada constitucional por la Suprema Corte, según la jurisprudencia P./J. 69/2001 de rubro: “VOTACIÓN DE LAS DOS TERCERAS PARTES DE LOS DIPUTADOS LOCALES PARA APROBAR LEYES O DECRETOS. EL ARTÍCULO 44 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE MORELOS, REFORMADO MEDIANTE EL DECRETO PUBLICADO EL PRIMERO DE SEPTIEMBRE DEL DOS MIL, QUE ESTABLECE DICHO SISTEMA, NO PUGNA CON EL PACTO FEDERAL”.
También menciona que según esa regla se requerían catorce votos y no trece, pues las dos terceras partes deben cerrarse en enteros.

Precisa que no es óbice a este reclamo que mediante Decreto 646 publicado el doce de febrero de dos mil veinte en el Periódico local se haya reformado el artículo 135 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, para establecer:

“Artículo 135. (…).

Se entiende por mayoría calificada cuando se trate de las dos terceras partes de los Diputados integrantes del total de la Legislatura, en cuya aritmética deberá situarse para las reformas señaladas en votaciones particulares, es decir, en las cuáles deban concurrir por imperio de Ley dicho porcentaje de Diputados, que se tomará en consideración los siguientes criterios:

Cuando el número de Diputados que den las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura contenga una fracción, y el decimal sea menor a 49 se debe atender al entero inmediato inferior a dicha fracción.

Cuando el número de Diputados que den las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura contenga una fracción, y el decimal sea mayor a 49 se debe atender al entero inmediato superior a dicha fracción”.

Sin embargo, ese Decreto ha sido controvertido ante la Suprema Corte mediante controversia constitucional registrada con el número 354/2019
 y en las acciones de inconstitucionalidad 144/2019
 y 121/2020
. 
2. Debe declararse la invalidez del Decreto seiscientos noventa por violación a los artículos 14 y 16 constitucionales, ya que en el procedimiento legislativo no se contó con dictamen previo, por tanto, también transgrede la normativa constitucional y ordinaria que regula el procedimiento en el Estado, entre ellos, los artículos 128 de la Constitución local; 36, fracción III, 50, fracción VII, 53, 55, párrafos primero, cuarto y quinto, 57, 59, numeral 1 de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; así como 51, 53, fracciones I, VI y VII, 54, fracciones VII, VIII y XI, 60, 65 y 70 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos.
3. La Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación no tiene legitimación para haber suscrito el dictamen que culminó con el Decreto cuestionado, porque sus integrantes no fueron nombrados conforme a lo dispuesto en el artículo 55, párrafo cuarto de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, es decir, cuando se votó su integración se obtuvo con trece votos de veinte de los diputados que integran el Congreso según sesión de veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve, publicada en el Periódico Oficial de cinco de diciembre de dos mil diecinueve; número de votos que no cubre el requisito de las dos terceras partes, de ahí su falta de legitimación.
4. Argumenta que otro vicio de procedimiento legislativo consiste en que el treinta y uno de mayo de dos mil veinte se convocó a sesión de Comisiones mediante correo electrónico, cuando es un medio no autorizado por la legislación del Congreso, sesión que no se desarrolló por falta de quórum. Sin embargo, el mismo día el Diputado Javier García Chávez presentó ante el Presidente de la Mesa Directiva renuncia a la Presidencia de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación y, ante ello, el Presidente de la Mesa Directiva con apoyo en el artículo 36, fracción III de la Ley Orgánica del Congreso, ante dos sesiones de Comisiones Unidas que no se llevaron a cabo y con esa renuncia, debió girar instrucciones para remitir el expediente a la Junta Política y de Gobierno para que dictaminara en términos del artículo 50, fracción VII de la misma Ley Orgánica; lo que enfatiza, no llevó a cabo porque aplicó el artículo 65 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos que dispone que ante la falta de convocatoria a sesiones por el Presidente de una Comisión legislativa, el Secretario y Vocales podrán convocar y dar cuenta al Pleno.
Agrega que los Secretarios de esa Comisión no obstante esas irregularidades, convocaron a sesión de Comisiones, lo que es ilegal porque no tienen atribuciones para ello, según el propio Reglamento. 
5. Los Secretarios de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación debieron observar el artículo 54, fracción VIII del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, ante la inexistencia de Presidente, es decir, debieron remitir el asunto a la Mesa Directiva para que proveyera lo conducente, pues ninguno de ellos tenía la calidad de Presidente de la Comisión, pero al no actuar de esa manera las sesiones convocadas son ilegales, pues fueron presididas por un Secretario que no tiene las facultades a que se refieren los artículos 53, 60 y 70 de ese Reglamento, ante la renuncia del Presidente; aunado a que el Dictamen no se discutió en lo general y en lo particular, según se desprende del acta de sesión de esas Comisiones Unidas.
6. En la sesión de dos de junio de dos mil veinte del Pleno del Congreso se conoció un solo dictamen por el que se reforman no sólo el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos y la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, sino que también incluía a la Constitución del Estado; y por tratarse de reformas constitucionales el Presidente de la Mesa Directiva ordenó remitirlo a los ayuntamientos para su aprobación en términos de los artículos 147 y 148 de la propia Constitución. Empero, sin que se haya efectuado el cómputo con el resultado de la votación de los ayuntamientos, ni la declaratoria correspondiente, el Presidente de la Mesa Directiva y Secretarios, remitieron al Ejecutivo del Estado un Decreto que reforma artículos del Código y Ley mencionados, que no corresponde al dictamen que aprobó el Pleno del Congreso que, como se indicó, también contenía reformas a la Constitución local. Esto significa que el Decreto seiscientos noventa y los ordenamientos que incluye carecen de dictamen propio, por tanto, no se trata de un procedimiento legislativo concluido, pues va ligado a la reforma constitucional que no tuvo la declaratoria respectiva cuando se publicó el Decreto seiscientos noventa.
En todo caso, si no se contaba con la aprobación de los municipios para la reforma constitucional, la Mesa Directiva debió informar y consultar al Pleno si publicaba o no las reformas a leyes secundarias de manera independiente a la constitucional, pero no fue así, de ahí que insista en que el Decreto combatido carece de dictamen. 
7. El asunto fue considerado como de urgente y obvia resolución sin justificación, lo que afectó los principios de publicidad y deliberación democrática, así como representa inobservancia al artículo 115 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, es decir, el dictamen fue calificado como de urgente y obvia resolución mediante el sistema de votación económica por mayoría simple, cuando el Reglamento para el Congreso requiere de la aprobación mediante mayoría calificada; pero peor aún no se declaró receso para que los diputados conocieran previamente el dictamen y pudieran discutirlo.
En consecuencia, al no decretar un receso para que los diputados conocieran el contenido del dictamen se vulneró el principio de deliberación, sobre todo de aquellos que representan minoría parlamentaria, por lo que se debe declarar la invalidez del procedimiento legislativo con apoyo en la jurisprudencia P./J. 34/2007 de rubro: “LEYES ELECTORALES. EL PLAZO EN QUE DEBEN PROMULGARSE Y PUBLICARSE, Y DURANTE EL CUAL NO PODRÁ HABER MODIFICACIONES SUSTANCIALES A LAS MISMAS, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 105, FRACCIÓN II, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO JUSTIFICA LA URGENCIA EN SU APROBACIÓN POR EL ÓRGANO LEGISLATIVO QUE ELUDA EL PROCEDIMIENTO QUE DEBA CUMPLIRSE”.
Cabe agregar que en los antecedentes de la demanda se expresaron otros vicios, a saber, que el Decreto seiscientos noventa no plasma el número de votos a favor, en contra, o abstenciones que recayeron para su aprobación; y que existe una discrepancia entre el dictamen aprobado por la legislatura que se convirtió en Decreto y el Decreto publicado en el Periódico local, prueba de ello es el título de un documento y otro, pues el dictamen no solamente incluye en su título aquellos ordenamientos ordinarios que enumera el Decreto seiscientos noventa, sino que inicia su título con una cita expresa de la Constitución del Estado de Morelos, ordenamiento materia del dictamen. 
c) Movimiento Ciudadano. 
1. El artículo 104, fracción I del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos establece como parte de la etapa de la iniciativa, no sólo que ésta sea presentada según las formalidades de los artículos 95 y 96 de ese Reglamento, sino que se circulen a todos los diputados que integren las Comisiones a las que se turnen; esto significa que el no repartir copias de la iniciativa, impide el perfeccionamiento de la etapa y vicia el procedimiento a futuro. En el caso, existe violación al procedimiento legislativo porque en ningún momento se entregaron a los legisladores integrantes de Comisiones las iniciativas que conformaron el dictamen, ni durante, ni después del plazo de cuarenta y ocho horas a que se refiere el propio Reglamento.
2. Los artículos 63 y 64 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos ordenan que las Comisiones deben reunirse por convocatoria de su Presidente. Empero, la convocatoria la emitió un diputado que no cuenta con las atribuciones para ello, porque el Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación había renunciado y no fue sustituido, máxime que la integración de Comisiones debe ser aprobada por las dos terceras partes del Pleno del Congreso pero esto no se cumplió; y que no puede hacer un testimonio de lo acontecido porque las sesiones estenográficas no se encuentran disponibles en el sitio de internet del Congreso. 

3. La fracción II del artículo 104 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos dispone las particularidades del debate dentro de Comisiones y, pese a esas reglas, diversos diputados no fueron convocados a sesión de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación; esto es, para la discusión y, en su caso, aprobación del dictamen no fueron llamados, lo que vulnera el principio de deliberación democrática y las formalidades del procedimiento legislativo, circunstancia que constituye otro vicio cometido en el procedimiento legislativo.
4. Por otro lado el artículo 106 del Reglamento del Congreso del Estado de Morelos dispone lo que deben contener los dictámenes que se enviarán al Pleno; de todos modos el dictamen no fue circulado a todas las fuerzas parlamentarias y no contuvo las firmas autógrafas que se requieren. Además de que tampoco fue entregado a la Mesa Directiva en los términos del diverso 107 de ese ordenamiento.
5. Otro de los vicios del procedimiento consiste en que el dictamen fue aprobado como de urgente y obvia resolución, sin que mediara causa justificada, circunstancia que vulnera la democracia deliberativa e imposibilita la oportunidad de analizar plenamente las reformas propuestas, tal y como lo ordena la jurisprudencia P./J. 33/2007 de rubro: “PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. CONDICIONES PARA QUE PUEDA ACTUALIZARSE LA URGENCIA EN LA APROBACIÓN DE LEYES Y DECRETOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA)”.
6. Argumenta que el Decreto combatido fue aprobado por trece diputados cuando el artículo 44 de la Constitución del Estado de Morelos prevé que toda reforma debe ser aprobada por las dos terceras partes de los integrantes del Congreso. En el caso, el Poder Legislativo de Morelos se integra por veinte diputados, por tanto, catorce de ellos representan las dos terceras partes a que se refiere la disposición, lo que no fue acatado, por lo que se debe declarar la invalidez solicitada.
7. El Decreto seiscientos noventa viola el principio de legalidad por falta de fundamentación y motivación; que lo anterior es así porque el dictamen no sólo fue de leyes ordinarias, sino también de la Constitución local y fue en ésta en donde se introdujo una modificación para aumentar el porcentaje de votación válida emitida para conservar el registro como partido político local, es decir, en el dictamen se hace esa referencia, sin embargo, la reforma constitucional no prosperó. Esto es, el dictamen además de esa reforma constitucional modificó leyes ordinarias en materia de paridad, reunió reforma constitucional en el aspecto indicado y reforma ordinaria sobre paridad y violencia hacia las mujeres, sin embargo, la reforma constitucional fue rechazada en consecuencia, la reforma a leyes ordinarias se debió dictaminar de nuevo y esto no se llevó a cabo. 
Por añadidura, el artículo 99 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos exige que los dictámenes contengan una valoración del impacto presupuestario, pero ese rubro del dictamen es insuficiente pues carece de argumentación o explicación que contenga cifras concretas, costos estimados o metodología que justifique las medidas adoptadas en la reforma a leyes ordinarias; de ahí la falta de fundamentación y motivación porque no cumplió con el Reglamento y porque no hay mayor explicación.
Insiste en que el dictamen no tiene base jurídica porque mezcló aspectos de paridad con el porcentaje para conservar el registro como partido político, pero al no aprobarse la reforma constitucional esto provocó que la reforma al Código Electoral de la Entidad carezca de justificación objetiva y razonable, es decir, para reformar los artículos 16 y 18 de ese Código no se expresó mayor motivación, cuando la mayoría de las iniciativas que antecedieron al dictamen correspondió a paridad de género y a violencia política de género. No existe exposición de motivos para el aumento del tres al cuatro por ciento de la votación para acceder a la representación proporcional, sólo existe explicación respecto de los dos primeros temas anunciados. De ahí la inconstitucionalidad que se denuncia porque al no prosperar la reforma constitucional ello vació de contenido la supuesta justificación para reformar los artículos 16 y 18 del Código de Instituciones  y Procedimientos Electorales del Estado de Morelos.
Los conceptos de invalidez que han quedado sintetizados son fundados, según se razona a continuación.
En primer término es importante precisar que para explicar esta conclusión se observarán las consideraciones sustentadas por este Tribunal Pleno en las acciones de inconstitucionalidad 43/2018;  140/2020 y su acumulada 145/2020
; así como 128/2020 y sus acumuladas 147/2020, 163/2020 y 228/2020
.
Cabe agregar que si bien los conceptos de invalidez no se calificaron como fundados, su cita en esta ejecutoria obedece a que describen de manera puntual la doctrina de este Tribunal Constitucional sobre violaciones al procedimiento legislativo. 
I

Doctrina del Tribunal Constitucional sobre violaciones al procedimiento legislativo.
Esta Suprema Corte cuenta con una doctrina consolidada respecto a cuándo se actualiza una violación al procedimiento que haga necesaria la invalidación total de un decreto que reforma, deroga y adiciona diversas leyes. En síntesis, se ha entendido que el régimen democrático imperante en nuestro texto constitucional exige que en el propio seno del órgano legislativo que discute y aprueba las normas se verifiquen ciertos presupuestos formales y materiales que satisfagan los principios de legalidad y de democracia deliberativa. 
Así, se busca, finalmente, que las normas cuenten efectivamente con una dignidad democrática que deriva de sus procesos de creación y de la idea de representación popular que detentan los diversos integrantes de una legislatura, lo cual se obtiene con el respeto de las reglas de votación, la publicidad de las mismas, y la participación de todas las fuerzas políticas al interior del órgano.  
Precedentes que idearon la doctrina. 

Dicha doctrina data de hace varios años, siendo los primeros precedentes los siguientes: las acciones de inconstitucionalidad 9/2005
 y la diversa 52/2006 y sus acumuladas 53/2006 y 54/2006; 42/2015. La primera acción referida se resolvió el trece de junio de dos mil cinco. En ese caso, la parte demandante adujo violaciones al procedimiento legislativo que dio origen al artículo 17 de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes. El Tribunal Pleno llegó a la conclusión de que no existieron violaciones con potencial invalidatorio; sin embargo, sentó un importante precedente en cuanto a las reglas y principios que deben acatarse en un procedimiento legislativo en atención a las garantías de debido proceso y legalidad. En la sentencia se dijo lo siguiente: 

“(…).

De conformidad con lo expuesto, este Tribunal Pleno estima que para determinar si en un caso concreto las violaciones al procedimiento legislativo redundan en la violación de las garantías de debido proceso y legalidad consagradas en el artículo 14, segundo párrafo y 16, primer párrafo, de la Constitución Federal
 y provocan la invalidez de la norma emitida, o si por el contrario las mismas no tienen relevancia invalidatoria de esta última, por no llegar a trastocar los atributos democráticos finales de la decisión, es necesario evaluar el cumplimiento de los siguientes estándares:  

1) El procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas políticas con representación parlamentarias, en condiciones de libertad e igualdad. En otras palabras, es necesario, que se respeten los cauces que permiten tanto a las mayorías como a las minorías parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación pública, lo cual otorga relevancia a las reglas de integración y quórum en el seno de las cámaras y a las que regulan el objeto y el desarrollo de los debates. 

2) El procedimiento deliberativo debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de votación establecidas. 

3) Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones deben ser públicas. 

El cumplimiento de los criterios anteriores siempre debe evaluarse a la vista del procedimiento legislativo en su integridad, puesto que de lo que se trata es precisamente de determinar si la existencia de ciertas irregularidades procedimentales puntuales impacta o no en la calidad democrática de la decisión final. Los anteriores criterios, en otras palabras, no pueden proyectarse por su propia naturaleza sobre cada una de las actuaciones que se lleven a cabo en el desarrollo del procedimiento legislativo, puesto que su función es precisamente ayudar a determinar la relevancia última de cada una de estas actuaciones a la luz de los principios que otorgan verdadero sentido a la existencia de una normativa que discipline su desarrollo.   

Además, los criterios enunciados siempre deben aplicarse sin perder de vista que la regulación del procedimiento legislativo raramente es única e invariable, sino que incluye ajustes y modalidades que responden a la necesidad de atender a las vicisitudes o avatares que tan frecuentemente se presentan en el desarrollo de los trabajos parlamentarios. La entrada en receso de las cámaras o la necesidad de tramitar ciertas iniciativas con extrema urgencia, por ejemplo —algo que, como veremos, caracteriza el caso que debemos abordar en el presente asunto— son circunstancias que se presentan habitualmente y ante las cuales la evaluación del cumplimiento de los estándares enunciados debe hacerse cargo de las particularidades del caso concreto, sin que ello pueda desembocar, en cualquier caso, en la final desatención de ellos
.

(…)”. 

Como se puede observar, para este Tribunal Pleno, lo mínimo indispensable que debe cumplirse en un trabajo legislativo es el respeto a las reglas de votación, a la publicidad y a la participación de todas las fuerzas políticas del órgano legislativo en el proceso de creación normativa en condiciones de libertad e igualdad, con el fin de que se asegure la expresión de su opinión y defensa en un contexto de deliberación pública. 
Sin embargo, en el respectivo fallo se dijo que existen dos principios legislativos fundamentales que deben ser considerados para conocer del potencial invalidatorio del acto legislativo: la economía procesal y la equidad en la deliberación parlamentaria
. El primero de estos dos principios busca quitarle rigidez al procedimiento legislativo; es decir, pretende no reponer procedimientos que no cambiarían de manera sustancial la voluntad parlamentaria expresada en la votación; por otra parte, el segundo principio considera que no todas las violaciones procedimentales son irrelevantes. Ambos principios deben entenderse no como excluyentes, sino que deben ser interpretados de manera conjunta para poder determinar con mayor certeza si existieron violaciones sustanciales al procedimiento legislativo. 

Ahora, por su parte, la referida acción de inconstitucionalidad 52/2006 y sus acumuladas 53/2006 y 54/2006 se resolvió el cuatro de enero de dos mil siete
. En este sumario se reclamó la inconstitucionalidad de un decreto publicado el dieciséis de octubre de dos mil seis, en el que, entre otras cuestiones, se hicieron modificaciones a la Ley de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Baja California. El Tribunal Pleno aplicó los criterios sobre los vicios con potencial invalidatorio antes mencionados y llegó a la conclusión de que se transgredían los principios de legalidad y democracia deliberativa. 
En la sentencia se puede apreciar que la razón primordial para declarar la invalidez fue que las irregularidades en el procedimiento tuvieron un gran impacto en las posibilidades reales de expresión de las diversas fuerzas políticas con representación parlamentaria. Primero, porque el decreto fue aprobado dispensando la totalidad de los trámites legislativos bajo un carácter de urgencia que jamás fue motivado; es decir, se presentó la iniciativa legislativa y desde ese momento se dispensaron todos los trámites (incluyendo el dictamen) y se pasó directamente a la aprobación del Decreto. Y segundo, si bien es cierto existía premura en la expedición de las normas al tratarse de material electoral, lo cual se advirtió de manera implícita, el Tribunal Pleno mencionó que esa sola razón (el cumplimiento del plazo de noventa días de expedición de las normas electorales antes del inicio del proceso electoral) no podía justificar el uso extraordinario de las facultades de dispensa urgente de los trámites legislativos. 
Por ello, se invalidó el decreto impugnado al haberse impedido que las distintas fuerzas políticas estuvieran en posibilidad de conocer la iniciativa planteada -al haber sido presentada el mismo día en que fue discutida- y, consecuentemente, de debatir sobre ella con verdadero conocimiento de su contenido y alcance. A saber, no se conoció previamente por los demás integrantes del Congreso, dispensándose, por la mayoría, el que fuera dictaminada por las Comisiones correspondiente; de ahí que este Pleno haya decidido que no fue posible considerar que una norma general, producto de un procedimiento tan acelerado para su aprobación, pudiera ser resultado del debate democrático que debe existir en todo órgano legislativo. 
Además, tal como se destacó en la sentencia, “la propia votación con la que fue aprobada la ley impugnada (trece votos a favor, doce en contra), nos da la pauta de que, a final de cuentas, fue aprobada, porque existe una mayoría parlamentaria, que logró imponerse, no por el simple hecho de ser la fuerza mayoritaria, la que, en todo caso, dada su naturaleza, eventualmente llegará a imponerse, sino porque, partiendo de esa circunstancia, hizo uso de un mecanismo legal -la supuesta urgencia para aprobar la norma y, por ende, la dispensa en su trámite- que, de ninguna manera, fue instituido para tales fines, sino únicamente para casos excepcionales que, razonablemente, justifiquen tal urgencia, pero en los que, de cualquier modo, siempre deberá atenderse a los principios democráticos que deben regir todo debate parlamentario”
. 

En consecuencia, se advierte de los precedentes mencionados que el criterio de esta Suprema Corte consiste en que no todas las violaciones procedimentales son aptas para invalidar un decreto legislativo, ello con la finalidad de respetar el principio de economía procesal y bajo la premisa de que no todas las reposiciones del procedimiento implicarían un cambio sustancial en la voluntad parlamentaria expresada. Sin embargo, analizando el proceso en su integridad y tomando en cuenta que la regulación del mismo raramente es única e invariable, con el objeto de garantizar los principios constitucionales de legalidad, seguridad y democracia deliberativa, los órganos legislativos están obligados a respetar el derecho de las mayorías y minorías legislativas a participar en condiciones de igualdad y libertad; a culminar el procedimiento con el cumplimiento de las reglas de votación establecidas, y a que sus deliberaciones y votaciones sean públicas.

Precedentes más recientes. 
Por su parte, resulta imprescindible hacer alusión a otros casos resueltos por esta Suprema Corte que aplican la doctrina detallada anteriormente (y en algunos casos la complementan) y que son útiles para la resolución del presente expediente. 
En primer lugar, en la acción de inconstitucionalidad 42/2015 y sus acumuladas 43/2015 y 44/2015
 se examinó un caso donde se impugnaron diversas normas del Decreto 289 por el que se modificó la Constitución Política del Estado de Baja California. En esa acción se plasmó una relatoría del proceso legislativo y se consideró que, si bien se solicitó la dispensa de trámite de distribución del referido dictamen, así como dar lectura únicamente a los puntos resolutivos, tal situación no tenía un potencial invalidante del procedimiento de reforma aquí analizado, puesto que ninguno de los diputados solicitó el uso de la palabra para manifestarse en contra de esta solicitud de dispensa de trámite; lo cual hacía evidente que todos los integrantes del Congreso estuvieron de acuerdo con la misma. 

Lo que se corroboró posteriormente cuando, después de haberse sometido a debate y votación ya el dictamen en sí mismo, ningún diputado hizo uso de la palabra obteniéndose veintidós votos a favor, cero en contra y cero abstenciones. A decir del precedente, lo anterior demostraba que los diputados presentes en la sesión del Congreso estuvieron completamente de acuerdo tanto en aprobar la solicitud de dispensa de trámite de distribución del dictamen, como finalmente de aprobarlo en cuanto a su contenido en lo general y en lo particular. 
En segundo lugar, en la diversa controversia constitucional 41/2014
, se abordó un caso en el que un municipio argumentó que la Ley de Educación para el Estado de Michoacán fue aprobada sin destinar recursos a los municipios del Estado y sin haber sido puesta a consideración del Municipio. En relación con los vicios en el procedimiento, una vez sintetizado el marco normativo y el procedimiento legislativo de la Ley de Educación para el Estado de Michoacán de Ocampo, el estudio determinó que se actualizaba una violación sustancial del procedimiento, relacionada con las reglas que garantizan la participación efectiva de todos los legisladores en la deliberación parlamentaria que culminan con la aprobación de la norma. 
Se precisó que el dictamen de segunda lectura que contiene el proyecto de Ley de Educación para el Estado de Michoacán de Ocampo fue aprobado por la Comisión respectiva, por mayoría de votos de sus integrantes, en la reunión de trabajo ordinaria celebrada a las ocho horas del día veintisiete de febrero de dos mil catorce, y en la sesión del Pleno del Congreso que se verificó el mismo día a las once horas con diez minutos, se presentó para su análisis, votación y aprobación, habiendo sido aprobado por mayoría de votos. Sin embargo, se puso de relieve en la sentencia que previamente a la discusión del dictamen mencionado no se distribuyó el texto a los diputados por lo menos con veinticuatro horas de anticipación ni se publicó en la Gaceta Parlamentaria. 
Bajo esa tónica, se concluyó que tales actuaciones afectaron, sin lugar a dudas, las premisas básicas en que se asienta la democracia liberal representativa como modelo de Estado, ya que al no haberse distribuido el mencionado dictamen a los legisladores ni publicado en la Gaceta Parlamentaria, con la oportunidad debida, tal circunstancia impidió a las minorías (en especial a las que se opusieron a que ese pendiente se incluyera a última hora en la orden del día por desconocer su contenido), contar con los elementos necesarios para poder discutir, expresar y defender su opinión, previamente a la aprobación del dictamen del proyecto de la ley impugnada. Razón que fue la sustentada por el Tribunal Pleno para afirmar que existían violaciones que trascendieron a la validez de la norma al haberse vulneraron los requisitos de publicidad, de participación y de debate público para la creación de la Ley de Educación para el Estado de Michoacán de Ocampo. 
Mismo razonamiento se adoptó en la controversia constitucional 34/2014
 y en la acción de inconstitucionalidad 36/2013
. Incluso, en este último, se destacó que el respectivo dictamen se entregó a la Dirección de Procesos Legislativos el mismo día que se celebró la sesión extraordinaria (y fue incluido en la orden del día sin cumplir con la previsión vinculada con la entrega de la misma a los Diputados al menos veinticuatro horas de anticipación a la sesión), aludiendo que tal deficiencia de entrega del dictamen se justificaba a partir de ser un asunto de “urgente y obvia resolución”. 
Para esta Corte, tal situación no solventaba las violaciones en el procedimiento, pues además del incumplimiento de las reglas de entrega del dictamen, no se actualizaba una motivación justificada que sostuviera la incorporación del dictamen de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso Local en el orden del día, como un asunto urgente a ser tratado en la multicitada sesión extraordinaria de treinta y uno de octubre de dos mil trece. Lo anterior, toda vez que la circunstancia para calificar que el tema a tratar era de “obvia y urgente resolución” no era suficiente para convalidar su falta de motivación, precisamente, como de obvia y urgente resolución. 

Adicionalmente, esta Suprema Corte declaró la existencia de violaciones en el procedimiento en la acción de inconstitucionalidad 121/2017 y sus acumuladas, fallada el dieciséis de enero de dos mil veinte
. En ésta no se entregaron los dictámenes legislativos de la expedición de las leyes cuestionadas con la suficiencia necesaria y la dispensa de ese trámite no se justificó, adecuadamente, bajo los criterios de urgencia conforme a las pautas de nuestros precedentes. 

Finalmente, en la acción de inconstitucionalidad 43/2018
, fallada recientemente el veintisiete de julio de dos mil veinte, este Pleno también declaró la invalidez por violaciones en el procedimiento legislativo. El dictamen fue aprobado el mismo día en que fue sometido a discusión, sin haberlo entregado de manera previa a los legisladores como lo ordenaba la legislación. Además, no existió motivación alguna que justificara la incorporación del dictamen en el orden del día como un asunto especial o urgente para ser tratado, y la circunstancia de que quien presidiera la comisión que lo presentó fundara su solicitud en la sola mención de dicho artículo (que faculta a los legisladores a solicitar la inclusión de asuntos urgentes), se dijo que no era suficiente para convalidar su falta de motivación.
II

Aplicación de la doctrina al caso concreto.
Atendiendo a lo explicado en el apartado anterior y tal como se adelantó, este Tribunal Pleno estima que en el procedimiento que dio lugar al Decreto reclamado existen deficiencias en el cumplimiento de las reglas que rigen el respectivo procedimiento legislativo que, al final de cuentas, conllevan a una afectación grave a los principios de legalidad y seguridad jurídica y a la participación de las fuerzas políticas del Congreso Local en condiciones de libertad e igualdad. 
Para explicar esto, en los párrafos subsecuentes se detallará el marco normativo que rige el procedimiento legislativo en el Estado de Morelos y cómo se llevó a cabo éste, a fin de explicar porqué en el caso concreto se actualizaron violaciones de tal peso que afectaron de manera sustantiva a los referidos principios que sustentan la democracia participativa.

III

Marco normativo estatal.

En este segmento se hará referencia a aquellas disposiciones que contienen las reglas generales sobre el procedimiento legislativo en el Estado de Morelos; y en el apartado que analice las violaciones cometidas se citarán otras disposiciones específicas que se denunciaron como transgredidas por los partidos políticos accionantes. 


La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos en su artículo 42
 señala a quiénes corresponde el derecho de iniciar leyes, entre ellos, desde luego, a los diputados del Congreso del Estado; y el diverso 44
 prevé que para que una iniciativa tenga el carácter de ley o decreto, necesita en votación nominal de las dos terceras partes de los diputados integrantes de la legislatura; la sanción y promulgación del Ejecutivo y su publicación en el órgano oficial del Estado; excepto en los casos expresamente determinados por la Constitución.

Por su parte, la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos ordena en su artículo 32
 que la Mesa Directiva será la responsable de coordinar los trabajos legislativos del Pleno, así como de las Comisiones y Comités del Congreso del Estado; por lo que hace a las Comisiones Legislativas prevé en su artículo 53
 que éstas son órganos colegiados constituidos por el Pleno del Congreso del Estado, cuyas funciones son las de conocer, analizar, investigar, discutir y, en su caso, dictaminar, las iniciativas de ley, los proyectos de decreto y demás asuntos que les sean turnados; y que emitirán acuerdos parlamentarios que se someterán a la aprobación del Pleno.

El diverso 55
 indica que las comisiones se integran de por lo menos tres diputados y su composición deberá reflejar en lo posible la pluralidad política del Congreso del Estado; que de los diputados que integren las comisiones legislativas habrá un presidente, por lo menos un secretario y vocales que sean designados. Ningún diputado podrá presidir más de cinco comisiones ordinarias o comités. 
Que las Comisiones ordinarias de Puntos Constitucionales y Legislación, Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, y Gobernación y Gran Jurado, estarán conformadas por un Presidente, tres secretarios y al menos un diputado de cada uno de los grupos y/o fracciones parlamentarias que integren la legislatura; que las comisiones serán integradas a propuesta de la Junta Política y de Gobierno, señalando quién será presidente y quiénes secretarios y vocales; y que dicha propuesta será sometida a la consideración de la asamblea para su aprobación mediante la votación de las dos terceras partes de sus integrantes, debiendo quedar conformadas a más tardar en la tercera sesión ordinaria de la legislatura; así como que quedarán legalmente instaladas a partir de la sesión en la que fuera aprobada su integración por el pleno del Congreso del Estado.

El artículo 57
 de la misma Ley indica que a las comisiones legislativas les corresponde tomar sus decisiones por mayoría simple de votos de sus miembros; en caso de empate el Presidente de la Comisión tendrá voto de calidad. Cuando alguno de los miembros de una comisión disienta del dictamen aprobado, podrá expresar su parecer por escrito, emitiendo un voto particular dirigido al Presidente de la Comisión a fin de que se someta a consideración de la Asamblea junto con el dictamen de la mayoría.

Pero es el Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos el que desarrolla cada una de las etapas del procedimiento legislativo, que dividiremos de la siguiente manera.

Iniciativas. El artículo 95
 señala que las iniciativas de leyes y decretos, serán presentadas por escrito y en medio magnético, deberán contener una parte expositiva que tendrá los elementos de justificación, legitimación, explicación, interpretación, alcances y oportunidad de lo que se propone, así como una parte preceptual o normativa que estará constituida por un articulado ordenado en forma lógica; y es el diverso 96
 el que abunda en su contenido. 
La iniciativa deberá dictaminarse en el periodo ordinario de sesiones en que se turne a la comisión o en el inmediato siguiente, en términos del Reglamento, según lo ordena el diverso 102
.
Dictámenes. De acuerdo con el artículo 103
 del Reglamento ningún proyecto de dictamen o proposición de acuerdo parlamentarios, podrá debatirse sin que primero pase a la comisión o comisiones correspondientes y éstas hayan dictaminado.

El diverso 104
 establece que para la formulación del dictamen se deberá estar a lo siguiente:

I. Recibida la iniciativa, el secretario técnico de la comisión deberá garantizar que cada diputado integrante de la misma reciba copia dentro de un plazo que no excederá de cuarenta y ocho horas contadas a partir de la recepción del turno ordenado por el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso;

II. Las iniciativas serán analizadas primero en lo general para determinar su procedencia o improcedencia; en caso de considerarse procedente, se elaborarán las consideraciones del dictamen en lo general y se procederá conforme a lo previsto en el presente Capítulo; para el caso de que la determinación sea de improcedencia, se deberá de igual forma elaborar el respectivo dictamen en sentido negativo, el cual, sin más trámite se deberá informar al Pleno a través de la Mesa directiva únicamente para efectos de su conocimiento;

III. Cuando la comisión apruebe una iniciativa en lo general, se procederá a su discusión en lo particular, para lo cual el Presidente de la Comisión solicitará a los miembros de la misma señalar los artículos que se reservan para su análisis en lo particular. Los artículos no reservados se considerarán aprobados sin mayor trámite; y

IV. Cada propuesta de modificación en lo particular deberá ser presentada por escrito para su análisis y discusión.

Según el diverso 106
 los dictámenes deberán contener:

I. Los datos generales que identifiquen la iniciativa y una exposición clara y precisa del asunto al que se refiere;

II. Formularse por escrito y en disco de grabación electromagnética;

III. La expresión pormenorizada de las consideraciones resultantes del análisis y estudio de la iniciativa, el sustento de la misma, así como la exposición precisa de los motivos y fundamentos legales que justifiquen los cambios, consideraciones o cualquier otra circunstancia que afecte a los motivos y al texto de la iniciativa en los términos en que fue promovida;

IV. El análisis de las observaciones hechas por los ayuntamientos y los poderes ejecutivo o judicial en su caso;

V. Las firmas autógrafas de los integrantes de la comisión o comisiones que dictaminen y el sentido de su voto; y

VI. Los artículos que se reforman, modifican o derogan.

Finalmente el artículo 107
 indica que el dictamen una vez firmado y entregado a la Mesa Directiva, será programado para su discusión en la sesión que determine la Conferencia; y el diverso 108
 que programados en el orden del día, los dictámenes serán insertos para su publicidad en el portal de internet del Congreso. 

Debates. El artículo 113
 prevé que la discusión de los dictámenes se realizará sin necesidad de lecturas previas, en virtud de lo dispuesto por el Reglamento, con las excepciones establecidas en el mismo. Los dictámenes se desahogarán de conformidad con lo siguiente:

I. En la sesión del Pleno respectiva, aprobado el orden del día, uno de los secretarios de la Mesa Directiva dará cuenta a la asamblea con él o los dictámenes que hayan cumplido con el procedimiento establecido en este ordenamiento; quedarán como leídos y serán insertados íntegramente en el semanario de los debates;

II. Acto seguido, se procederá a abrir la discusión del dictamen.

III. En el caso de dictámenes de leyes o modificaciones a las mismas, se discutirán primero en lo general y después en lo particular cada uno de los artículos reservados.

Hecho lo anterior, se procederá a la votación respectiva.

El diverso 114
 establece que se exceptúa de lo dispuesto en el artículo 113 las reformas, adiciones y derogaciones a la Constitución del Estado, entre otros casos, supuesto en el cual el secretario de la Mesa Directiva procederá a dar lectura íntegra al dictamen, debiendo turnar copia de todos los documentos a los legisladores y ordenando su publicación en el Semanario de los Debates; que en caso de que cualquiera de estos dictámenes requiera de varias horas para su lectura, podrá darse lectura a una versión sintetizada y deberá ser insertado en el Semanario de los Debates el dictamen íntegro. Esto se complementa con lo dispuesto en el precepto 115
 por cuanto prevé que los dictámenes a que se refiere el 114 se discutirán primero en lo general y después en lo particular cada uno de los artículos reservados, para después realizar la votación correspondiente; y que si se calificara como de urgente y obvia resolución, el Presidente de la Mesa Directiva decretará un receso, para el efecto de que los diputados conozcan el asunto a discutir y votar en su caso.

El Secretario debe elaborar la lista y dar lectura antes de comenzar la discusión de los diputados que pidan hacer uso de la palabra para hablar en contra y a favor del dictamen (artículo 116
); y los diputados inscritos para hacer uso de la palabra serán llamados por el Presidente de la Mesa Directiva de acuerdo al orden de la lista, alternando las intervenciones comenzando por el inscrito para hablar en contra (artículo 117
).

Por su parte el diverso 123, fracción I
 señala que ninguna discusión se podrá suspender entre otras causas, porque la asamblea acuerde dar preferencia a otro expediente de mayor urgencia o gravedad. 
A su vez el artículo 125
 indica que los diputados desde su curul, podrán solicitar una moción en los siguientes casos: I. Pedir la palabra; II. Verificar el quórum; III. Señalar error en el procedimiento; IV. Solicitar la lectura de un documento en relación con el debate; V. Solicitar orden; y, VI. Las demás que se señalen en la Ley y el Reglamento.

El diverso 127
 ordena que declarado suficientemente discutido el proyecto de dictamen en lo general por el Presidente, se procederá a votarlo en tal sentido, aprobado que sea, se discutirán enseguida los artículos reservados en lo particular; y que en caso contrario se consultará a la asamblea en votación económica si se devuelve o no todo el proyecto a la comisión; en el primer supuesto se devolverá para el efecto de que considere las observaciones realizadas; en el segundo se tendrá por desechada.

Finalmente, el precepto 129
 prevé que agotada la discusión y votación de los artículos en lo particular, el Presidente de la Mesa Directiva procederá a realizar la declaratoria correspondiente en lo general y de los que no fueron reservados. 

De las votaciones. De acuerdo con el artículo 130
 el voto es la expresión de la voluntad de un legislador a favor, en contra o en abstención de un asunto, es la suma de los votos individuales de un órgano colegiado. Además, las votaciones pueden ser de tres clases: nominales;  económicas; y, por cédula. 

La votación nominal es el voto que emiten de manera personalísima los miembros del Congreso mencionando su nombre y apellido, cuando se trate de aprobar una ley en lo general y en lo particular (artículo 131
). Las votaciones económicas son aquellas que realizan los diputados de manera simple en los asuntos de mero trámite y para todos los casos que en general no tengan preestablecida una votación especial (artículo 132
). Las votaciones por cédula son aquellas que se realizan mediante boleta, cuando se trate de nombrar, designar, elegir y remover a funcionarios y servidores públicos que conforme a la ley deban ser nombrados por el Congreso y se depositarán conforme sean llamados los diputados por los secretarios en el orden de lista en la urna que al efecto se colocará en la Mesa de la Secretaría (artículo 133
). 

El diverso 135
 prevé que se entiende por mayoría simple, la que se obtenga de sumar más de la mitad de los diputados asistentes; por mayoría absoluta, la que se obtenga de sumar el cincuenta por ciento más uno de los diputados integrantes de la Legislatura. Por mayoría calificada cuando se trate de las dos terceras partes de los diputados integrantes del total de la Legislatura, en cuya aritmética deberá situarse para las reformas señaladas en votaciones particulares, es decir, en las cuáles deban concurrir por imperio de ley dicho porcentaje de diputados, que se tomará en consideración los siguientes criterios: a) Cuando el número de diputados que den las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura contenga una fracción, y el decimal sea menor a cuarenta y nueve se debe atender al entero inmediato inferior a dicha fracción; y, b) Cuando el número de Diputados que den las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura contenga una fracción, y el decimal sea mayor a cuarenta y nueve se debe atender al entero inmediato superior a dicha fracción.
De las actas. Según el artículo 141
 las actas que se redactan al final de las sesiones deberán contener una síntesis de lo esencial del desarrollo de éstas, por lo que contendrán: I. Lugar, fecha y hora de la apertura y clausura; II. Lectura del Orden del Día; III. Nombre de quien la preside y de los Secretarios de la Mesa Directiva; IV. La relación nominal de los diputados asistentes y ausentes; V. Relación escrita en el orden de lo acontecido de los asuntos debatidos, los participantes ya sea a favor o en contra de algún planteamiento y sus conclusiones; VI. El nombre de los demás participantes y sus planteamientos; VII. Las citas breves a petición expresa de quien así lo soliciten; VIII. Los datos relativos a observaciones, correcciones y aprobación del acta anterior; IX. Las resoluciones, acuerdos tomados y los asuntos generales; X. Clausura de la sesión; y, XI. Firmas de los integrantes de la Mesa Directiva.

A su vez el diverso 142
 especifica que las actas deben ser conservadas por el archivo legislativo del Congreso, como evidencia de los asuntos tratados a cargo de la Secretaría del Congreso; y que a través de las unidades administrativas correspondientes, el Congreso debe mantener actualizado el libro de las actas.

Y el 143
 indica que lo acontecido en las sesiones, se registrará íntegramente en el Semanario de los Debates, medio oficial de difusión del Congreso, el que contendrá: I. Fecha y lugar donde se verificaron las sesiones; II. Orden del día; III. Nombre de quien presidió; IV. Copia fiel del acta de la sesión anterior; V. Versión fiel estenográfica o magnetofónica de las discusiones, en el orden que se desarrollen; VI. Inserción de todos los documentos a los que se dé lectura; VII. El sumario; y, VIII. Directorio de la legislatura y los responsables de la publicación.

IV

Desarrollo del procedimiento legislativo reclamado.
A continuación se describen las constancias del procedimiento legislativo que remitió la autoridad y son las siguientes: 
1. Iniciativa. En el Decreto seiscientos noventa en el capítulo de antecedentes se da cuenta con las iniciativas que se remitieron a las Comisiones de Puntos Constitucionales y Legislación, de Participación Ciudadana y Reforma Política, y de Igualdad de Género del Congreso del Estado de Morelos, que en dicho Decreto se resumen de la siguiente manera:
“(…).

ANTECEDENTES:

I. DEL PROCESO LEGISLATIVO

a) Mediante la Sesión Ordinaria de la Asamblea de la LIV Legislatura, que tuvo verificativo el día veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, el Diputado José Casas González, Integrante de la LIV Legislatura, presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 

b) En consecuencia, el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, por lo que mediante oficio número SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/573/16 de esa misma fecha, fue remitida a estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación, y de Participación Ciudadana y Reforma Política, para su análisis y dictamen correspondiente.

c) Mediante la Sesión Ordinaria de la Asamblea de la LIV Legislatura, que tuvo verificativo el día veintinueve de mayo de dos mil veinte, se dio cuenta que la Diputada Dalila Morales Sandoval, Coordinadora de la Fracción Parlamentaria del Partido Acción Nacional de la LIV Legislatura, presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 

d) En consecuencia, el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, por lo que fue remitida a estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación,  Participación Ciudadana y Reforma Política y de Igualdad de Género, para su análisis y dictamen correspondiente.

e) Mediante la Sesión Ordinaria de la Asamblea de la LIV Legislatura, que tuvo verificativo el día veintinueve de mayo de dos mil veinte, se dio cuenta de que la Diputada Tania Valentina Rodríguez Ruíz, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la LIV Legislatura, presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos.

f) En consecuencia, el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, por lo que fue remitida a estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación y de Igualdad de Género para su análisis y dictamen correspondiente.

g) Mediante la Sesión Ordinaria de la Asamblea de la LIV Legislatura, que tuvo verificativo el día veintinueve de mayo de dos mil veinte, se dio cuenta de que el Diputado Marcos Zapotitla Becerro, Integrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social de la LIV Legislatura, presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos.

h) En consecuencia, el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, por lo que fue remitida a estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación y de Igualdad de Género para su análisis y dictamen correspondiente.

i) Mediante la Sesión Ordinaria de la Asamblea de la LIV Legislatura, que tuvo verificativo el día veintinueve de mayo de dos mil veinte, se dio cuenta de que el Diputado Marcos Zapotitla Becerro, Integrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social de la LIV Legislatura, presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, en materia de paridad de género y del derecho de los pueblos y comunidades indígenas para elegir a sus autoridades o representantes ante los Ayuntamientos a través de sus principios, normas, procedimientos y prácticas tradicionales. 

j) En consecuencia, el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, por lo que fue remitida a estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación, Participación Ciudadana y Reforma Política y de Igualdad de Género para su análisis y dictamen correspondiente. 

k) Mediante la Sesión Ordinaria de la Asamblea de la LIV Legislatura, que tuvo verificativo el día veintinueve de mayo de dos mil veinte, se dio cuenta de que el Diputado Héctor Javier García Chávez, Integrante del Grupo Parlamentario del Partido Movimiento de Regeneración Nacional, presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 18 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos y el artículo 18 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos.

l) En consecuencia, el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, por lo que fue remitida a estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación,  de Participación Ciudadana y Reforma Política y de Igualdad de Género, para su análisis y dictamen correspondiente.

m) Con fecha 28 de mayo del presente año, se presentó iniciativa suscrita por la Diputadas Alejandra Flores Espinoza, Ana Cristina Guevara Ramírez, Adriana Barrera Vázquez, Blanca Nieves Sánchez Arano, Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala, Dalila Morales Sandoval, Elsa Delia González Solorzano, Erika García Zaragoza, Keila Celene Figueroa Evaristo, Naida Josefina Díaz Roca, Maricela Jiménez Armendáriz, Rosalina Mazari Espín, Tania Valentina Rodríguez Ruiz y los Diputados Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Andrés Duque Tinoco, Héctor Javier García Chávez, José Casas González, José Luis Galindo Cortez y Marcos Zapotitla Becerro, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 42 fracción II de la Constitucional (sic), presentaron Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos.

n) En consecuencia, el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, por lo que mediante oficio número SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.2/1081/20 de esa misma fecha, fue remitida a estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación, de Igualdad de Género y de Participación Ciudadana y Reforma Política para su análisis y dictamen correspondiente.

o) Mediante Sesión de la LIV Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, celebrada el veintinueve de mayo del presente año, se dio cuenta de que la Diputada Alejandra Flores Espinoza, Coordinadora del Grupo del Grupo (sic) Parlamentario del Partido Movimiento de Regeneración Nacional, MORENA, presentó la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos y al Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, en materia de paridad y violencia política en razón de género. 

p) En consecuencia, de lo anterior el Diputado Alfonso De Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su turno a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, de Participación Ciudadana y Reforma Política y de Igualdad de Género, para su análisis y dictamen correspondiente.

q) Mediante sesión de la LIV Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, celebrada el veintinueve de mayo del presente año, se dio cuenta de que la Diputada Rosalinda Rodríguez Tinoco, Coordinadora del Grupo del Grupo (sic) Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentó Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones al Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, en materia de paridad y violencia política en razón de género. 

r) En consecuencia, de lo anterior el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, ordenando su turno a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, Participación Ciudadana de Reforma Política y de Igualdad de Género, para su análisis y dictamen correspondiente.

s) Durante la Sesión Ordinaria de la Asamblea de la LIV Legislatura, iniciada el 29 de mayo de dos mil veinte, la Diputada Tania Valentina Rodríguez Ruíz, en representación del grupo parlamentario del Partido del Trabajo y el Diputado José Luis Galindo Cortez Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social, Integrantes de la LIV Legislatura, presentaron iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos y de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos en materia político-electoral.

t) En consecuencia, el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, por lo que mediante oficio SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/1111/20 de esa misma fecha, fue remitida a estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación, Participación Ciudadana y Reforma Política, Igualdad de Género y Fortalecimiento Municipal,  Desarrollo Regional y Pueblos Indígenas, para su análisis y dictamen correspondiente.

(…)”.

De la enumeración de iniciativas que antecede debe decirse que fueron remitidas por la autoridad demandada a esta Suprema Corte. 
2. Dictamen. De igual forma la autoridad remitió el “Dictamen en sentido positivo de las iniciativas con proyecto de Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en Materia Político-Electoral y de Violencia Política por condición de género”, fechado el dos de junio de dos mil veinte. 
En ese documento también se da cuenta con las iniciativas que lo conforman en términos similares a los transcritos; con una síntesis sobre su materia y contenido. De igual forma se advierte que se divide en dos apartados, uno referente a las modificaciones de los artículos 13, 23, 24, 44, 112 y 147 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos a lo que le recayó un título denominado “Valoración de la iniciativa”.
En páginas siguientes se aclara que por cuanto a la reforma de los artículos 23 y 112 de la Constitución, así como 27 y 66 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos relativa a los pueblos indígenas las Comisiones determinaron procedente la propuesta (foja treinta y ocho del Dictamen); y hecha esa precisión se incluye un cuadro comparativo del artículo vigente y de la propuesta de modificaciones, a saber: 1, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 26, 27, 29, 37, 39, 40, 41, 45, 48, 49, 50, 60, 63, 66, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 84, 86, 88 Bis, 88 Ter, 90 Bis, 90 Quintus, 91 Bis, 93, 96, 98, 105, 106, 112, 113, 119, 121, 127, 131, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138, 139, 140, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 151, 154, 155, 159, 160, 161, 162, 163, 164, 165, 166, 167, 168, 172, 173, 174, 176, 177, 178, 179, 179 Bis, 180, 181, 182, 183, 184, 185, 186, 187, 188, 189, 192, 196, 197, 199, 202, 205, 239, 240, 254, 255, 256, 259, 260, 261, 262, 263, 264, 265, 266, 267, 268, 270, 277, 279, 281, 284, 286, 287, 288, 289, 290, 291, 292, 293, 295, 296, 298, 299, 301, 302, 303, 304, 305, 306, 307, 308, 310, 311, 312, 313, 314, 315, 316, 317, 319, 322, 324, 325, 333, 334, 335, 337, 344, 351, 359, 373, 377, 378, 380, 383, 383 Bis, 385, 386, 387, 389, 395, 400 Bis, 400 Ter, 400 Quáter, 400 Quintus, y 491; después de ello viene un rubro titulado “Valoración de las iniciativas”, con un cuadro comparativo.
Del mismo modo existe un apartado sobre la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos y Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos con su respectivo cuadro comparativo.
A continuación el documento tiene un apartado titulado “Estimación del impacto presupuestario” para concluir que se dictaminan en sentido positivo las iniciativas con proyecto de Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Constitución, del Código y de las leyes mencionadas y, hecho lo anterior, se desarrolla lo que es el DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS; SE ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL ESTADO DE MORELOS; DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, Y DE LA LEY DE ACCESO A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE MORELOS, EN MATERIA POLÍTICO-ELECTORAL Y DE VIOLENCIA POLÍTICA POR CONDICIÓN DE GÉNERO. 
3. Sesión. El dictamen en cuestión fue sometido a consideración del Pleno en la sesión ordinaria iniciada el veintinueve de mayo de dos mil veinte, continuada los días dos y tres de junio, concluida el treinta de junio de ese año. 
Del acta correspondiente, identificada con el número 074, se reproduce el segmento relativo al Decreto que nos ocupa:

“(…).

CONTINUACIÓN

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, pasó lista a los ciudadanos diputados para confirmar el quórum.

Se encontraban presentes en el Salón de Sesiones los ciudadanos diputados; Ariadna Barrera Vázquez, José Casas González, Andrés Duque Tinoco, José Luis Galindo Cortez, Héctor Javier García Chávez, Erika García Zaragoza, Ana Cristina Guevara Ramírez, Maricela Jiménez Armendáriz, Rosalina Mazari Espín, Dalila Morales Sandoval, Tania Valentina Rodríguez Ruiz, Rosalinda Rodríguez Tinoco, Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala, Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Marcos Zapotitla Becerro.

La Secretaría dio cuenta con la presencia de 15 diputados en el Salón de Sesiones.

En virtud de existir (sic) el quórum reglamentario, se continuó (sic) con la sesión iniciada y suspendida el día 29 de mayo de 2020, siendo las veintitrés horas con veinte minutos del día 2 de junio del mismo año.

Se incorporaron a la sesión las diputadas Blanca Nieves Sánchez Arano y Naida Josefina Díaz Roca.

5.- Se dio cuenta con las siguientes comunicaciones: 

Se dio cuenta al pleno que con turno número SSLYP/DPLYP/AÑO2/P.O.2/1081/20, se remitió a las comisiones unidas de Puntos Constitucionales y Legislación; de Participación Ciudadana y Reforma Política y de Igualdad de Género, oficio (sic) del Observatorio Electoral de la Paridad de Género, Morelos (sic), remitido por la C. Angélica E. Sánchez Santiago, por el que emite propuestas de armonización legislativa en materia de paridad de prevención (sic), atención y sanción de la violencia política contra las mujeres en razón de género(sic)

ACUERDO: Queda de conocimiento del Pleno.

Se dio cuenta al Pleno que con turno número SSLYP/DPLYP/AÑO2/P.O.2/1082/20, se remitió a las comisiones unidas de Puntos Constitucionales y Legislación; de Participación Ciudadana y Reforma Política y de Igualdad de Género, iniciativa (sic) con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversos artículos del Código de Instituciones y Procedimientos electorales para el Estado de Morelos, presentada por las diputadas y diputados de la LIV Legislatura.

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno.

Se dio cuenta al Pleno que con turno número SSLYP/DPLYP/AÑO2/P.O.2/1111/20, se remitió a las comisiones unidas de Puntos Constitucionales y Legislación; de Participación Ciudadana y Reforma Política y de Igualdad de Género (sic) y de Fortalecimiento Municipal y Desarrollo Regional y Pueblos Indígenas, iniciativa (sic) con proyecto de decreto que reforma diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, del Código de Instituciones y procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, de la Ley Orgánica Municipal de (sic) Estado de Morelos en materia político-electoral, presentada por la diputada Tania Valentina Rodríguez Ruiz, en representación del grupo parlamentario del Partido del Trabajo y del diputado José Luis Galindo Cortez, Coordinador del grupo parlamentario del Partido Encuentro Social. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno.

Se dio cuenta al pleno que con turno número SSLYP/DPLYP/AÑO2/P.O.2/1100/20, se remitió a las comisiones unidas de Puntos Constitucionales y Legislación; y de Igualdad de Género, iniciativa (sic) con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 19 quater (sic) y deroga la fracción VII, del artículo 20 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, para armonizar con la ley general, el concepto de violencia política por condición de género para el Estado de Morelos, presentada por la diputada Tania Valentina Rodríguez Ruiz.

ACUERDO: Queda de conocimiento del Pleno.

Se incorporó a la sesión la diputada Alejandra Flores Espinoza.

El diputado José Casas González, desde su curul, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 36, fracción VII de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, y en su calidad de Secretario en funciones de Presidente la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, solicitó al Presidente consultara a la Asamblea si era de aprobarse la modificación del orden del día para agregar a la sesión los siguientes documentos:

Dictamen en sentido positivo de las iniciativas con proyecto de decreto por el cual (sic) se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en los procedimientos electorales para el Estado (sic) de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Morelos, de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, así como en materia político-electoral y de violencia política en condición de género.

Dictamen en sentido positivo por el que se resuelve la controversia iniciada respecto a la delimitación territorial de los municipios de Hueyapan y Tetela, ambos del Estado de Morelos, que determinan la división territorial entre ambos municipios, en cumplimiento a la disposición transitoria décima sexta del decreto dos mil trescientos cuarenta y tres, publicado en fecha 19 de diciembre del año 2017, en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’. 

Dictamen con proyecto de decreto en (sic) el que se adicionan diversas disposiciones al Código Penal para el Estado de Morelos, en materia de protección a los profesionales, técnicos, auxiliares y trabajadores en el (sic) Sector Salud ante la pandemia por el COVID-19.

Asimismo, solicitó se inscribieran como de urgente y obvia resolución, para ser discutidos y aprobados, en su caso, en la misma sesión. 

Se incorporó a la sesión la diputada Keila Celene Figueroa Evaristo.

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia y con fundamento en lo dispuesto por la fracción VII del artículo 36 de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, consultó a la Asamblea si eran de aprobarse las modificaciones al orden del día propuestas por el diputado José Casas González.  El resultado de la votación fue de 12 votos a favor, 5 en contra y 2 abstenciones.

Como resultado de la votación, el Presidente comunicó que eran de aprobarse las modificaciones al orden del día presentadas por el diputado José Casas González.

7.- Dictámenes de primera lectura de urgente y obvia resolución.

Y) La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia dio lectura al dictamen con proyecto de decreto emanado de las comisiones unidas de Comisión (sic) de Puntos Constitucionales y Legislación, Comisión (sic) de Participación Ciudadana y Reforma Política, Comisión (sic) de Igualdad de Género, Comisión (sic) de Fortalecimiento Municipal y Desarrollo Regional y Pueblos Indígenas, por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, por el que se (sic) adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, así como de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia político-electoral y de violencia política por condición de género.

Se incorporó a la sesión la diputada Elsa Delia González Solórzano.

La Presidencia instruyó se insertara de manera íntegra en el Semanario de los Debates.

La Presidencia solicitó a la Secretaría consultara a la Asamblea, mediante votación económica, si el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en la misma sesión. El resultado de la votación fue de 14 votos a favor, 6 en contra y 0 abstenciones.

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia resolución, para discutirse y votarse en la misma sesión. 

Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen.

Se inscribieron, para hacer uso de la palabra, los diputados: Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala, para hablar en contra del dictamen; Blanca Nieves Sánchez Arano, en contra y para solicitar se le comprobara que le fueron entregados (sic) las iniciativas y el dictamen a su persona; el Presidente le comunicó que el Titular de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios le haría llegar la información solicitada.

Continuando con la lista de oradores, se concedió el uso de la palabra a los diputados (sic): Dalila Morales Sandoval, para hablar en contra del dictamen; Rosalinda Rodríguez Tinoco, en contra; Naida Josefina Díaz Roca, en contra; Maricela Jiménez Armendáriz, en contra; José Luis Galindo Cortez, a favor.  

El Presidente instruyó al Secretario de Servicios Legislativos y Parlamentarios, a fin de dar cumplimiento con lo solicitado por la diputada Blanca Nieves Sánchez Arano, mostrara (sic) acuse de recibo del dictamen que se entregó por vía electrónica y solicitó se le entregara de manera impresa a cada diputado integrante de la Quincuagésima Cuarta Legislatura.

Continuando con la lista de oradores, se concedió el uso de la palabra a las diputadas: Tania Valentina Rodríguez Ruiz, para hablar a favor del dictamen; Rosalina Mazari Espín, a favor; Ana Cristina Guevara Ramírez, a favor; y Marcos Zapotitla Becerro, a favor.

(Se anexan sus intervenciones íntegras para su publicación en el Semanario de los Debates).

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a los ciudadanos diputados, en votación económica, si el dictamen era de considerarse suficientemente discutido en lo general. El resultado de la votación fue el siguiente: 11 votos a favor, 5 en contra y 0 abstenciones. 

En virtud de la votación, el Presidente comunicó que el dictamen se consideraba suficientemente discutido en lo general. 

Se sometió a discusión, en lo particular el dictamen, el Presidente solicitó a los diputados comunicaran a la Secretaría el o los artículos que desearan (sic) reservarse para su discusión en lo particular.

La diputada Rosa Linda Rodríguez Tinoco entregó por escrito sus reservas.

La diputada Ana Cristina Guevara Ramírez, se reservó los artículos: 23, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 16, fracciones I y II, inciso A) y la fracción XIII del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 

La diputada Naida Josefina Días Roca, se reservó los artículos: 1, primer párrafo; 4, fracción IX; 16, fracción V, inciso A); la inclusión en el 39 de la reforma a la fracción IV; 71, fracción II; 79, fracciones V a la XIII; 90 quintus, fracción IX; 96, fracción LIV; 105, fracción II; 131; 137 fracción XIII; 383, último párrafo, 383 bis; la adición de un artículo 395 bis; 400 bis; 400 ter; 400 quáter; y se elimina el artículo 400 quintus; todos del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos.

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, pasó lista a los ciudadanos diputados para confirmar el quórum. 

Se encontraban presentes en el Salón de Sesiones, los ciudadanos diputados: Ariadna Barrera Vázquez, José Casas González, Naida Josefina Díaz Roca, Andrés Duque Tinoco, Keila Celene Figueroa Evaristo, José Luis Galindo Cortez, Héctor Javier García Chávez, Erika García Zaragoza, Ana Cristina Guevara Ramírez, Maricela Jiménez Armendáriz, Rosalina Mazari Espín, Dalila Morales Sandoval, Tania Valentina Rodríguez Ruiz, Rosalinda Rodríguez Tinoco, Blanca Nieves Sánchez Arano, Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala, Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Marcos Zapotitla Becerro. 

La Secretaría dio cuenta con la presencia de 18 diputados en el Salón de Sesiones. 

En virtud de existir el quórum reglamentario, se continuó con la sesión. 

Se incorporó a la sesión la diputada Alejandra Flores Espinoza.

La Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen.  El resultado de la votación fue de: 13 votos a favor, 6 en contra y 0 abstenciones.

En virtud de la votación, la Presidencia indicó que era de aprobarse, en lo general, el dictamen. 

Se sometió a discusión, en lo particular, el dictamen. 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio cuenta de los artículos reservados para su discusión en lo particular. 

(…).

En virtud de haberse agotado la lectura, discusión y votación de los artículos reservados y como resultado de la votaciones, tanto en lo general como en lo particular, el Presidencia (sic) comunicó que se aprobaba el dictamen; asimismo, instruyó se remitiera la reforma aprobada a los 33 ayuntamientos del Estado de Morelos para los efectos establecidos en los artículos 147 y 148 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos.

El Presidente comunicó que el presente decreto iniciará su vigencia a partir de la declaratoria emitida por la Quincuagésima Cuarta Legislatura del Congreso del Estado de Morelos; en consecuencia, las reformas forman parte integral de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, una vez hecha la publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado de Morelos, en términos de lo dispuesto por el artículo 147, fracción I, de la propia Constitución; (sic).
Las reformas legales en materia político-electoral contenidas en el presente decreto entrarán en vigor una vez que adquieran vigencia las reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, anteriormente mencionadas; 

Las reformas legales en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad contenidas en el presente decreto, cobrarán vigencia a partir de su publicación respectiva en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’, órgano de difusión del Gobierno del Estado de Morelos, de conformidad con los artículos 44, 47, 70 fracción XVII, inciso A), de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos.

(…)”.
4. Semanario de los Debates. Por su parte, en ese medio oficial de difusión del Congreso (artículo 143 del Reglamento) se lee lo siguiente: 
“(…).

CONTINUACIÓN

PRESIDENTE: Solicito que al interior de este Pleno se encuentren los diputados y máximo un asesor por diputado o diputada y el personal de apoyo, tanto de protocolo como de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios, para estar en condiciones de iniciar esta sesión.

Y pido que quienes estén al interior de esta sesión puedan tomar asiento en los lugares que han sido designados para ello, salvo que se trate de asesores, asesoras y que sean requeridos por sus diputados y diputadas.

(…).
PRESIDENTE: Gracias, diputada Secretaria.

Y para continuar con el desarrollo de esta sesión se concede el uso de la palabra al diputado José Casas González.

DIP. JOSÉ CASAS GONZÁLEZ: 

(Desde su curul).
De conformidad al receso decreto por este Pleno (sic) del Congreso del Estado, y en calidad de diputado Secretario en funciones de Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, me permito solicitar a usted, con fundamento en dispuesto (sic) el artículo 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, consulte a esta Asamblea si es de inscribirse en esta sesión el dictamen en sentido positivo de las iniciativas con proyecto de decreto por el cual se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, los procedimientos electorales para el Estado, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos; de la Ley de Acceso a la Mujeres a una Vida Libre de Violencia; así como en materia político-electoral y de violencia política en condición de género.

El cual pido, sea inscrito, además, de urgente y obvia resolución, para ser discutido y aprobado en esta misma sesión.

Como segundo punto, con fundamento en el artículo 36, fracción VII, de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, solicito la modificación al orden del día para que sea incluido el dictamen en sentido positivo con proyecto de decreto que se resuelve la controversia iniciada respeto (sic) a la limitación territorial entre los municipios de Hueyapan y Tetela, ambos del Estado de Morelos que determina la división territorial entre ambos municipios; en cumplimiento a la disposición transitoria XVI del decreto dos mil trescientos cuarenta y tres, publicado en fecha 19 de diciembre de 2017 en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’ y que se ponga a consideración de esta Asamblea para que se califique de urgente y obvia resolución en esta misma sesión, debido a la trascendencia social del mismo.

Asimismo, por la integridad y seguridad de todos los trabajadores de salud del Estado de Morelos, con fundamento en el artículo 36, fracción VII, de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, solicito la modificación al orden del día para que sea incluido el dictamen en el que se adicionan diversas disposiciones al Código Penal para el Estado de Morelos en materia de protección a los profesionales, técnicos, auxiliares y trabajadores del Sector Salud ante la pandemia del COVID-19 y estos mismos se pongan a consideración de esta Asamblea para que sean calificados como de urgente y obvia resolución en esta misma sesión, debido a la trascendencia social de los mismos.

Es cuanto.

PRESIDENTE: Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 36, fracción VII, de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, se instruye a la Secretaria consulte a la Asamblea, en votación económica, si se aprueba la modificación al orden del día realizada por el diputado José Casas González.

SECRETARIA DIPUTADA CRISTINA XOCHIQUETZAL SÁNCHEZ AYALA: Diputado Presidente, le informo que se ha incorporado a esta sesión la diputada Keila Celene Figueroa Evaristo.

Asimismo, por instrucciones de la Presidencia, en votación económica, se consulta a las diputadas y diputados si están de acuerdo con la modificación al orden del día.

Quienes estén a favor, sírvanse manifestarlo poniéndose de pie.

Quienes estén en contra.

Quienes se abstengan.

¿Diputada Keila, el sentido de su voto?

El resultado de la votación: 12 votos a favor, 5 en contra y 2 abstenciones.

PRESIDENTE: Como resultado de la votación se aprueban la modificación al orden del día para esta sesión.

Estamos en el punto correspondiente a los dictámenes de primera lectura de urgente y obvia resolución.

Para tal efecto, se instruye a la Secretaria dé lectura al dictamen con proyecto de decreto emanado de las comisiones unidas de Puntos Constitucionales y Legislación, de Participación Ciudadana y Reforma Política, Igualdad de Género, Comisión de Fortalecimiento Municipal y Desarrollo Regional y Pueblos Indígenas, por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, por el que se adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, así como de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia político-electoral y de violencia política por condición de género.
(…).

SECRETARIA DIP. ANA CRISTINA GUEVARA RAMÍREZ: Diputado Presidente, hago la aclaración que el dictamen tiene fecha 2 de junio de 2020.

Es cuanto.

PRESIDENTE: Gracias, diputada Secretaria.

Insértese de manera íntegra en el Semanario de los Debates.

Solicito a la Secretaría consulte a la Asamblea, mediante votación económica, si el dictamen de primera lectura antes mencionado se califica como de urgente y obvia resolución y, en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en esta misma sesión.

SECRETARIA DIPUTADA CRISTINA XOCHIQUETZAL SÁNCHEZ AYALA: Se consulta a los diputados y diputadas, en votación económica, si el dictamen antes mencionado se califica como urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en esta misma sesión. 

Quienes estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo poniéndose de pie.

Quienes están en contra.

Quienes se abstengan.

Quienes estén a favor, sírvanse manifestarlo poniéndose de pie. 

Quienes están en contra. 

Quienes se abstengan.

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente; 14 votos a favor, 6 en contra y 0 abstenciones.

PRESIDENTE: Como resultado de la votación, el dictamen se considera como de urgente y obvia resolución, por lo que se procede a pasar a su discusión y votación en esta misma sesión.

Está a discusión, en lo general, el dictamen. Para tal efecto, las diputadas y diputados que deseen hacer uso de la palara, a favor o en contra, sírvanse inscribirse ante la Secretaría.

Pido a la Secretaría pregunte a las diputadas y diputados que se están inscribiendo, referir el sentido de su participación, a fin de hacer la lista de oradores correspondiente.

SECRETARIA DIPUTADA ANA CRISTINA GUEVARA RAMÍREZ: Diputado Presidente, se han enlistado, para hablar en contra del dictamen: la diputada Dalila Morales Sandoval, la diputada Naida Josefina Díaz Roca, la diputada Maricela Jiménez Armendáriz, la diputada Rosalinda Rodríguez Tinoco, la diputada Blanca Nieves Sánchez Arano; y para  para (sic) hablar a favor del dictamen, el diputado José Luis Galindo Cortez, la diputada Tania Valentina Rodríguez Ruiz, la diputada Rosalina Mazari Espín, la diputada Alejandra Flores Espinoza y hago una corrección; para hablar en contra del dictamen también se inscribió la diputada Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala.

Es cuanto.

PRESIDENTE: Gracias, diputada Secretaría.

Y se concede el uso de la palabra a la diputada Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala, para hablar en contra del dictamen.

DIP. CRISTINA XOCHIQUETZAL SÁNCHEZ AYALA: 

Con su venia, diputado Presidente.

Compañeros, compañeros:

Medios de comunicación:

Y público que sigue la presente sesión a través de internet:

Tengan ustedes buenas noches.

Aprovecho la oportunidad de subir a la máxima tribuna para sostener mi voto en contra del dictamen que hoy se presenta; lo anterior, bajo la lógica de que el mismo resulta inconstitucional y retrógrada, ya que lejos de buscar crear normas progresivas, se pretende dar beneficios legales en favor de los grupos de poder que hoy atentan contra las minorías, tratando de imponer una gobernabilidad unilateral al interior de este Poder Legislativo.

El dictamen que se discute pretende ampliar de manera irregular la integración de este Congreso, alejándose de las bases constitucionales que rigen el derecho mexicano, esto porque la propuesta señala que el Congreso de integrará por un total de veinticuatro diputados, dieciséis electos por el principio de mayoría relativa y ocho por el principio de representación proporcional, situación, compañeros, que resulta ilegal; esto, porque la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido en la jurisprudencia titulada ‘mayoría relativa y representación proporcional’ el porcentaje que debe corresponder a cada uno de estos principios, no debe alejarse significativamente de las bases generales establecidas en la Constitución Federal.  Dispone que para definir los parámetros de los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, es decir, el porcentaje que debe corresponder a cada uno de estos conceptos, debe observarse lo establecido en el artículo 52 de la Constitución Federal, en el cual se señala que el Congreso debe de estar integrado en un sesenta por ciento por diputados de mayoría relativa y en un cuarenta por ciento de representación proporcional.

Bajo este contexto, encontramos que la propuesta se aleja de la legalidad, ya que los porcentajes de integración planteados en la misma, corresponden a sesenta y siete por ciento de mayoría relativa y treinta y tres por ciento para representación proporcional.

Por tal motivo, no puedo acompañar el dictamen en los términos planteados ya que votarlo a favor significaría ir en sentido contrario a lo que las interpretaciones de la Suprema Corte y, por tanto incurrir en actos inconstitucionales.

Por otra parte, el dictamen pretende suprimir el texto normativo que señala que para aprobar leyes y decretos es necesaria la mayoría calificada del Congreso, dejando como requisito únicamente ser aprobado por mayoría simple. 

Compañeros diputados y diputadas:

Esto, sin duda, es una violación a la gobernabilidad multilateral que obliga a los grupos mayoritarios a buscar consensos con los grupos minoritarios y así, ejercer una democracia real, ya que, de este modo, serían necesarios únicamente once votos para aprobar decretos legislativos; situación que se traduce como una falta de oficio político para generar los acuerdos requeridos para que este Congreso avance; buscando, como siempre, una situación ventajosa para ciertos grupos parlamentarios que hoy revelan la falta de disposición para generar las mayorías necesarias para poder emitir los actos soberanos de este Poder Legislativo.

Lo mismo, reducir la mayoría constituyente de los municipios al cincuenta por ciento más uno de los municipios en lugar de las dos terceras partes.

El meter un solo dictamen en donde la reforma a favor de las mujeres (que ignoramos el viernes 29 de mayo), que es un derecho totalmente legal con el de la reforma electoral, es un acto enormemente tramposo para así tratar de avalar la ilegalidad.

En este contexto, como Coordinadora de la fracción parlamentaria del Partido Humanista de Morelos, anuncio mi voto en contra; no seré cómplice de actos que transgredan las minorías, ni mucho menos que aprobaré decretos inconstitucionales.

Me mantengo congruente a la protesta que tomé al asumir mi cargo, ya que como legisladores debemos hacer valer las bases constitucionales que rigen nuestros actos. 

Compañeras y compañeros, si ustedes quieren alejarse de la legalidad y transgredir la Constitución, que el pueblo y la ciudadanía se los demande.

Es cuanto diputado Presidente.

PRESIDENTE: Para hablar en contra de la propuesta, se concede el uso de la palabra a la diputada Blanca Nieves Sánchez Arano.

DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO:

Muy buenos días del tres de junio a las doce… ya son las cero, cero horas con once minutos.

Con su venia diputado Presidente.

Compañeras y compañeros diputados:

A todos los que nos siguen a través de las redes sociales en estos tiempos de contingencia y confinamiento por el virus COVID-19.

Un saludo fraterno, afectuoso y solidario para todos; vamos a superar pronto esto en esta Entidad.

La de la voz, diputada Blanca Nieves Sánchez Arano, Coordinadora de la fracción parlamentaria de Nueva Alianza en la presente Legislatura, procedo en este momento a fijar mi postura en relación al dictamen de la iniciativa con proyecto de decreto que realmente están presentando en materia político-electoral y que a todas luces está de una manera muy tramposa como quieren condicionar sacando un solo dictamen en donde engloban una reforma electoral, como la que se pretende aprobar requiere el consenso de todos los sectores de la sociedad, la sociedad morelense, los ciudadanos, quienes son los verdaderos patrones del Poder Legislativo, no de las conveniencia, ocurrencias, de algunas diputadas o diputados al interior de esta casa del pueblo para satisfacer sus propios intereses y de los del Titular del Poder Ejecutivo.

Por eso, señor presidente, solicito al Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, que le requiera al Secretario Técnico de la Comisión de Puntos Constitucionales y que exhiba, ante esta Soberanía popular y al pueblo de Morelos, todas y cada una de las iniciativas que debí haber recibido para poder estar en condiciones, en especial el dictamen, el dictamen que estamos discutiendo; porque quiero denunciar que, hasta este momento … yo le solicito al Presidente del Congreso, de la Comisión de Puntos … porque es para todos sabido que ahí tenemos la renuncia del Presidente de la Comisión de Puntos, para que se exhiba ante la Soberanía de este Congreso y a la sociedad de Morelos, a donde conste que yo recibí las iniciativas y el dictamen que estamos discutiendo, porque estoy denunciando ante la sociedad de Morelos, que hasta este momento no tengo los documentos que pretenden aprobar.

Pero, continuaré con mi posicionamiento en espera para darle tiempo al Presidente que pueda ejecutar la petición que la suscrita le está haciendo para mostrarle a la sociedad morelense que realmente se ha cumplido lo que dice Proceso Legislativo.

PRESIDENTE: Con gusto, al finalizar su participación diputada, su hago (sic) la instrucción correspondiente a la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios de este Congreso.

Continúe por favor.

DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO:

Gracias. Presidente.

Terrible y deleznable incongruencia nombrar a la LIII Legislatura como la peor de la historia de Morelos, y reconocer que fueron ellos, precisamente, nuestros antecesores en estos curules, quienes redujeron el número de diputados y diputadas en este Legislatura que estamos hoy, aquí, nosotros.

Después de este intento de volver al pasado, a todo aquello que se criticó y se hizo mal, desconozco qué calificativo le vayan a colocar a la Quincuagésima Cuarta Legislatura, pero seguramente será uno que defina a la perfección el actuar intransigente, autoritario y autocrático con el que se condujo el grupo mayoritario en este Poder Legislativo.

Los actuales tiempos de creatividad y prospectiva parlamentaria, las nuevas generaciones de políticos deben estar regidas por la responsabilidad y no el desinterés, deben de observar con detalle y tomar como referencia lo que no se debe hacer, a todo lo que se haga por parte de los grupos que controlan todo lo que sucede en este Legislatura.

Pero, estimadas compañeras diputadas y compañeros diputados; lo que más lastima al pueblo de Morelos es la indiferencia, el olvido y la desesperanza, porque salvo y con algunos esfuerzos aislados de integrantes de esta Legislatura, no ha habido una sola acción legislativa para apoyar a nuestros hermanos que tienen hambre, que están perdiendo la vida de sus familiares por el COVID-19, pero, peor aún, que están muriendo, muriendo y, nosotros seguimos aquí, en las miserias humanas que se están demostrando ante estos, pretender este proceso de esta reforma electoral.

La preocupación de este Congreso del Estado de Morelos está por sacar una reforma de cara al proceso electoral 2021, va acompañada de indolencia, desdén y barbarie; el pueblo de Morelos, con su memoria, bondad y sabiduría, seguramente le cobrará la factura a cada uno a quienes, por ambición, pisotean a todo aquel que se les ponga enfrente.

Pueblo de Morelos se ha caracterizado por ser siempre combativo y estar de frente, ¡si hay que morir, hay que morir de pie! Como buenos revolucionarios intelectuales, no nada más en el discurso.

Hoy la historia se escribirá y el 2021 está más cerca de lo que creemos.

Es cuanto. Diputado presidente.

Y estaría esperando realmente que se me demostrara dónde se me entregaron las iniciativas y el dictamen que hoy se pretende o están discutiendo.

La pregunta es reiterada. Presidente, si cuenta con los elementos; porque yo cerraría con mi participación diciendo que no me van a traer nada ¿Saben por qué? ¡Porque no existen los documentos que demuestren que realmente tenían un turno y me fueron entregados! Que me demuestren en dónde está y que le demuestren al pueblo de Morelos.

Es cuanto.

PRESIDENTE: Únicamente para atender la solicitud que hace la diputada Blanca Nieves Sánchez Arano, pido al Titular de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios ¿dónde se encuentra? Para hacer la petición física y presencial.

Salió del Recinto Legislativo, pero en cuanto esté aquí hacemos la petición, diputada, para que quede muy clara y muy precisa la petición de usted.

Continuando con la lista de oradores, se concede el uso de la palabra a la diputada Dalila Morales Sandoval, a fin de que pueda hablar en contra del dictamen.

(…).
DIPUTADA NAIDA JOSEFINA DÍAZ ROCA:

Ningún búho tiene miedo de la noche, ninguna serpiente le teme al pantano y ningún traidor le teme a la traición’. Mehmet Murat. 
Muy buenas noches. Honorable Asamblea. 

Le damos la bienvenida a quienes nos siguen en redes, muchas gracias por su atención.

Hace unas horas presenciamos un triste espectáculo en la sesión de la comisiones unidas (sic) de Puntos Constitucionales y Legislación, de Participación Ciudadana y Reforma Política; de Igualdad de Género y de Fortalecimiento Municipal y Pueblos Indígenas, ya que después de haberse llevado muchas horas de trabajo en el mesa de armonización legislativa a propuesta del Instituto de la Mujer y diversas organizaciones e instituciones del Estado de Morelos, donde se construyó una reforma al Código de Instituciones y Procedimientos Electorales en paridad de género y en contra de la violencia política de la mujer y hoy, en comisiones unidas, se presenta un dictamen de una reforma política-electoral que, por una extraña y sospechosa urgencia, no se dan a conocer; se votó con la mayor celeridad que pudo la comisión en un caso atípico, con una renuncia del Presidente de la comisión coordinadora del dictamen, un diputado Secretario en funciones de Presidente, sin haber notificado los turnos, las iniciativas, a los vocales de las comisiones unidas, como lo puso de manifiesto la diputada Dalila Morales Sandoval del Partido Acción Nacional, la diputada Blanca Sánchez Arano del Partido Nueva Alianza y la compañera diputada Rosalinda Rodríguez Tinoco del Partido de la Revolución Democrática.

Creo que el Presidente en funciones, que no pone atención, desconoció el artículo 54, fracción XI y la 104 (sic), fracción I del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, ya que también negó el receso solicitado para dar a conocer el dictamen.

Demasiados vicios que ha tenido este dictamen legislativo en su debido proceso. Hay una prisa inusitada por que se incrementen los diputados del Congreso y por que se incrementen los regidores de los municipios ¡¿Qué no estamos viendo que estamos en una situación crucial?!

Con una pandemia que a la fecha ha traído la desgracia de los hogares, donde 90 personas han muerto por COVID, familias que han tenido que vivir la pérdida de sus seres queridos y que seguramente está quedando hecha pedazos su economía por falta de empleo, porque no hay dinero, por la medidas de confinamiento casero; y, ante estas circunstancias, hoy le decimos: el Congreso, el poder político en este Congreso, necesita más diputados y regidores, así es como respondemos ante el dolor y necesidad de los morelenses.

Existen los votos para este dictamen que, bajo el pretexto de la paridad de género y la violencia contra la mujer, se sirve con la cuchara grande al Poder Ejecutivo, con la complicidad de los diputados y diputadas que tienen compromisos políticos.

De mi parte, esto será en contra, porque no pienso ser cómplice para causarle mayor dolor y peso a la sociedad a que me debo y quien me puso en esta Legislatura para cuidar de sus intereses.

Es cuanto.

VICEPRESIDENTA: Para hablar en contra del dictamen, se concede el uso de la palabra a la diputada Maricela Jiménez Armendáriz.

DIP. MARICELA JIMÉNE ARMENDÁRIZ: 

Muy buenas noches a todos los que nos siguen por redes sociales, un cordial saludo.

Compañeras diputadas, compañeros diputados, buenas noches.

De acuerdo al artículo tercero de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, que a la letra dice:

‘…el Congreso del Estado procurará un orden público, justo y eficaz; mediante la expedición de leyes, decretos y acuerdos; auxiliando los legítimos intereses de la sociedad.  El Congreso del Estado verificará la eficiencia de los ordenamientos que aspira de acuerdo a lo que determine la presente ley y reglamento del Congreso del Estado.’

Se supone que la democracia representada en este Congreso debería ser vista como un sistema de vida, como una meta o un fin; se le debe considerar como un modelo de convivencia, pero también como un concepto de soberanía popular.

La democracia no puede lograrse por métodos que violenten la libertad ciudadana, sean estos de publicidad, acción psicológica, sean violentos o fundados en amenazas o bien, producto de una imposición de cualquier otro tipo.

Cuando hablo de soberanía popular y de libertad ciudadana, hablo de ese orden público, justo y eficaz y de conciliar los legítimos intereses de la ciudadanía a lo que nos obliga el artículo mencionado.

Díganme ustedes, entonces, en dónde se encuentra la conciliación de los intereses de los morelenses, al imponer una reforma que incremente nuevamente el número de integrantes del Congreso y dar mayores facilidades a los nuevos partidos.

Ésta, aparenta para el ciudadano común que se está trabajando desde esta Legislatura, porque yo sí he escuchado sus impresiones, diputados y diputadas. Por esto, es una nueva mala acción para nuevamente entrar a la carrera electoral, buscando mayores y mejores beneficios políticos y sus nuevos aleados (sic).

Parece que estamos retrocediendo para imponer nuevamente al ciudadano cargas en beneficio de nosotros, los que nos preciamos de ser políticos.  Por ello, el servicio público en su vertiente política está tan desprestigiado.

La anterior Legislatura no tomó en cuenta los factores históricos-sociales y de los pueblos para realizar una reforma política y hoy, tampoco se está haciendo.  Y no quiero pensar que el beneficio que se busca, vaya dirigido también a algunos oscuros personajes de la política morelense y de la política pública actual.

No puede ser posible que estemos jugando a que todo lo que una persona recibe sin haber trabajado para obtenerlo, otra persona deberá haber trabajado para ello, pero sin recibirlo.

Esta Legislatura se ha caracterizado porque no puede entregar nada a los morelenses sin antes no se les ha quitado o más bien modificado.

En este Congreso estamos jugando al dictamen de una hora antes de sesión para sacar el beneficio de unos cuantos.

En lugar de estar pensando en realizar este tipo de reformas y prestarnos a intereses muy de grupo o de personas, deberíamos de pensar en abatir el rezago y pendientes legislativos, modernizando diferentes ordenamientos que sí traerán beneficios a la ciudadanía, como bien pudiera ser la redistribución del presupuesto para apoyar a quien se ha quedado sin empleo por la pandemia del COVID, por el confinamiento en sus hogares con un ingreso vital para las ciudadanas y ciudadanos de Morelos.  En este momento van ciento veinticuatro países a nivel mundial que ya lo están implementando y Morelos. ¿cuándo? 
Siendo esto prioritario y esencial, no una reforma electoral manipulada y que no se encuentra en tiempo; por ello, no estamos de acuerdo, en Movimiento Ciudadano, con esta reforma sin sentido y sin trascendencia para Morelos.

Lo más importante es un ingreso vital en Morelos. Gobernador Cuauhtémoc Blanco Bravo, podría salvar muchas vidas en nuestro Estado.

Sólo me resta decir que probablemente algunas y algunos de ustedes no les gusta lo que he expresado, pero les recuerdo que juramos velar y hacer respetar la leyes; pero nuestra Legislatura, al parecer, está cayendo en lo que cayó la anterior, en complacencias y autocomplacencias para asegurar el futuro de cada uno de sus integrantes y olvidar por completo a nuestros representados.

Yo no podía dejar pasar por alto el hacer esta denuncia en esta tribuna que es de libre expresión, recordándoles que el mandato del pueblo es pasajero.

Es por ello que mi voto es en contra.

Que la ciudadanía nos lo demande.

Es cuanto, diputado Presidente.

VICEPRESIDENTA: Para hablar a favor del dictamen, se concede el uso de la palabra al diputado José Luis Galindo Cortez.

DIP. JOSÉ LUIS GALINDO CORTEZ:

Con su venia, diputada Vicepresidenta en carácter de Presidenta.

Saludo a todos los que nos siguen por las redes sociales.

Medios de comunicación: 

Compañeras diputadas y diputados:

El que suscribe, diputado José Luis Galindo Cortez, Coordinador del Partido Encuentro Social, quiero hacer énfasis que la reforma que estamos promoviendo en el presente dictamen es resultado de un profundo análisis que se enriqueció con aportaciones realizadas con la mayoría de las y los integrantes de la actual Legislatura.

El marco de referencia que sostiene esta reforma es el de reforzar los valores y reglas de la democracia constitucional en el Estado de Morelos a la par de consolidar los mecanismos de representación política ciudadana.

En los aspectos de la representación política nos guiamos por los criterios de reforzar los instrumentos de la democracia representativa, ampliando la representación política de la sociedad en este Congreso; transitando de veinte legisladores a veinticuatro, integrándose la Legislatura por dieciséis legisladores electos por el principio de mayoría relativa y ocho electos por el principio de representación proporcional.

La ampliación a veinticuatro legisladores y legisladoras y la respectiva redistribución que esto implica se da en función de valorar la importancia de robustecer el vínculo entre la sociedad civil y el Poder Legislativo, tomando en consideración que de cada integrante del Congreso local representa un segmento de la sociedad; haciendo mención de que la inclusión de cuatro legisladores más se limitará al presupuesto actual del Congreso sin tener que erogar un gasto extraordinario.

En el tema de género, esta reforma incluye mecanismos para abatir la violencia política contra las mujeres y establece normas para garantizar una equidad de género en los órganos de representación política, tanto en el Congreso como en los cabildos, legislando de manera progresiva a favor de los derechos humanos de las mujeres.

Hago mención que, por primera vez en el aspecto de la redacción legislativa que sustenta esta reforma, se realizó con un enfoque de género, esto es el resultado del compromiso que tiene esta Legislatura con las mujeres del Estado de Morelos, aunando con la lucha histórica que los colectivos feministas han emprendido en México y en nuestro Estado. 

A todos ellas (sic) les quiero externar mis felicitaciones por los logros expresados en este dictamen.

Quiero informarles a los legisladores presentes y a los morelenses que este dictamen establece el derecho de los electores de votar de manera directa a los regidores de sus respectivos ayuntamientos, de aprobarse esta reforma, la ciudadanía podrá elegir a sus regidores, tanto por el principio de mayoría relativa y por el principio de representación proporcional, dando un paso adelante en la ampliación de la representación política en los municipios.

Otro aspecto que hay que resaltar de esta propuesta de reforma es la inclusión de los pueblos indígenas de Morelos al establecer explícitamente su participación como candidatos en el ámbito municipal, así como en el Poder Legislativo.

Con este contenido, al aprobar el presente dictamen, las legisladoras y legisladores estaremos contribuyendo en el fortalecimiento de una democracia que busca ampliar la representatividad de la sociedad civil.

Estaremos reforzando el enfoque de género en los procesos político-electorales y estaremos sentando las bases para la inclusión de los pueblos indígenas en los espacios de representación política.

Esta es una reforma sin distingo partidista, es una reforma para fortalecer en clase democrática las relaciones entre la sociedad y el sistema político del Estado de Morelos. 

Es cuanto, diputado Presidente.

VICEPRESIDENTA: Para hablar a favor del dictamen, se concede el uso de la palabra a la diputada Tania Valentina Rodríguez Ruiz.

PRESIDENTE: Antes de conceder el uso de la voz y la tribuna, instruyo al Secretario de Servicios Legislativos y Parlamentarios, a fin de poder dar cumplimiento a lo solicitado por la diputada, Blanca Nieves Sánchez Arano, pueda mostrar acuse de recibo tanto del dictamen por vía electrónica y, que se entregue también por la vía impresa, a fin de cumplimentar lo solicitado por la diputada Blanca Nieves Sánchez Arano, a los veinte diputados y diputadas que integramos la presente Legislatura.

(…). 

DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO: A favor.

Y aprovecho el momento, Presidente, para decirle que sigo sin tener la comprobación de que fui notificada de las iniciativas y del dictamen que hace rato le solicité.  Me están entregando los turnos que entregaron a las comisiones, pero no donde conste que yo recibí los mismos.

Gracias.

PRESIDENTE: Si diputada, nada más para que quede también constancia, me informaron que han sido enviados de manera electrónica y que están fotocopiando y por el número de hojas que trae el dictamen es que están acompletando (sic) los juegos, a fin de hacerlo extensivo a todos los diputados y diputadas.

DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO: (Desde su curul)

Bueno, nada más aclararle que no lo he recibido, la Comisión de Puntos Constitucionales se llevó a las ocho de la noche, hasta este momento no cuento con ese dictamen para que lo hubiera necesitado para poder conocerlo y conocer realmente las iniciativas.

Gracias

PRESIDENTE: Bien.

Pido, de nueva cuenta al Titular de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios y a los diferentes directores del área, pueda imprimir las, los acuses (sic) de los correos que se enviaron, de manera inmediata, y así también lo entreguemos de manera física, tal y como se instruyó en esta misma sesión.

Continúe la votación del presente artículo reservado.

(…).
PRESIDENTE: Como resultado de la votación en lo general y en lo particular, se aprueba el dictamen.

Remítase la reforma aprobada a los ayuntamientos del Estado de Morelos para los efectos establecidos en los artículos 147 y 148 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos.

El presente decreto iniciará su vigencia a partir de la declaratoria emitida por la LIV Legislatura del Congreso del Estado de Morelos. 

En consecuencia, las reformas forman parte integral de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, una vez hecha la publicación en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’ órgano de difusión del Gobierno del Estado de Morelos, en términos de lo dispuesto por el artículo 147, fracción I, de la propia Constitución.

Las reformas legales en materia político-electoral contenidas en el presente decreto entrarán en vigor una vez que adquieran vigencia las reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, anteriormente mencionadas.

Las reformas legales en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad contenidas en el presente decreto cobrarán vigencia a partir de su publicación respectivamente en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’, órgano de difusión del Gobierno del Estado de Morelos, de conformidad con los artículos 44, 47, 70 fracción XVII, inciso A), de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos.

(…)”.

5. Remisión del Decreto para su publicación. Mediante oficio de ocho de junio de dos mil veinte el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos remitió al Gobernador el “DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS, SE ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES PARA EL ESTADO DE MORELOS Y, DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE MORELOS, EN MATERIA DE VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO Y PARIDAD”.
6. Decreto impugnado seiscientos noventa. En el Periódico Oficial del Estado de Morelos de ocho de junio de dos mil veinte se publicó el Decreto número seiscientos noventa titulado “Decreto por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y se derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad”.
Cabe agregar que la autoridad demandada Poder Legislativo además de los documentos ya descritos, también acompañó a sus informes la diversa acta de sesión ordinaria iniciada el quince de diciembre de dos mil diecinueve, continuada el veintisiete de enero de dos mil veinte y concluida el veintiocho de ese mes y año, correspondiente al Primer Periodo Ordinario de Sesiones del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Quincuagésima Cuarta Legislatura de ese Congreso; los oficios de los Municipios de Ayala; Jojutla; Tlaquiltenango; Jonocatepec de Leandro Valle; Tlaltizapán de Zapata; Emiliano Zapata; Xoxocotla; Axochiapán; Tepalcingo; Cuernavaca; Miacatlán; Cuautla; Temoac; Huitzilac; Tlayacapan; Tetecala; Jantetelco; Yautepec; Tlalnepantla; Coatetelco; Ocuituco; Totolapan; Xochitepec; Zacualpan de Amilpas; Yecapixtla; Amacuzac; Hueyapan; Tetela del Volcán; Juitepec; Zacatepec; Atlatlahucan; Coatlán del Río del Estado de Morelos en los que informan la aprobación o no de la reforma a diversos artículos de la Constitución del Estado; y treinta y tres oficios dirigidos a los Municipios que conforman el Estado por los cuales el Secretario de Servicios Legislativos y Parlamentarios del Congreso local remitió a los Municipios el dictamen ya indicado para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 147 y 148 de la Constitución del Estado
.
De igual forma se aclara que cerrada la instrucción la autoridad remitió copia del Semanario de los Debates del Congreso del Estado de Morelos; y, a pesar de su presentación extemporánea se tiene a la vista por tratarse de pruebas para mejor proveer. 
Precisado lo anterior, debe decirse que son parcialmente fundados los argumentos planteados por los partidos políticos, es decir, durante el procedimiento legislativo se cometieron violaciones a los principios de legalidad y de deliberación democrática que tienen potencial invalidatorio del Decreto reclamado. 
En primer término, no asiste la razón a los partidos políticos en cuanto argumentan que el Decreto seiscientos noventa es inconstitucional porque no fue aprobado por la mayoría calificada a que se refiere el artículo 44 de la Constitución del Estado, es decir, que no fue aprobado por las dos terceras partes del total de diputadas y diputados que integran el Congreso, ya que lo votaron trece cuando las dos terceras partes equivalen a catorce de ellos. 
Al respecto, el artículo 24 de la Constitución del Estado de Morelos
 indica que el Poder Legislativo se integra por doce diputadas y diputados electos por el principio de mayoría relativa y por ocho según el principio de representación proporcional, esto es, por veinte legisladores. A su vez el diverso 44 de la Constitución del Estado de Morelos
 establece que para que una iniciativa tenga el carácter de ley, se necesita una votación nominal de las dos terceras partes de los diputados que integran el Congreso. 

Por otra parte, el Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos en su artículo 135 (reformado mediante Decreto seiscientos cuarenta y seis publicado el doce de febrero de dos mil veinte) prevé que “cuando el número de Diputados que den las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura contenga una fracción, y el decimal sea menor a cuarenta y nueve se debe atender al entero inmediato inferior a dicha fracción; y que cuando el número de Diputados que den las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura contenga una fracción, y el decimal sea mayor a cuarenta y nueve se debe atender al entero inmediato superior a dicha fracción”.

Ahora, en la sesión de dos de junio de dos mil veinte en la que fue aprobado el Decreto seiscientos noventa se asentó que el dictamen que le antecedió se aprobó en lo general con trece votos a favor y seis en contra; así como que fue votado en lo particular con las distintas votaciones anotadas en la transcripción que de dicha acta quedó transcrita y que en términos generales describen una votación de once, doce o trece votos en contra. 
De acuerdo con lo antedicho no asiste la razón a los partidos políticos porque si bien el Decreto no fue aprobado por catorce votos como lo mencionan, sino por trece, también lo es que esa votación se rigió por el artículo 135 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos que específica cómo se debe proceder cuando el número de Diputados que den las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura contenga una fracción, y el decimal sea menor a cuarenta y nueve se debe atender al entero inmediato inferior a dicha fracción, es decir siguiendo esa regla sería válida la votación de los trece diputados por esa disposición expresa, vigente en el momento en que se llevó a cabo la votación cuestionada.
No se desconoce que el Partido de la Revolución Democrática en la demanda expresa que la reforma al artículo 135 del Reglamento es contraria al diverso 44 de la Constitución local porque contiene una definición que no corresponde a la lógica matemática, de donde pareciera que impugna la disposición, sin embargo, no ha lugar a hacer un pronunciamiento de la validez constitucional de esa disposición porque a través de la acción de inconstitucionalidad sólo se pueden combatir normas generales que tengan la calidad de leyes o de tratados internacionales
.
Al respecto, son aplicables las jurisprudencias que a continuación se transcriben: 
“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SÓLO PROCEDE CONTRA NORMAS GENERALES QUE TENGAN EL CARÁCTER DE LEYES O DE TRATADOS INTERNACIONALES. Del análisis y la interpretación de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que: a) Si las acciones de inconstitucionalidad tienen por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución, entonces sólo son procedentes contra normas de carácter general; b) En el propio precepto se habla sólo de leyes y tratados internacionales entendidos como normas de carácter general. Consecuentemente, las acciones de inconstitucionalidad proceden contra normas de carácter general, pero no contra cualquiera de éstas, sino sólo contra aquellas que tengan el carácter de leyes, o bien, de tratados internacionales. En iguales términos, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, tratándose de acciones de inconstitucionalidad, se refiere únicamente a normas generales, leyes y tratados internacionales; por lo tanto, también debe concluirse que prevé la procedencia de las acciones de inconstitucionalidad exclusivamente en contra de esas normas. La intención del Constituyente Permanente, al establecer las acciones de inconstitucionalidad, fue la de instituir un procedimiento mediante el cual se pudiera confrontar una norma de carácter general con la Constitución y que la sentencia que se dictara tuviera efectos generales, a diferencia de lo que sucede con el juicio de amparo, en el que la sentencia sólo tiene efectos para las partes. No puede aceptarse su procedencia contra normas diversas, ya que en tales casos, por la propia naturaleza del acto combatido, la sentencia no tiene efectos generales, sino relativos. Por ello, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 59 y 19, fracción VIII, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 1o. de la misma ley y con la fracción II del artículo 105 constitucional, las acciones de inconstitucionalidad sólo son procedentes contra normas de carácter general, es decir leyes o tratados, y son improcedentes en contra de actos que no tengan tal carácter”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo IX, abril de 1999, P./J. 22/99, página 257, registro digital 194283).

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SU OBJETO DE TUTELA, RESPECTO DE ‘NORMAS GENERALES’, SÓLO COMPRENDE LEYES ORDINARIAS, FEDERALES O LOCALES Y NO LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Del artículo 105, fracción II, de ese ordenamiento, así como del procedimiento que le dio origen, se advierte que el Órgano Reformador estableció a la acción de inconstitucionalidad como un medio de control de ‘normas generales’, entendidas éstas como leyes ordinarias, federales o locales, expedidas por los órganos legislativos así como los tratados internacionales enunciados en la indicada fracción II, sin comprender otro tipo de normas, entre ellas, las reformas constitucionales. En efecto, dicho precepto distingue el término ‘disposiciones generales’ o ‘normas generales’, e incluso, ‘leyes electorales federales’, ‘leyes electorales locales’ y ‘tratados internacionales’ de la acepción ‘Constitución’, la cual, de acuerdo con el propio numeral, es el referente para examinar la ley o tratados, es decir, lo que se sujeta a control es que dichas ‘disposiciones generales’, incluidas las electorales, sean conformes con la Ley Suprema, por lo cual no puede interpretarse que al aludir el citado artículo 105, fracción II, a ‘normas generales’, se hubiera comprendido a la propia Constitución, pues de su interpretación integral se entiende que limita su objeto de examen a las leyes en sentido estricto, esto es, a las expedidas por el legislador ordinario, sea federal, de los Estados o del Distrito Federal. Además, el indicado precepto constitucional sólo legitima para promover aquel medio de control a un porcentaje determinado de los integrantes de las Cámaras del Congreso de la Unión, de las Legislaturas Locales y de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal que, precisamente, las hubieran expedido, por lo que no comprende al Órgano Reformador de la Constitución que no constituye un órgano legislativo ordinario, de los enunciados en el artículo 105 constitucional”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, tesis aislada, tomo XXIX, abril de 2009, P. V/2009, página 1106, registro digital 167589).

En cambio, se actualizan las distintas violaciones a las reglas que rigen en el procedimiento legislativo en el Estado de Morelos, que se detallan a continuación: 
1. Violaciones cometidas en Comisiones. Movimiento Ciudadano en el concepto de invalidez expresó que las iniciativas materia del dictamen no fueron entregadas a los diputados que integran las Comisiones que lo trabajaron y que éste tampoco se circuló entre los legisladores, pese a lo dispuesto en el artículo 104, fracción I del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, que exige que las iniciativas se circulen a todos los diputados que integran las Comisiones a las que se turnen. 
También argumenta que los diversos 63 y 64 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos ordenan que las comisiones deben reunirse por convocatoria de su Presidente. Sin embargo, la convocatoria la emitió un diputado que no cuenta con las atribuciones para ello, porque el Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación había renunciado y no fue sustituido, máxime que la integración de comisiones debe ser aprobada por las dos terceras partes del Pleno del Congreso pero esto no se cumplió. Así como que la fracción II del artículo 104 de ese Reglamento dispone las particularidades del debate dentro de Comisiones y, a pesar de estas reglas, no fueron convocados a sesión de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación diversos diputados; esto es, para la discusión y, en su caso, aprobación del dictamen no fueron llamados, lo que vulnera el principio de deliberación democrática y las formalidades del procedimiento legislativo.
En el apartado que antecede quedaron descritas las constancias que remitió el Poder Legislativo del Estado de Morelos, es decir, aquellas que conformaron el procedimiento legislativo que culminó con el Decreto reclamado.
Igualmente es oportuno subrayar que mediante proveído de treinta y uno de agosto de dos mil veinte el Ministro instructor requirió a esa autoridad para que exhibiera los documentos correspondientes a los argumentos sobre las violaciones al procedimiento legislativo que plantearon los partidos políticos, en virtud de que los documentos exhibidos con los informes rendidos no se advirtió la existencia de dichas documentales.
Ese requerimiento quedó atendido mediante escrito presentado el dos de septiembre de dos mil veinte, para lo cual la autoridad acompañó copia certificada de las iniciativas; del dictamen en sentido positivo de dos de junio de dos mil veinte; del acta de sesión en que se aprobó el Decreto combatido; y del oficio y Decreto enviados al Poder Ejecutivo de la Entidad. 
Sin embargo, en esos documentos no existe constancia alguna que acredite el cumplimiento a lo ordenado en el artículo 104, fracción I del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos.
En efecto, esa disposición prevé que para la formulación del proyecto de dictamen, recibida la iniciativa, el secretario técnico de la comisión deberá garantizar que cada diputado integrante de ésta reciba copia dentro de un plazo que no excederá de cuarenta y ocho horas contadas a partir de la recepción del turno ordenado por el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso.
El partido político afirma que no se cumplió con esa formalidad. A lo que este Tribunal Pleno agrega que en el acta de la sesión ordinaria de Pleno del Congreso demandado de dos de junio de dos mil veinte en que se aprobó el Decreto, y del Semanario de los Debates consta que las Diputadas Blanca Nieves Sánchez Arano y Naida Josefina Díaz Roca, solicitaron se comprobara que les fueron entregadas las iniciativas y el dictamen respectivos, para lo cual el Presidente de la Mesa Directiva expresó que comunicó al titular de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios que les haría llegar la información solicitada. 
Con lo descrito, como se anunció, se concluye que esta violación al procedimiento legislativo se encuentra acreditada, pues la autoridad demandada no demostró haber entregado las iniciativas a los diputados integrantes de las Comisiones de Puntos Constitucionales y Legislación, de Participación Ciudadana y Reforma Política, de Igualdad de Género, y de Fortalecimiento Municipal, Desarrollo Regional y Pueblos Indígenas del Congreso del Estado de Morelos, pues como quedó detallado, en las constancias remitidas la autoridad omitió exhibir documento alguno que acreditara esa obligación, aun cuando el Ministro instructor le requirió exhibiera las constancias correspondientes a las violaciones de procedimiento legislativo argumentadas por los partidos políticos. 

Por tanto, cobra aplicación lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley Reglamentaria
, es decir, se presume cierta la afirmación de los partidos políticos, porque si bien la autoridad rindió los informes que le fueron requeridos y acompañó a éstos las constancias que estimó pertinentes, también lo es que no acreditó haber cumplido con la obligación de la fracción I del artículo 104 del Reglamento, más aún cuando se trata de hechos directamente imputados a ella. 
La entrega de las iniciativas a los diputados integrantes de comisiones es de suma importancia porque el dictamen en términos del artículo 106 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, debe contener entre otros elementos, la expresión pormenorizada de las consideraciones resultantes del estudio de la iniciativa, su sustento, así como la exposición precisa de los motivos y fundamentos legales que justifiquen los cambios, consideraciones o cualquier otra circunstancia que afecte a los motivos y al texto de la iniciativa en los términos en que fue promovida. 
Consecuentemente, habiéndose omitido esa obligación se afectó la participación de los legisladores integrantes de las Comisiones; por lo mismo, impactó en el propio contenido del dictamen.
Otros aspectos que fueron objeto de denuncia como violación al procedimiento legislativo corresponde a lo dispuesto en los artículos 63 y 64 del Reglamento, es decir, el trabajo en comisiones se debe llevar a cabo con base en la convocatoria que haga su Presidente con cuarenta y ocho horas de anticipación y por escrito y que en esas reuniones deberá estar presente el Presidente de la Comisión o Comisiones. Sin embargo, de la lectura al dictamen de dos de junio de dos mil veinte se acredita que por lo que hace a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, el dictamen no fue suscrito por su Presidente, esto es, sólo contiene la firma de tres secretarios y cuatro vocales, a saber, José Luis Galindo Cortez, Alejandra Flores Espinoza, José Casas González, Tania Valentina Rodríguez Ruiz, Rosalina Mazari Espin, Ana Cristina Guevara Ramírez y Marcos Zapotitla Becerro, respectivamente. 
Aún más, la demanda del Partido de la Revolución Democrática es coincidente con la de Movimiento Ciudadano en denunciar la ausencia de Presidente de esa Comisión, quien se afirma renunció, sin que se observara el trámite para nombrar nuevo Presidente en términos del propio Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos.
Extremos los anteriores que también se tienen acreditados con fundamento en el artículo 30 de la Ley Reglamentaria, pues la autoridad demandada no exhibió documento alguno relacionado con la ausencia o falta de la persona que ostentara el cargo de Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación. 
Asimismo constituye violación al procedimiento legislativo la circunstancia de que no fueron convocados a Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación diversos diputados, para la discusión y aprobación del dictamen de dos de junio de dos mil veinte, es decir, este vicio lo denuncia Movimiento Ciudadano y si bien no detalla quiénes fueron los diputados que no fueron convocados a esa Comisión, también lo es que la autoridad demandada debió exhibir las constancias que desvirtuaran esa afirmación, empero, según quedó detallado en los párrafos que anteceden se limitó a presentar ante esta Suprema Corte las iniciativas, el dictamen de dos de junio de dos mil veinte, el acta 074 de la sesión ordinaria iniciada el veintinueve de mayo, continuada los días dos y tres de junio y concluida el treinta de junio de dos mil veinte; así como los oficios de los Municipios del Estado, en donde informan al Congreso la aprobación o no del Decreto de reforma constitucional que se les remitió, pero no existe documento alguno que acredite haber observado las obligaciones descritas que tienen como fin el que en Comisiones, participen todos los diputados que las integran y que lo hagan de manera informada, es decir, con el material, entiéndase iniciativas para exponer los argumentos correspondientes a su análisis y opinión de lo que finalmente quedara plasmado en el dictamen elaborado por la Comisión o Comisiones.
El trabajo en Comisiones es de suma importancia porque es ahí donde cada uno de los partidos políticos en un Congreso designa a sus representantes más avocados y conocedores de cada tema, para que se facilite la discusión del contenido legislativo, esto es, para que se construya de la mejor manera aquello que se propondrá en el Pleno. Se trata entonces, del primer paso de la deliberación democrática, es pues, la primera etapa en la que se da la participación de todas las fuerzas políticas representadas en el Congreso, de ahí que si no se acreditó la entrega de las iniciativas, ni la convocatoria para participar en Comisiones, ya que ni siquiera se contaba con Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, es indudable que en esta etapa del procedimiento legislativo sí se cometieron las violaciones denunciadas.
Por si fuera poco, de la revisión a la página de internet del Congreso del Estado de Morelos no se obtiene información y documentación que desvirtúe lo expresado por los partidos políticos, esto es, además de la insuficiencia de los documentos enviados a esta Suprema Corte, la propia página de internet regulada en el artículo 147 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos
 no es útil para obtener información del trabajo en Comisiones y de aquellos documentos necesarios para demostrar el trámite puntual del procedimiento legislativo que es lo que daría seguridad jurídica a los gobernados. 
Incluso, el Partido de la Revolución Democrática expresa que el treinta y uno de mayo de dos mil veinte se convocó a sesión de Comisiones mediante correo electrónico, aunque que se trata de un medio no autorizado por la legislación del Congreso, sesión que afirma, no se desarrolló por falta de quórum. Extremos éstos que si bien no los comprobó el partido político también lo es que la carga de la prueba está a cargo del Poder Legislativo demandado quien en términos de la normativa que le rige debe contar con el respaldo documental que demuestre que se observaron las formalidades del procedimiento legislativo, es por ello que en un control abstracto como lo es la acción de inconstitucionalidad, el Ministro instructor solicita a la autoridad legislativa que al rendir su informe envíe copia certificada de los antecedentes de las normas generales impugnadas, en el entendido que de no remitir todas las constancias que lo integran, se resolverá con lo que obre en autos; máxime que en el caso el Ministro instructor formuló un segundo requerimiento ante la insuficiencia de los documentos remitidos. 
2. Violaciones cometidas en la sesión de dos de junio de dos mil veinte. Los partidos políticos de la Revolución Democrática y Movimiento Ciudadano argumentan que se cometieron violaciones en el procedimiento legislativo porque para la celebración de la sesión de dos de junio de dos mil veinte en que se aprobó el Decreto combatido, no se circuló a los legisladores el dictamen del que derivó; y que se agregó al orden del día bajo la idea de que se trató de un asunto de urgente y obvia resolución, sin que esto quedara justificado o razonado; y, por tanto, no se observó lo dispuesto en los artículos 107 y 108 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos. Los partidos son enfáticos en expresar que no existió causa justificada alguna para que el dictamen fuera aprobado como de urgente y obvia resolución, y que estas deficiencias vulneran los principios de legalidad, publicidad y deliberación democrática, en virtud de que los legisladores no tuvieron la oportunidad de analizar plenamente las reformas propuestas, tal y como lo ordenan los criterios de la Suprema Corte, principalmente el plasmado en la jurisprudencia P./J. 33/2007 de rubro: “PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. CONDICIONES PARA QUE PUEDA ACTUALIZARSE LA URGENCIA EN LA APROBACIÓN DE LEYES Y DECRETOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA)”. 

Sobre el particular, es importante tener presente lo dispuesto en los artículos 107, 108, 114 y 115 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, transcritos ya a nota de pie de página. Esos preceptos establecen respectivamente:

· Que el dictamen una vez firmado y entregado a la Mesa Directiva, será programado para su discusión en la sesión que determine la Conferencia
;
· Que programados los dictámenes en el orden del día, serán insertos para su publicidad en el Portal de Internet del Congreso; 
· Que los dictámenes inherentes a las reformas de la Constitución del Estado se les dará lectura íntegra, debiéndose turnar copia de todos los documentos a los legisladores y ordenando su publicación en el Semanario de los Debates; 


· Que se exceptúa de lo dispuesto en el artículo 113 las reformas, adiciones y derogaciones a la Constitución del Estado, entre otros casos, supuesto en el cual el Secretario de la Mesa Directiva procederá a dar lectura íntegra al dictamen, debiendo turnar copia de todos los documentos a los legisladores y ordenando su publicación en el Semanario de los Debates; que en caso de que cualquiera de estos dictámenes requiera de varias horas para su lectura, podrá darse lectura a una versión sintetizada y deberá ser insertado en el Semanario de los Debates el dictamen íntegro; y,

· Que los dictámenes a que se refiere el 114 se discutirán primero en lo general y después en lo particular cada uno de los artículos reservados, para después realizar la votación correspondiente; y que si se calificara como de urgente y obvia resolución, el Presidente de la Mesa Directiva, decretará un receso, para el efecto de que los diputados conozcan el asunto a discutir y votar en su caso.

Por otra parte, en el “Dictamen en sentido positivo de las iniciativas con proyecto de Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en Materia Político-Electoral y de Violencia Política por condición de género” de dos de junio de dos mil veinte, suscrito por los integrantes de las Comisiones de Puntos Constitucionales y Legislación, de Participación Ciudadana y Reforma Política, de Igualdad de Género, y de Fortalecimiento Municipal, Desarrollo Regional y Pueblos Indígenas del Congreso del Estado de Morelos, como su nombre lo indica incluyó una reforma a disposiciones de la Constitución del Estado de Morelos, por lo mismo, contiene un cuadro comparativo del texto actual y propuesto que se pretendía modificar, es decir, de los artículos 13, 23, 24, 44, 112 y 147 de dicha Constitución; así como que en el rubro de valoración de la iniciativa se explica la reforma al artículo 23 para aumentar el umbral de votación válida emitida para conservar el registro como partido político local, en los siguientes términos:
“(…).

IV. VALORACIÓN DE LA INICIATIVA.

De acuerdo con el contenido de la iniciativa en cuestión, efectivamente, el artículo 24 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos fue reformado en la sesión ordinaria del día 15 de marzo del año 2017, por la LIII Legislatura del Congreso del Estado, quien aprobó el Dictamen emanado de las Comisiones de Puntos Constitucionales y Legislación y de Participación Ciudadana y Reforma Política, tal como aparece publicado en el Periódico Oficial del 27 de abril de 2017.

Respecto de aumentar el umbral de votación válida emitida para conservar el registro como partido político local. 

Respecto de la propuesta de reforma al artículo 23 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, las y los Diputados integrantes de estas comisiones dictaminadoras, en relación a exigir un 4% de la votación válida emitida para que un partido local conserve su registro ya que va en concordancia con la aplicación de medidas de austeridad en la programación y ejecución del gasto gubernamental, como política de Estado para hacer cumplir los principios de economía, eficacia, transparencia y honradez en la administración de los recursos económicos de carácter público de que dispone la Nación, que representa el contar con menos partidos políticos.

El tema central es la austeridad, y se incorpora como principio conductor de la administración y eje estratégico del gasto público, a fin de que ésta sea de observancia obligatoria para todos los servidores públicos y aplicada de manera transversal en todas las dependencias, entidades y órganos de los Poderes de la Unión y demás entes públicas (sic) federales.  Se destaca la importancia de generar ahorros presupuestales para canalizarlos al desarrollo productivo en beneficio de los que más lo necesitan. 

Se establece que, las medidas de austeridad republicana son en cumplimiento de los principios de eficacia, economía, honradez, transparencia y gasto eficiente, dispuestos en el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y orientada a instaurar una política de austeridad republicana de Estado. 

Resulta importante señalar que, la Cámara de Diputados en las consideraciones de la Minuta razonó que, un gobierno austero es aquel que no incurre en excesos innecesarios al ejercer el gasto público, sino que destina la mayor parte de sus recursos a los propósitos reales de desarrollo y justicia.

Por tanto, la austeridad republicana como uno de los ejes centrales del Gobierno de la Cuarta Transformación, es un factor indispensable para transitar hacia un verdadero estado constitucional de Derecho, que promueva el interés general y garantiza los derechos humanos de los mexicanos. 

En los últimos años, de acuerdo con México Evalúa, el gasto público ha tenido una aportación cada vez menor al valor agregado de la economía.  La proporción del gasto público respecto al PIB ha crecido casi 8 puntos entre 2000 y 2016 para alcanzar 28%, la participación del sector público en el valor agregado bruto de la economía ha disminuido 6 puntos entre 2003 y 2016 para llegar a 17%; es así que, a consideración de la ONG, en México la forma en la que se gastan los recursos públicos no está contribuyendo a elevar nuestro potencial económico y productivo, ni a disminuir la pobreza y la desigualdad.

Respecto al informe denominado ¿CÓMO GASTAR MEJOR PARA CRECER?, se propone cuatro principios fundamentales para ejercer los recursos públicos destacando que ‘Los recursos son de los ciudadanos, no del gobierno’ y ‘El gasto del dinero de los ciudadanos debe aumentar claramente su bienestar y ser visto como un derecho, no como un arreglo clientelar.’.

De igual forma, se consideró el aumento demográfico y por consecuencia, en el padrón electoral en el Estado de Morelos, incluso a partir de la elección federal de 2006 a nuestra entidad le fueron asignados cinco Distritos Electorales Federales, por lo que estas comisiones dictaminadoras, en ejercicio de la libertad configurativa estatal, consideramos procedente incrementar el porcentaje de votación válida emitida requerida para que los partidos políticos locales conserven su registro y, en su caso, los nacionales conserven el registro local en caso de perder el nacional.

De igual manera, por lo que respecta al artículo 147 la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, que se refiere a las reformas a dicho marco normativo constitucional, el mismo fue reformado por la legislatura LIII, con la finalidad de establecer las modalidades para reformar la Constitución Local, situación que a la fecha ha dilatado el trabajo legislativo, inclusive en reformas que se refieren a armonizaciones legislativas federales, como el caso de la Reforma Educativa y respecto a los derechos de las personas adultas mayores, que a la fecha, no se han recibido los votos de los ayuntamientos para realizar la declaratoria respectiva; caso similar es el de la reforma a nuestra Constitución Local, con el propósito de establecer la paridad constitucional en todo: Gabinetes, Tribunales, Legislaturas, Candidaturas y Gobiernos, misma que de no haberla hecho, no se cumplido (sic) con lo señalado en la Constitución Federal.

Así las cosas, el procedimiento para reformar la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, resulta complejo por lo siguiente: 

Se exige el voto de las dos terceras partes de los ayuntamientos, sin especificar plazo alguno para emitirlo, o consecuencias jurídicas por no hacerlo.

Por lo tanto, con fecha veinte de junio de mil novecientos sesenta y cinco, se publicó en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’ 2190, el Decreto número 4, el cual, entre otras reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, la referente al artículo 147 que hasta antes de la reforma materia de la presente a la letra decía: 

‘ARTÍCULO 147.’ (Se transcribe).

Como se puede observar, sólo se requería el voto aprobatorio de la mayoría de los Ayuntamientos.

Por lo tanto, en caso de conservar el texto actual del artículo 147, se continuaría con la parálisis legislativa, similar a la que seguramente se enfrentaron los Diputados hasta antes de la modificación de junio de mil novecientos sesenta y cinco.

A mayor abundamiento, cabe mencionar que el texto actual del artículo 147 y cuya reforma es materia de la presente iniciativa, adolece de las siguientes inconsistencias: 

¿Queda abierto el tiempo para que emitan su voto, como antes de 1965? ¿Qué consecuencias jurídicas traerá consigo el que no emitan dicha votación?

Además, debemos tomar en cuenta, que una reforma a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, puede ser recurrida y, en su caso invalidada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de una Controversia Constitucional o Acción de Inconstitucionalidad, al respecto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone lo siguiente:

‘Artículo 105’. (Se transcribe).

Es decir, las reformas a la Constitución local pueden ser impugnadas por cualquiera de los Ayuntamientos que considere afecte sus derechos o por el 33% de los Diputados locales, es decir, 7 legisladores locales, por lo cual, pretender dificultar dicho proceso de tal manera como propone el iniciador, no tiene ninguna justificación válida.

Por lo que respecta a la propuesta de reforma al artículo 24 Constitucional, de acuerdo con el contenido de la iniciativa en cuestión, efectivamente, el artículo 24 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos fue reformado en la sesión ordinaria del día 15 de marzo del año 2017, por la LIII Legislatura del Congreso del Estado, quien aprobó el Dictamen emanado de las Comisiones de Puntos Constitucionales y Legislación y de Participación Ciudadana y Reforma Política, tal como aparece publicado en el Periódico Oficial del 27 de abril de 2017.

Por lo anterior se considera conveniente plantear el siguiente cuadro comparativo, en el que pueden observarse las reformas realizadas al artículo 24 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos.

(Se inserta tabla).

La reforma al artículo 24 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, materia de la Acción de Inconstitucionalidad 29/2017, se resolvió en los siguientes términos:  

(Se transcribe).

Es así, que la iniciativa es acorde con lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en lo referente a la Acción de Inconstitucionalidad 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017.

Por último, cabe recalcar que en la reforma al artículo 147 nunca se justificó la necesidad de implementarla y lo único que trajo como consecuencia es que las modificaciones a nuestra Carta Magna sean más tardadas o, incluso imposibles.

Respecto a la propuesta de reformar el artículo 44 de la constitución Local, las Diputadas y Diputados de estas Comisiones, determinan su procedencia en virtud de tratarse de una armonización con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las Leyes Orgánicas de la (sic) Cámaras de Diputados y del Senado de la República del Congreso de la Unión que establecen que la votación requerida para reformar leyes y emitir decretos es una mayoría simple y que solo las reformas constitucionales contemplan una votación de una mayoría calificada de dos terceras partes.

Por cuanto a la reforma de los artículos 23 y 112 de nuestra Constitución, 27 y 66 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, relativa a los pueblos indígenas, la finalidad es armonizar dicho (sic) con las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, que actualmente ya reconocen la libre determinación y la autonomía de los pueblos indígenas, sin menoscabo de la soberanía nacional, estatal y siempre dentro del marco constitucional del Estado Mexicano, por lo que las comisiones, determinan procedente la propuesta.

(…)”. 

Por otro lado, es necesario reproducir de nueva cuenta, por su trascendencia, el acta 074 de la sesión ordinaria iniciada el veintinueve de mayo, continuada los días dos y tres de junio y concluida el treinta de junio de dos mil veinte, en la que a petición del Diputado José Casas González se aprobó la modificación del orden del día para agregar el dictamen en cuestión y que se inscribiera con otros dos como de urgente y obvia resolución para ser discutidos y aprobados en su caso en la misma sesión, lo que fue aprobado. Asimismo consta la participación de las Diputadas Blanca Nieves Sánchez Arano y Naida Josefina Díaz Roca, quienes solicitaron se comprobara que les fueron entregados las iniciativas y el dictamen en persona; esos segmentos son los siguientes: 
“(…).

El diputado José Casas González, desde su curul, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 36, fracción VII de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, y en su calidad de Secretario en funciones de Presidente la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, solicitó al Presidente consultara a la Asamblea si era de aprobarse la modificación del orden del día para agregar a la sesión los siguientes documentos:

Dictamen en sentido positivo de las iniciativas con proyecto de decreto por el cual (sic) se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en los procedimientos electorales para el Estado (sic) de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Morelos, de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, así como en materia político-electoral y de violencia política en condición de género.

Dictamen en sentido positivo por el que se resuelve la controversia iniciada respecto a la delimitación territorial de los municipios de Hueyapan y Tetela, ambos del Estado de Morelos, que determinan la división territorial entre ambos municipios, en cumplimiento a la disposición transitoria décima sexta del decreto dos mil trescientos cuarenta y tres, publicado en fecha 19 de diciembre del año 2017, en el Periódico Oficial ‘Tierra y Libertad’. 

Dictamen con proyecto de decreto en (sic) el que se adicionan diversas disposiciones al Código Penal para el Estado de Morelos, en materia de protección a los profesionales, técnicos, auxiliares y trabajadores en el (sic) Sector Salud ante la pandemia por el COVID-19.

Asimismo, solicitó se inscribieran como de urgente y obvia resolución, para ser discutidos y aprobados, en su caso, en la misma sesión. 

Se incorporó a la sesión la diputada Keila Celene Figueroa Evaristo.

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia y con fundamento en lo dispuesto por la fracción VII del artículo 36 de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, consultó a la Asamblea si eran de aprobarse las modificaciones al orden del día propuestas por el diputado José Casas González.  El resultado de la votación fue de 12 votos a favor, 5 en contra y 2 abstenciones.

Como resultado de la votación, el Presidente comunicó que eran de aprobarse las modificaciones al orden del día presentadas por el diputado José Casas González.

7. Dictámenes de primera lectura de urgente y obvia resolución.

Y) La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia dio lectura al dictamen con proyecto de decreto emanado de las comisiones unidas de Comisión (sic) de Puntos Constitucionales y Legislación, Comisión (sic) de Participación Ciudadana y Reforma Política, Comisión (sic) de Igualdad de Género, Comisión (sic) de Fortalecimiento Municipal y Desarrollo Regional y Pueblos Indígenas, por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, por el que se (sic) adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, así como de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia político-electoral y de violencia política por condición de género.

Se incorporó a la sesión la diputada Elsa Delia González Solórzano.

La Presidencia instruyó se insertara de manera íntegra en el Semanario de los Debates.

La Presidencia solicitó a la Secretaría consultara a la Asamblea, mediante votación económica, si el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en la misma sesión.  El resultado de la votación fue de 14 votos a favor, 6 en contra y 0 abstenciones.

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia resolución, para discutirse y votarse en la misma sesión. 

Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen.

Se inscribieron, para hacer uso de la palabra, los diputados: Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala, para hablar en contra del dictamen; Blanca Nieves Sánchez Arano, en contra y para solicitar se le comprobara que le fueron entregados (sic) las iniciativas y el dictamen a su persona; el Presidente le comunicó que el Titular de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios le haría llegar la información solicitada.

Continuando con la lista de oradores, se concedió el uso de la palabra a los diputados (sic): Dalila Morales Sandoval, para hablar en contra del dictamen; Rosalinda Rodríguez Tinoco, en contra; Naida Josefina Díaz Roca, en contra; Maricela Jiménez Armendáriz, en contra; José Luis Galindo Cortez, a favor.  

El Presidente instruyó al Secretario de Servicios Legislativos y Parlamentarios, a fin de dar cumplimiento con lo solicitado por la diputada Blanca Nieves Sánchez Arano, mostrara (sic) acuse de recibo del dictamen que se entregó por vía electrónica y solicitó se le entregara de manera impresa a cada diputado integrante de la Quincuagésima Cuarta Legislatura.

Continuando con la lista de oradores, se concedió el uso de la palabra a las diputadas: Tania Valentina Rodríguez Ruiz, para hablar a favor del dictamen; Rosalina Mazari Espín, a favor; Ana Cristina Guevara Ramírez, a favor; y Marcos Zapotitla Becerro, a favor.

(Se anexan sus intervenciones íntegras para su publicación en el Semanario de los Debates).

(…)”. 

Esto se corrobora con el Semanario de los Debates en los siguientes párrafos:
“(…).

DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO:

(…).

Por eso, señor presidente, solicito al Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos, que le requiera al Secretario Técnico de la Comisión de Puntos Constitucionales y que exhiba, ante esta Soberanía popular y al pueblo de Morelos, todas y cada una de las iniciativas que debí haber recibido para poder estar en condiciones, en especial el dictamen, el dictamen que estamos discutiendo; porque quiero denunciar que, hasta este momento … yo le solicito al Presidente del Congreso, de la Comisión de Puntos … porque es para todos sabido que ahí tenemos la renuncia del Presidente de la Comisión de Puntos, para que se exhiba ante la Soberanía de este Congreso y a la sociedad de Morelos, a donde conste que yo recibí las iniciativas y el dictamen que estamos discutiendo, porque estoy denunciando ante la sociedad de Morelos, que hasta este momento no tengo los documentos que pretenden aprobar.

(…).

Pero, continuaré con mi posicionamiento en espera para darle tiempo al Presidente que pueda ejecutar la petición que la suscrita le está haciendo para mostrarle a la sociedad morelense que realmente se ha cumplido lo que dice Proceso Legislativo.

PRESIDENTE: Con gusto, al finalizar su participación diputada, su hago (sic) la instrucción correspondiente a la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios de este Congreso.

(…).

DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO:

(…).

Y estaría esperando realmente que se me demostrara dónde se me entregaron las iniciativas y el dictamen que hoy se pretende o están discutiendo.

La pregunta es reiterada. Presidente, si cuenta con los elementos; porque yo cerraría con mi participación diciendo que no me van a traer nada ¿Saben por qué? ¡Porque no existen los documentos que demuestren que realmente tenían un turno y me fueron entregados! Que me demuestren en dónde está y que le demuestren al pueblo de Morelos.

Es cuanto.

PRESIDENTE: Únicamente para atender la solicitud que hace la diputada Blanca Nieves Sánchez Arano, pido al Titular de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios ¿dónde se encuentra? Para hacer la petición física y presencial.

(…).
DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO: A favor.

Y aprovecho el momento, Presidente, para decirle que sigo sin tener la comprobación de que fui notificada de las iniciativas y del dictamen que hace rato le solicité.  Me están entregando los turnos que entregaron a las comisiones, pero no donde conste que yo recibí los mismos.

Gracias.

PRESIDENTE: Si diputada, nada más para que quede también constancia, me informaron que han sido enviados de manera electrónica y que están fotocopiando y por el número de hojas que trae el dictamen es que están acompletando (sic) los juegos, a fin de hacerlo extensivo a todos los diputados y diputadas.

DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO: (Desde su curul)

Bueno, nada más aclararle que no lo he recibido, la Comisión de Puntos Constitucionales se llevó a las ocho de la noche, hasta este momento no cuento con ese dictamen para que lo hubiera necesitado para poder conocerlo y conocer realmente las iniciativas.

Gracias

PRESIDENTE: Bien.

Pido, de nueva cuenta al Titular de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios y a los diferentes directores del área, pueda imprimir las, los acuses (sic) de los correos que se enviaron, de manera inmediata, y así también lo entreguemos de manera física, tal y como se instruyó en esta misma sesión.

Continúe la votación del presente artículo reservado. 

(…).  

Las reformas legales en materia político-electoral contenidas en el presente decreto entrarán en vigor una vez que adquieran vigencia las reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, anteriormente mencionadas.

(…)”.

De acuerdo con lo descrito este Tribunal Pleno determina que en la sesión del Pleno del Congreso del Estado de Morelos se cometieron violaciones al procedimiento que significan desconocimiento a los principios de legalidad y de deliberación democrática.
En efecto, en términos de los artículos 107 y 108 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, elaborado el dictamen debía entregarse a la Mesa Directiva para que programara su discusión en la sesión que determinara la Conferencia y, programado en el orden del día debía insertarse para su publicidad en el Portal de Internet del Congreso. Esto significa que debía prepararse con anticipación su discusión, a ello atiende el término programado, como una idea de planear el trámite que debía continuarse para la aprobación del dictamen.
Sin embargo, de las constancias que remitió la autoridad demandada no se tiene la existencia de documento alguno que observé los preceptos referidos, es decir, no obstante la importancia del documento que incluía reforma a la Constitución local y al Código de Instituciones y Procedimientos Electorales, a la Ley Orgánica Municipal y a la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, no se preparó su presentación, discusión y, en su caso, aprobación en el Pleno. Obligación la anterior que es de suma trascendencia porque es un acto que tiene como finalidad el examen del dictamen en el Pleno pero con conocimiento anticipado de los legisladores, para su discusión informada, esa es la razón por la cual las disposiciones exigen la programación del dictamen y su difusión en el Portal de Internet, es pues una forma de garantizar que los legisladores tendrán conocimiento previo de aquello que será objeto de discusión y aprobación en la Asamblea.
Por otra parte, recordemos que en el acta 074 de la sesión del Pleno del Congreso que se examina, consta la petición del Diputado José Casas González en el sentido de modificar el orden del día para agregar el dictamen que culminó con el Decreto impugnado y que el asunto se inscribiera como de urgente y obvia resolución, lo que fue sometido a votación con doce votos a favor y cinco en contra, esto por lo que hace a la modificación de la lista; y por lo que toca a su calificación como de urgente y obvia resolución la votación fue de catorce votos a favor y seis en contra y que calificado en esos términos debía discutirse y votarse en la misma sesión. 
Hecho lo anterior, se sometió el dictamen a discusión en lo general, inscribiéndose algunas legisladoras para votar en contra y dos de ellas, Blanca Nieves Sánchez Arano y Naida Josefina Díaz Roca, además de votar en contra solicitaron se les comprobara que les fueron entregadas las iniciativas y el dictamen a su persona, a lo cual el Presidente de la Mesa Directiva les comunicó que el titular de la Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios les daría la información solicitada. Y en párrafos subsecuentes instruyó al mismo Secretario mostrara acuse de recibo del dictamen que se entregó por vía electrónica, así como que se entregara de manera impresa a cada diputado. 
De nueva cuenta, en las constancias remitidas por la autoridad no se localiza alguna que desvirtúe la denuncia que formularan las Diputadas, es decir, el comprobante de que las iniciativas y el dictamen les fuera entregado, incluida aquella referencia expresada por el Presidente del Congreso del acuse de recibo del dictamen entregado electrónicamente, esa constancia no está exhibida.
Aquí cabe reiterar lo expresado en los párrafos que anteceden en el sentido de que de la revisión a la página de Internet del Congreso del Estado de Morelos no se obtiene constancia que corresponda a lo solicitado y denunciado por las Diputadas. 
Peor aún, los términos del acta 074 en que se aprobó el Decreto no generan seguridad alguna en cuanto a la entrega del dictamen a todos los diputados por la ambigüedad de lo ahí manifestado, es decir, por lo siguiente: “El Presidente instruyó al Secretario de Servicios Legislativos y Parlamentarios, a fin de dar cumplimiento con lo solicitado por la diputada Blanca Nieves Sánchez Arano, mostrara (sic) acuse de recibo del dictamen que se entregó por vía electrónica y solicitó se le entregara de manera impresa a cada diputado integrante de la Quincuagésima Cuarta Legislatura.”.
De la lectura a ese párrafo no queda claro si el Presidente del Congreso pidió se entregara a cada diputado el acuse de recibo de entrega del dictamen o el dictamen; y al no existir prueba que demuestre que cada diputado tenía conocimiento del dictamen porque éste le fue entregado, se asume por cierta la argumentación en el sentido de que el dictamen no se les hizo llegar, más aún cuando de la lectura al Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos no prevé como medio de comunicación el electrónico, como para poder reconocerle validez a efecto de tener por informados o notificados a los legisladores respecto a la existencia de ese documento.
No es óbice a esta conclusión el hecho de que la modificación del orden del día haya sido favorable con doce votos, porque frente a esto se expresaron cinco votos en contra, señal de que una minoría parlamentaria no compartió la decisión adoptada; signo que demuestra la importancia de reconocer la participación de todas las fuerzas políticas dentro de un Poder Legislativo, con independencia de que prevalezca o no su postura.
Tampoco es obstáculo la circunstancia de que en la sesión se haya dado lectura al dictamen de que se trata, y que a partir de ello pudiera entenderse que eso subsana la falta de entrega del dictamen a los diputados, ya que esa lectura no equivale a su análisis, es decir, a su conocimiento previo que necesariamente debe llevarse a cabo para su examen y posterior votación.
Ligada a las violaciones ya detalladas se tiene el problema de la calificación como de urgente y obvia resolución, con un resultado favorable de catorce votos y seis en contra; pero el hecho de que eso haya sido aprobado por una mayoría no convalida la omisión de razonar, justificar o motivar ese calificativo, y de ordenar un receso para el examen del dictamen, algo que tampoco sucedió, esto es, del Semanario de los Debates, que con mayor extensión reproduce lo sucedido en la sesión claramente acredita que tal receso no existió, pese a que así lo exige el segundo párrafo del artículo 115 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos. 
Esto es, el dictamen tiene fecha de dos de junio de dos mil veinte y fue incorporado a la sesión de la Asamblea de la misma fecha y al tenerlo como de urgente y obvia resolución se votó en la misma sesión. Pero, para que esto sea legal porque cumple las formalidades que rigen al procedimiento legislativo, según las reglas que el propio Congreso se da, se requería que esa autoridad expresara las razones para calificar el dictamen como de urgente y obvia resolución, sin embargo, de la lectura al acta 074 no se tiene manifestación alguna en ese sentido.
Para ello se debe atender a lo dispuesto en el artículo 112 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos que prevé que podrán calificarse de urgente y obvia resolución por la asamblea, los asuntos que por su naturaleza así lo requieran, hipótesis normativa que exige una motivación, la expresión de razones que expliquen la naturaleza de la cuestión que justifique precisamente el calificativo de urgente y obvia resolución.
En otras palabras, cuando el propio legislador del Estado de Morelos en esa hipótesis normativa introdujo la frase “los asuntos que por su naturaleza así lo requieran” exige o requiere necesariamente de una explicación en ese sentido, que demuestre lo excepcional de la decisión; empero, como en otras constancias, en el acta 074 no refleja mayor argumentación que justifique esa calificación de urgente y obvia resolución.
En este sentido es importante tomar en cuenta la doctrina de este Tribunal Pleno en cuanto a la motivación que justifique la incorporación de un dictamen en el orden del día como un asunto de especial o urgente resolución.
La doctrina referida ha explicado que para el caso de notoria urgencia en la continuación del proceso legislativo con dispensa de trámites legislativos, se deben acreditar, por lo menos, las siguientes condiciones: a) la existencia de determinados hechos que generen una condición de urgencia en la discusión y aprobación de una iniciativa de ley o decreto; b) la relación medio-fin, esto es, que tales hechos necesariamente generen la urgencia en la aprobación de la iniciativa de ley o decreto de que se trate, pues de hacerse así, ello traería consecuencias negativas para la sociedad; y c) que tal condición de urgencia evidencie la necesidad de que se omitan ciertos trámites parlamentarios, sin que en ningún caso se traduzca en afectación a principios democráticos. 

En el expediente que nos ocupa no quedó demostrada ninguna de esas condiciones, por la sencilla razón de que no existió mayor explicación y, en consecuencia, valoración para inscribir el dictamen como de urgente y obvia resolución, circunstancia que no es menor ni aun cuando haya sido aprobado por catorce votos a favor, pues existieron seis votos de disidencia. 
Además, la redacción del artículo 112 del Reglamento permite la aplicación de los parámetros derivados de la doctrina de este Tribunal Pleno porque la decisión de calificar de urgente y obvia resolución un asunto es porque lo coloca en una situación excepcional y esa circunstancia es precisamente la que obliga a exponer razonamientos en ese sentido, de ahí la importancia que esta Suprema Corte ha dado al debate parlamentario en un régimen democrático.
Pensar lo contrario es vaciar de contenido los principios que rigen los trabajos de todo parlamento, que tendría que ser el primero en observar su normativa y segundo, porque como autoridad está obligada a respetar los principios de legalidad y seguridad jurídica.
Al respecto, es aplicable la jurisprudencia que a continuación se transcribe: 

“PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. CONDICIONES PARA QUE PUEDA ACTUALIZARSE LA URGENCIA EN LA APROBACIÓN DE LEYES Y DECRETOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). El artículo 31 de la Constitución Política del Estado de Baja California prevé que en los casos de urgencia notoria, calificada por mayoría de votos de los diputados presentes, el Congreso puede dispensar los trámites reglamentarios para la aprobación de las leyes y decretos, de lo que se colige que tal disposición es de naturaleza extraordinaria, por lo que no debe utilizarse de forma que permita a las mayorías parlamentarias aprobar una norma general sin la debida intervención de las minorías, pretextando o apoyándose en esa supuesta urgencia pues, eventualmente, dicha circunstancia puede provocar la anulación del debate de todas las fuerzas políticas representadas en el Congreso Estatal que todo procedimiento legislativo debe respetar en condiciones de libertad e igualdad. Por lo que deben existir, cuando menos, las siguientes condiciones para considerar que, en un determinado caso, se actualiza dicha urgencia: 1. La existencia de determinados hechos que generen una condición de urgencia en la discusión y aprobación de una iniciativa de ley o decreto. 2. La relación medio-fin, esto es, que tales hechos necesariamente generen la urgencia en la aprobación de la iniciativa de ley o decreto de que se trate, pues, de no hacerse de esta forma, ello traería consecuencias negativas para la sociedad, y, 3. Que la condición de urgencia evidencie la necesidad de que se omitan ciertos trámites parlamentarios, sin que esto se traduzca en afectación a principios o valores democráticos”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXV, mayo de 2007, P./J. 33/2007, página 1524, registro digital 172426).

De igual forma son aplicables por analogía las jurisprudencias que se reproducen a continuación:

“DISPENSA DE TRÁMITES LEGISLATIVOS EN EL ESTADO DE COLIMA. SU FALTA DE MOTIVACIÓN NO SE CONVALIDA POR LA VOTACIÓN DE LA MAYORÍA O UNANIMIDAD DE LOS INTEGRANTES DE LA LEGISLATURA. La circunstancia de que una propuesta de dispensa de trámites legislativos se apruebe por mayoría o unanimidad de votos, no es suficiente para convalidar su falta de motivación, máxime cuando incide negativamente en los principios democráticos que deben sustentar el actuar del Poder Legislativo. Además, las votaciones ocurridas durante el desarrollo del procedimiento no pueden servir como sustento para desestimar los conceptos de invalidez en los que se aduce la violación a los principios democráticos en un proceso legislativo”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXIX, abril de 2009, página 1110, registro digital 167520).
“DISPENSA DE TRÁMITES LEGISLATIVOS EN EL ESTADO DE COLIMA. PARA SU PROCEDENCIA DEBEN MOTIVARSE LAS RAZONES QUE LLEVAN A CALIFICAR UN ASUNTO COMO URGENTE. El artículo 48 de la Constitución Política del Estado de Colima prevé la dispensa de trámites legislativos en caso de notoria urgencia, la cual debe calificarse por las votaciones que para cada caso establece el capítulo XIV del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de la entidad. Sin embargo, no basta la aprobación de la moción de dispensa por la votación requerida para que ésta proceda, pues acorde con el principio democrático que debe informar la labor legislativa, es necesario que se expongan las razones que llevan a calificar un asunto como urgente, las cuales no pueden considerarse como sustento del actuar de los legisladores si no contienen argumentos objetivos encaminados a reforzar la dispensa de trámites, debiendo existir, cuando menos, las siguientes condiciones: a) la existencia de determinados hechos que generen una condición de urgencia en la discusión y aprobación de una iniciativa de ley o decreto; b) la relación medio-fin, esto es, que tales hechos necesariamente generen la urgencia en la aprobación de la iniciativa de ley o decreto de que se trate, pues de no hacerse así, ello traería consecuencias negativas para la sociedad; y, c) que tal condición de urgencia evidencie la necesidad de que se omitan ciertos trámites parlamentarios, sin que en ningún caso ello se traduzca en afectación a principios o valores democráticos”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXIX, abril de 2009, página 1109, registro digital 167521).
Aún más, este Pleno subraya que el artículo 115 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos cuando regula el aspecto de “urgencia” exige que el Presidente de la Mesa Directiva decrete un receso para el efecto de que los diputados conozcan el asunto a discutir y votar en su caso. Empero, ni del acta 074 de la sesión de dos junio de dos mil veinte, ni del Semanario de los Debates se advierte que el Presidente haya acatado esa obligación, por ende, no existió receso alguno, cuando su objetivo es precisamente lograr que los diputados se documenten e informen de la cuestión a debatir y así decidir su voto. Esta omisión sin duda alguna constituye violación al procedimiento legislativo que tiene efecto invalidatorio. 
No se debe confundir el término “receso” que utilizó el Diputado José Casas González cuando solicitó se modificara el orden del día, ya que la utilización de esa palabra correspondió al receso que ocurrió entre el veintinueve de mayo y el dos de junio que se retomó la sesión del Congreso, es decir, no es el receso a que se refiere el artículo 115
. 

Las violaciones arriba detalladas acreditan la violación a los principios de legalidad y de deliberación democrática, pues quedó anulada la posibilidad de analizar con la suficiente antelación el “Dictamen en sentido positivo de las iniciativas con proyecto de Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en Materia Político-Electoral y de Violencia Política por condición de género”, esto porque no hay constancia de que éste se haya entregado a los legisladores, aún y cuando se hubiese entregado en el momento de celebración de la Asamblea ya que eso confirma la inexistencia de ese plazo suficiente para su examen; aunado a que no existen razones objetivas y suficientes para su calificación como de urgente y obvia resolución, y porque no se decretó el receso que exige el artículo 115 del Reglamento; violaciones que sin duda se acreditan atendiendo a la normativa que el propio Congreso del Estado de Morelos se ha dado y a la doctrina de esta Suprema Corte que privilegia el respeto irrestricto a los principios de legalidad y de deliberación democrática.
Sobre el particular es ilustrativa la jurisprudencia que a continuación se reproduce: 

“LEY DE INSTITUCIONES Y PROCESOS ELECTORALES Y CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMARON DICHOS CUERPOS LEGALES FUE EMITIDO VIOLANDO LOS VALORES DE LA DEMOCRACIA REPRESENTATIVA (DECRETO 253 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 16 DE OCTUBRE DE 2006). Como el citado decreto fue aprobado con base en una supuesta urgencia que dio lugar a la dispensa de ciertos trámites del procedimiento legislativo previsto en la legislación del Estado de Baja California, lo que impidió que las distintas fuerzas políticas conocieran de la iniciativa planteada, en virtud de que fue presentada el mismo día en que se discutió, esto es, no se conoció previamente por los demás integrantes del Congreso, dispensándose por la mayoría el que fuera dictaminada por las Comisiones respectivas, no puede considerarse que la aprobación de tal decreto sea el resultado del debate democrático que debe existir en todo órgano legislativo, máxime cuando tampoco se justificó la supuesta urgencia, sin que la circunstancia de que algunos diputados de las distintas fuerzas políticas que integran el Congreso del Estado hicieran valer los argumentos que estimaran pertinentes, a favor y en contra de la iniciativa, subsane tal violación al procedimiento legislativo, ya que se actualizó dentro de la sesión el mismo día de su presentación, por lo que es evidente que el órgano legislativo no tuvo suficiente tiempo para conocer y estudiar dicha iniciativa legal y, por ende, para realizar un debate real sobre ella, en el que las minorías estuvieran en posibilidad de hacerse oír. Además, de la propia votación con la que fue aprobada la reforma (13 votos a favor, 12 en contra) se advierte que existió una mayoría parlamentaria que logró imponerse aprovechando un mecanismo legal que no fue instituido para tales fines, sino únicamente para casos excepcionales que razonablemente justifiquen la urgencia de su aprobación, y en los que deberán observarse los principios democráticos que deben regir todo debate parlamentario; máxime cuando se trata de normas generales bajo las cuales pretende llevarse a cabo el proceso electoral en el Estado que, por ende, inciden totalmente en el sistema democrático mexicano. Por consiguiente, de la evaluación global del procedimiento que condujo a la aprobación del Decreto 253 se advierte la existencia de violaciones procedimentales con un efecto de invalidación respecto del mismo, por haberse emitido violando los valores de la democracia representativa”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Jurisprudencia, tomo XXVI, diciembre de 2007, P./J. 35/2007, página 993, registro digital 170709).

Cabe subrayar que la revisión del proceso legislativo en todos sus aspectos es fundamental para un Tribunal Constitucional y para el orden que emana de la Constitución General, precisamente, porque es el componente jurídico que balancea la aplicación del derecho constitucional y la democracia, muy en lo específico aquella que salvaguarda la participación minoritaria que, en el caso, se representa con los partidos políticos. 

Sin duda para un Tribunal Constitucional es considerable ponderar y entender que hay circunstancias que la vida presenta cotidianamente y que justifican por ejemplo, decisiones como la cuestionada de calificar de urgente y obvia resolución un asunto; que disculpan el desprendimiento de las formas en demérito, en muchas ocasiones, de la calidad democrática de la discusión; sin duda puede haber circunstancias que justifiquen ese extremo, pero ello no impide que quede plasmado en el procedimiento legislativo con la motivación respectiva, esa necesidad de urgencia incluso, la inobservancia a las reglas de procedimiento que el propio Congreso ha aprobado, esto sólo puede ocurrir tratándose, por ejemplo, de catástrofes, pandemias o cualquier otra circunstancia que implique dar velocidad al trabajo legislativo, prescindiendo de algunos aspectos, si no fundamentales, por lo menos ordinales de los que se debe siempre estar presente. 

Aquí es importante apuntar que el hecho de que algunas de las legisladoras, al exponer las razones de su voto en contra, hayan podido expresar su inconformidad, no permite tener por subsanadas las violaciones cometidas. 
Es decir, si con esto se pretendiera concluir que no se afectaron los principios de legalidad y deliberación democrática, esto sería erróneo ya que quedan latentes las circunstancias que no permitieron que todos los legisladores hayan estado debidamente documentados e informados del dictamen que se aprobó. Por el contrario, esas voces disidentes demuestran los vicios denunciados, la inobservancia a las reglas que irónicamente, el propio Congreso de Morelos le ha dado para el correcto funcionamiento de la actividad legislativa. 
Lo correcto en todo Estado Democrático de derecho es vigilar el respeto irrestricto de las reglas que rigen en el procedimiento legislativo; ignorarlas es vaciar de contenido la propia actividad legislativa, en detrimento de los gobernados que exigen de sus legisladores, que aquellas leyes que producen sean producto de un trabajo informado y responsable de sus legisladores. 
3. El Decreto impugnado carece de dictamen propio. Los partidos políticos expresaron en los conceptos de invalidez que el Decreto seiscientos noventa es inconstitucional porque carece de dictamen, es decir, coinciden en el reclamo de los artículos 16 y 18 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos y, sobre esa base, manifiestan que la reforma a esas disposiciones carece de iniciativa porque todas aquellas que fueron objeto de dictamen se refieren a paridad de género y violencia política contra las mujeres, pero no exponen nada relativo al porcentaje para tener derecho a una curul por el principio de representación proporcional, no hay entonces ninguna justificación para haber modificado esos preceptos, de ahí la inconstitucionalidad del Decreto porque este segmento del dictamen carece a su vez de iniciativa, cuando el proceso legislativo tiene como su primer etapa la existencia de una iniciativa.
Es por ello que los partidos coinciden en que se violó el procedimiento legislativo porque la reforma a esas disposiciones no contó ni con iniciativa ni con dictamen; por ende, también se está ante una violación a los principios de legalidad y seguridad jurídicas.

Esta violación también se encuentra acreditada, por lo siguiente.
En el “Dictamen en sentido positivo de las iniciativas con proyecto de Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en Materia Político-Electoral y de Violencia Política por condición de género”, se da cuenta con diez iniciativas, información que a su vez reprodujo el Decreto seiscientos noventa publicado en el Periódico Oficial, segmento de ese documento transcrito a fojas sesenta a sesenta y tres de esta ejecutoria.
De igual forma en el dictamen hay un rubro titulado “Materia de las iniciativas” que es el siguiente: 

“(…). 

II. MATERIA DE LAS INICIATIVAS

A manera de síntesis de las iniciativas de los legisladores, proponen lo siguiente: 

El Diputado José Casas González, propone modificar diversas disposiciones del Código Electoral local para que, en lugar de una lista de candidatos a diputados por el principio de representación proporcional, sean dos, una de hombres y una de mujeres, esto con el propósito de lograr una efectiva paridad de género en la integración de la Legislatura, además de suprimir el derecho de los candidatos a Presidente Municipal y Síndico a competir como primer y segundo regidor en la misma elección.

La Diputada Dalila Morales Sandoval en esta primera iniciativa, propone modificar diversas disposiciones del Código Electoral local y de la Ley de Acceso a la Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en materia de Paridad de Género y de Violencia Política contra la Mujer en razón de género.

La Diputada Tania Valentina Rodríguez Ruiz en esta primera iniciativa, propone modificar y derogar diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, para armonizar el concepto de Violencia Política contra la mujer en razón de género, con la Ley general de la materia.

El Diputado Marcos Zapotitla Becerro, propone modificar diversas disposiciones de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y del Código Electoral locales, en materia de Paridad de Género y de Violencia Política contra la Mujer en razón de género y del derecho de los pueblos y comunidades indígenas para elegir a sus autoridades y representantes ante los ayuntamientos, de acuerdo con sus principios, normas y prácticas tradicionales, con el propósito de resarcir la deuda histórica hacia las mujeres y los pueblos y comunidades indígenas.

El Diputado Héctor Javier García Chávez, en esa primera iniciativa propone modificar diversas disposiciones del Código Electoral local para que, en primer lugar, se elimine el principio de sobrerrepresentación en los cabildos y agregar la facultad de que el IMPEPAC observe el principio de paridad de género en su integración.

Las Diputadas y Diputados, proponen, entre otras cosas, establecer de manera clara la obligación del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana de observar una integración paritaria en el Congreso del Estado y en los Cabildos Municipales, además de combatir de manera eficaz la violencia política de género en contra de las mujeres.

La Diputada Alejandra Flores Espinoza propone reformar y adicionar diversas disposiciones del Código Electoral local en un sentido similar a la propuesta de las y los Diputados, adicionar conceptos sobre la violencia política a la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos.

La Diputada Rosalinda Rodríguez Tinoco propone reformar y adicionar diversas disposiciones del Código Electoral local en un sentido similar a la propuesta de las y los Diputados, adicionar conceptos sobre la violencia política a la Ley de Acceso a la Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos.

Los (sic) Diputada Tania Valentina Rodríguez Ruiz, en representación del grupo parlamentario del Partido del Trabajo y el Diputado José Luis Galindo Cortez Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social, presentaron iniciativa de reforma a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos y de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, en materia político-electoral, con la finalidad de dar cumplimiento a todas aquellas acciones afirmativas en favor de las mujeres y grupos indígenas de nuestro Estado, garantizando su acceso a los órganos de representación popular, ambos con la finalidad de alcanzar una efectiva paridad de género, tanto en la postulación de candidaturas como en la integración del Congreso Local y de los Ayuntamientos que forman parte de nuestro Estado y devolver una efectiva representación a los morelenses ante el Poder Legislativo.

(…)”. 
De la lectura a esos segmentos, por lo que hace al Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos se acredita que el tema sustancial de la reforma es de paridad de género y de violencia política contra la mujer, pero no existe mayor referencia al porcentaje que rige para representación proporcional, en todo caso la cita a este principio obedece a la forma en la que se hará efectiva la paridad de género, pero no hay exposición sobre el aumento de porcentaje del tres al cuatro por ciento para tener acceso a una curul por representación proporcional. 
Otro aspecto a tomar en cuenta del dictamen consiste en que como su nombre lo indica, no sólo se enfocó a iniciativas para reformar leyes ordinarias sino que el primer apartado importante corresponde a reformas a la Constitución del Estado y de éstas interesa la del artículo 23 que si bien incorporó cambios sobre paridad, también incluyó modificación al porcentaje que debería obtener un partido político local para mantener el registro como tal, esto es, se proponía que pasara de un tres por ciento a un cuatro por ciento de la votación válida emitida. De este aspecto de la reforma a la Constitución local existe un apartado en el dictamen correspondiente a su valoración y se orienta básicamente en razones de austeridad, lo que se puede leer de la foja veintisiete a treinta y tres del dictamen que nos ocupa. 
El dictamen en esos términos fue sometido a votación en la asamblea en la multicitada sesión de dos de junio de dos mil veinte, y según el acta 074 obtuvo los votos correspondientes, pero como involucraba reforma constitucional el dictamen aprobado fue remitido a los treinta y tres ayuntamientos del Estado de Morelos para los efectos establecidos en los artículos 147 y 148 de su Constitución
, según se lee a foja sesenta y nueve de dicha acta.
Ahora bien, en el acta indicada consta la aprobación entonces del dictamen que incluía Constitución local y leyes ordinarias; sin embargo, en el oficio de ocho de junio de dos mil veinte que el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos dirige al Gobernador de la Entidad, por el cual le remite el Decreto para su publicación se lee el siguiente título: “Decreto por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos y, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad”, aprobado en la sesión iniciada el veintinueve de mayo, continuada los días dos y tres de junio de dos mil veinte.

En el propio oficio se aclara que con fundamento en el artículo 147, fracción I de la Constitución local y según la información recibida en el Congreso por parte de los ayuntamientos, no se colma la hipótesis prevista en esa disposición, es decir, se recibieron diecinueve documentos de ayuntamientos en los que no se aprueba la reforma constitucional a que se refería precisamente el dictamen e, incluso, el Decreto enviado para publicación en el segmento de antecedentes.
La descripción que precede demuestra que asiste la razón a los partidos políticos, pues, en efecto, la reforma a los artículos 16 y 18 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos carece de iniciativa y de dictamen, es decir, en el porcentaje para obtener una curul por el principio representación proporcional no existió iniciativa y, mucho menos, dictamen, esto pudo obedecer a que se hizo depender de la reforma constitucional en el rubro de porcentaje de votación válida emitida para mantener el registro como partido político, de eso sí hay iniciativa y dictamen. Sin embargo, como la reforma constitucional no prosperó con el voto de los ayuntamientos, ésta quedó excluida del Decreto seiscientos noventa, lo que confirma aún más que en el rubro de representación proporcional el Código reclamado carece de iniciativa y de dictamen. 
Esto no se subsana por el hecho de que el dictamen contenga un cuadro comparativo del cúmulo de disposiciones que fueron reformadas del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, esto es, el cuadro que se reproduce a partir de la página treinta y nueve del dictamen, que es un cuadro comparativo entre el artículo vigente y la propuesta y, en ellos, los artículos 16 y 18 reclamados en lo particular, ya que ese cuadro comparativo no puede hacer las veces de iniciativa, ni de dictamen, pues recordemos que éste se conforma por aquellas expresiones pormenorizadas de las consideraciones resultantes del estudio de la iniciativa, lo que incluye la exposición precisa de los motivos y fundamentos legales que justifiquen los cambios, según lo ordena la fracción III del artículo 106 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos; aunado a que todo procedimiento legislativo comienza con una iniciativa; y, en el caso, las iniciativas correspondientes a los ordenamientos distintos a la Constitución, se refirieron a paridad de género y violencia política contra las mujeres.
A esto tendríamos que agregar que cuando el Presidente de la Mesa Directiva declara como aprobado el dictamen expresó: “Las reformas legales en materia político-electoral contenidas en el presente decreto entrarán en vigor una vez que adquieran vigencia las reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, anteriormente mencionadas”. 
Esa transcripción evidencia aún más la inexistencia de iniciativa y de dictamen para aquellas disposiciones que en lo particular impugnan los partidos políticos, que corresponden a representación proporcional, regulada en el Código reclamado. 
Por lo razonado, esta violación al procedimiento legislativo también queda acreditada.

Las conclusiones que se adoptan no contradicen lo resuelto por este Pleno en la acción de inconstitucionalidad 40/2017 y sus acumuladas 42/2017, 43/2017, 45/2017 y 47/2017
, ya que si bien se planteó una problemática similar en relación con la entrega de las iniciativas a Comisiones, también lo es que la conclusión de no violación al procedimiento legislativo obedeció a que el dictamen en su momento analizado, contenía un examen pormenorizado de las iniciativas que lo conformaron y con ello fue que se tuvo por garantizado el conocimiento por parte de los Diputados de cada iniciativa; aunado a que en ese entonces los Diputados promoventes de la acción reconocieron que el proyecto de dictamen se les había enviado por correo electrónico, circunstancias que no se actualizan en el supuesto que ahora se examina, pues no existe tal análisis, es tan sólo un resumen de las iniciativas y no hay reconocimiento alguno en el sentido de que el dictamen en cuestión, se les haya enviado por correo electrónico. Y si bien el Partido de la Revolución Democrática expresó que el dictamen se hizo llegar por ese medio, también lo es que la autoridad demandada no demostró ese extremo, a pesar del requerimiento que se le formuló mediante proveído de treinta y uno de agosto de dos mil veinte, en el que expresamente se le indicó a la autoridad que las constancias faltantes están relacionadas con las violaciones de procedimiento aducidas en las acciones de inconstitucionalidad. 
Este último aspecto del segundo requerimiento a la autoridad legislativa, es otra nota distintiva del precedente aludido, ya que en éste se entiende que las constancias fueron suficientes al tenor de los conceptos de invalidez, lo que no ocurre en el caso en el que se está ante insuficiencia de documentales.
Tampoco afecta a esta conclusión que en la ejecutoria ya indicada no se haya tenido por acreditada la violación consistente en que los Diputados integrantes de Comisiones no fueron convocados a la sesión en que se aprobó el dictamen, ello porque ese documento en aquel asunto fue suscrito por la mayoría de los integrantes de cada comisión. La diferencia radica en que en el procedimiento legislativo que ahora nos ocupa, dos Legisladoras expusieron en la sesión de dos de junio de dos mil veinte, las ilegalidades cometidas ante Comisiones y, por ello, exigieron al Presidente de la Mesa Directiva acreditara ante el Pleno que las iniciativas y el dictamen de la misma fecha, les fue entregado, circunstancia que no quedó demostrada en el procedimiento legislativo, ni ante esta Suprema Corte a pesar del requerimiento preciso que se formuló a la autoridad demandada.
Una razón adicional que demuestra que lo considerado en la acción 40/2017 y sus acumuladas no es aplicable, consiste en que el dictamen que ahora se estudia, no sólo fue de reforma legal, sino constitucional y, en ese sentido, es contundente la regla del artículo 115 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, cuyo contenido ha quedado explicado; máxime que las violaciones cometidas en la sesión de dos de junio, difieren de lo que en su momento se denunció en las acciones ya citadas, pues en éstas la Junta Política y de Gobierno tuvo un papel importante en la programación y aprobación del dictamen, lo que no ocurrió en el sumario actual. 
En consecuencia, se está ante violaciones a los principios de legalidad y deliberación democrática que impactan en el producto final del Poder Legislativo, es decir, en el Decreto combatido, trascendieron a éste porque al no observar las formalidades que el propio Congreso se ha dado, la población no tiene seguridad jurídica alguna de que las leyes que le rigen son aprobadas acatando las reglas que tienen por objeto un trabajo parlamentario debidamente estudiado y reflexionado, en el que además, todas las voces políticas de la entidad hayan sido escuchadas, como reflejo de la pluralidad de ideas que hay en toda sociedad y con independencia del número de votos obtenidos. Es por eso que estamos ante violaciones que trascienden al Decreto cuestionado o combatido. 
En síntesis, todas las anteriores deficiencias implican un distanciamiento importante de las reglas y principios que deben respetarse en la actividad parlamentaria, sin que pueda solventarse bajo un mero argumento de las mayorías legislativas. 
Este Pleno subraya que en su doctrina ha determinado que la adopción de decisiones de mayoría, regla básica que permite resolver en última instancia las diferencias de opinión, es una condición necesaria de la democracia pero no por ello suficiente, esto es, no todo sistema que adopta la regla de la mayoría es necesariamente democrático; y que junto a la regla de la mayoría, hay que tomar en consideración el valor de representación política material y efectiva de los ciudadanos que tienen todos y cada uno de los grupos políticos con representación parlamentaria, así sean los más minoritarios, como viene a subrayar el artículo 41 constitucional, y el modo en que la aportación de información y puntos de vista por parte de todos los grupos parlamentarios contribuye a la calidad de aquello que finalmente se somete a votación. 

Por ende, el órgano legislativo, antes de ser un órgano decisorio, tiene que ser un órgano deliberante donde encuentren cauce de expresión las opiniones de todos los grupos, tanto los mayoritarios como los minoritarios. 

Lo anterior, toda vez que las reglas que disciplinan el procedimiento legislativo protegen el derecho de las minorías a influir y moldear en el transcurso de la deliberación pública aquello que va a ser objeto de la votación final y, por tanto, otorga pleno sentido a su condición de representantes de los ciudadanos. 

El cumplimiento de los principios deliberativos asegura que todos los representantes populares tengan una participación activa y eficaz en el procedimiento legislativo con el fin de respetar los principios de igual consideración y respeto a todas las opiniones, corrientes e ideas, cuya manifestación culmina con el acatamiento de la decisión de la mayoría. De igual forma, garantizan que la decisión final sea conforme a la deliberación plural e incluyente.

Por lo expuesto, y al resultar fundados los argumentos de los partidos políticos relativos a las violaciones al procedimiento legislativo, lo procedente es declarar la invalidez del Decreto impugnado, por lo que resulta innecesario emprender el estudio de los restantes conceptos de invalidez
. 

En similares términos se pronunció este Tribunal Pleno al conocer de las acciones de inconstitucionalidad 36/2013 y su acumulada 37/2013
; y las diversas 121/2017 y sus acumuladas 122/2017, 123/2017 y 135/2017
; y 43/2018
. 
***************
NOTA: En caso de que no se apruebe el estudio correspondiente a las violaciones en el procedimiento legislativo, a continuación se analiza el concepto de invalidez en el que se plantea violación al artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo de la Constitución Federal, es decir, porque el Decreto reclamado se promulgó durante la veda electoral a que se refiere esa disposición. 
El cual de aprobarse también provocaría la invalidez total de dicho Decreto.

SÉPTIMO. Tema 2. Violación a la veda electoral prevista en el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo de la Constitución General de la República. 

El Partido de la Revolución Democrática argumenta que el Decreto seiscientos noventa viola el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo, de la Constitución General, porque fue publicado dentro del plazo de noventa días que se establece como límite en dicha disposición. 

En efecto, según el artículo 160 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Morelos, el proceso electoral ordinario inicia en el mes de septiembre del año previo al de la elección, concretamente durante la primera semana de ese mes con la primera sesión del Consejo Estatal del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana; y que sobre esa base, el cómputo del plazo de noventa días previos al inicio del proceso electoral comenzó el tres de junio de dos mil veinte, en tanto que el Decreto combatido se publicó hasta el ocho de junio de ese año. Aunado a que contiene modificaciones legales fundamentales, por lo que se violó la prohibición constitucional indicada.

Asiste la razón al Partido Político; y para el examen de ese concepto de invalidez se observará lo considerado en la acción de inconstitucionalidad 145/2017 y su acumulada 146/2017
.

Al respecto, el artículo 105, fracción II, párrafo penúltimo, de la Constitución Federal, es del tenor siguiente:

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señala la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:

(…).

II. (…).

Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales fundamentales. 

(…)”. 

El precepto en cuestión prevé que las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse y que, durante el mismo, no podrá haber modificaciones legales fundamentales.

Sobre esa disposición este Tribunal Pleno ha sostenido en diversos precedentes que establece una obligación y una prohibición en torno a las leyes electorales, ya sean federales o locales, respecto de su promulgación, publicación y reforma
.

Asimismo se ha determinado que la obligación se encuentra relacionada con un límite temporal, pues se expresa en el sentido de que dichas normas deben ser promulgadas y publicadas en un plazo específico, esto es, noventa días antes del proceso en el que vayan a aplicarse; mientras que la prohibición se plantea en la lógica de que dichas leyes no pueden ser objeto de modificaciones fundamentales durante el tiempo señalado.

Lo anterior, con objeto de que las normas electorales puedan impugnarse y que la Suprema Corte de Justicia de la Nación esté en aptitud de resolver oportunamente las contiendas respectivas, esto es, antes del inicio del proceso electoral correspondiente, para que, de  esta forma, se garantice el principio de certeza que rige en la materia.

Ahora bien, para determinar si efectivamente se viola lo establecido en el artículo 105, fracción II, párrafo penúltimo, de la Constitución Federal, es necesario determinar si la modificación normativa realizada es o no fundamental, tanto dentro de los noventa días previos como iniciado  el proceso electoral
. 

Respecto al alcance de la expresión “modificaciones legales fundamentales”, prevista en el párrafo penúltimo de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Federal, este Tribunal Pleno señaló, al resolver la acción de inconstitucionalidad 83/2017 y sus acumuladas 88/2017, 89/2017, 91/2017, 92/2017, 96/2017 y 98/2017
, que será fundamental aquélla que tenga por objeto, efecto o consecuencia producir en las bases, reglas o algún otro elemento rector del proceso electoral una alteración al marco jurídico aplicable a dicho proceso, a través de la cual se otorgue, modifique o elimine algún derecho u obligación de hacer, no hacer o dar, para cualquiera de los actores políticos, incluyendo a las autoridades electorales. 

Así, las modificaciones legales no serán fundamentales, aun cuando se reformen preceptos que rigen el proceso electoral, si el     acto legislativo no afecta los elementos rectores señalados, de forma que repercuta en las reglas a observar durante el proceso electoral;   por consiguiente, si las modificaciones tienen como única finalidad precisar y dar claridad a los supuestos normativos correspondientes desde su aspecto formal, la reforma no tendrá el carácter señalado
.

En el caso, conforme a los criterios mencionados, el Decreto seiscientos noventa impugnado, contiene modificaciones fundamentales en el sistema electoral del Estado de Morelos, es decir, se trata de modificaciones que alteran sustancialmente disposiciones que rigen el proceso electoral en esa Entidad.

En efecto, de la lectura al Decreto que nos ocupa se acredita con toda contundencia que el legislador introdujo cambios principalmente sobre paridad de género y representación proporcional, pues por lo que hace a este último aspecto, entre otros supuestos, elevó el porcentaje de votación para que un partido político pueda tener derecho a espacios por representación proporcional; modificó el procedimiento de asignación de diputaciones por ese principio, así como modificó la fórmula para la designación de diputaciones; y por lo que hace a regidurías, también elevó el porcentaje para que los partidos políticos tengan derecho a participar en la distribución de éstas, con consecuentes cambios en la fórmula de asignación, entre otros aspectos relevantes.

Según se advierte, las reformas combatidas alteran el marco jurídico aplicable al proceso electoral en el Estado de Morelos, en tanto rediseñan las reglas sobre paridad y representación proporcional tanto para diputados como para regidurías. Por lo tanto, se trata de modificaciones legales fundamentales que inciden directamente en la posibilidad de participación de los partidos políticos en las elecciones   y la vida pública.

Precisado lo anterior, debe determinarse si dichas reformas se promulgaron y publicaron oportunamente, conforme a lo dispuesto     por el artículo 105, fracción II, párrafo penúltimo, de la Constitución Federal, para lo cual debe referirse la fecha en que inicia el proceso electoral en que se aplicarán.

Los párrafos primero y tercero del artículo 160 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos establecen lo siguiente:

“Artículo 160. El proceso electoral ordinario se inicia en el mes de Septiembre del año previo al de la elección y concluye con los cómputos y las declaraciones que realicen los Consejos Electorales o las resoluciones que, en su caso, emita en última instancia el órgano jurisdiccional correspondiente.

Para los efectos de este Código, el proceso electoral ordinario comprende las etapas siguientes:

I. Preparación de la elección;

II. Jornada electoral, y

III. Resultados y declaraciones de validez de las elecciones.

La etapa de preparación de las elecciones se inicia con la primera sesión del Consejo Estatal que celebre durante la primera semana del mes de Septiembre del año previo al de la elección al que corresponda el de la elección ordinaria y concluye al iniciarse la jornada electoral.

(…)”.

La disposición indica que el proceso electoral ordinario en el Estado de Morelos se inicia en el mes de septiembre del año previo al de la elección; y que la etapa de preparación de las elecciones se inicia con la primera sesión del Consejo Estatal del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, que celebre durante la primera semana del mes de septiembre del año previo al de la elección al que corresponda el de la elección ordinaria. 

De acuerdo con esa disposición si el proceso electoral inicia con la primera sesión del Consejo Estatal indicado, durante la primera semana del mes de septiembre, se debe partir del día uno del mes de septiembre, esto es, atendiendo a lo que la propia legislación electoral prevé, por tanto, la definición de ese día uno no puede estar sujeto situaciones fácticas o eventualidades que pudieran acontecer con motivo del inicio del proceso electoral. En este sentido, es aplicable en lo conducente, lo sustentado por este Tribunal Pleno en las acciones de inconstitucionalidad 55/2006 y 50/2017
. 

Lo antedicho además, en atención a la jurisprudencia P./J. 64/2001 que se reproduce a continuación:

“PROCESO ELECTORAL. PARA DETERMINAR JURÍDICAMENTE SU INICIO DEBE ATENDERSE A LA FECHA QUE ESTABLEZCA LA LEGISLACIÓN ELECTORAL ANTERIOR A LA REFORMA Y NO A AQUELLA CUYA CONSTITUCIONALIDAD SE CONTROVIERTE O A SITUACIONES FÁCTICAS. Para efectos de determinar si una norma general electoral fue emitida fuera del plazo permitido que establece el artículo 105, fracción II, inciso f), penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, cuando menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vaya a aplicarse o bien durante el mismo, para el cómputo de dicho plazo debe atenderse a la fecha que de acuerdo con la legislación electoral vigente, antes de las reformas, señale el inicio del proceso electoral, y no a situaciones fácticas, o eventualidades que pudieran acontecer con motivo del inicio de dicho proceso electoral, pues de admitir lo contrario se violaría el principio de certeza que se salvaguarda con el establecimiento del plazo fijado”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XIII, abril de 2001, P./J. 64/2001, página 876, registro digital 189900).

Sobre esa base, los noventa días previos a que se refiere el precepto de la Constitución Federal, corrieron del tres de junio al treinta y uno de agosto de dos mil veinte; y, por otra parte, el Decreto seiscientos noventa se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Morelos el ocho de junio de dos mil veinte.

De acuerdo con las fechas indicadas es claro que el Decreto combatido se publicó dentro de la veda electoral, es decir, cuando ya estaban transcurriendo los noventa días a que se refiere el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo de la Constitución Federal que ordena las leyes electorales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse.

No es obstáculo a esta conclusión el que según la página de Internet del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana
, el Consejo Estatal Electoral haya convocado a la sesión solemne con la que se dio inicio formal al Proceso Electoral Ordinario 2020-2021, para el siete de septiembre de dos mil veinte, a las doce horas, en virtud de que claramente se expresa “inicio formal”, lo que obedece a que el artículo 160 del Código Electoral ya citado, expresa que el proceso electoral da inicio en el mes de septiembre y que la etapa de preparación de las elecciones se abre con la primera sesión del Consejo Estatal que celebre durante la primera semana del mes de septiembre, esto es, el artículo señala indudablemente que el proceso inicia la primera semana, la que según se indicó comenzó con el día uno y concluyó el domingo seis de septiembre. Por tanto, el día siete corresponde a la segunda semana de septiembre y la sesión del Consejo Estatal Electoral es para efectos formales, por lo que no puede contradecir la regla expresa consistente en que el proceso electoral inicia la primera semana del mes de septiembre. 
Por tanto, se actualiza la violación a lo dispuesto en el artículo 105, fracción II, párrafo penúltimo constitucional porque el Decreto combatido se promulgó durante la veda electoral a que se refiere, que prohíbe al legislador realizar modificaciones legales fundamentales en los noventa días anteriores al inicio del proceso electoral, lo que provoca la invalidez total del Decreto seiscientos noventa.

*************************
NOTA: En el supuesto de que no se alcance una mayoría en los estudios correspondientes a violaciones al procedimiento legislativo y a la veda electoral, a continuación se estudian el resto de conceptos de invalidez.

OCTAVO. Preceptos reclamados. En las demandas de acción de inconstitucionalidad los partidos políticos formularon distintos conceptos de invalidez para impugnar, por una parte, el procedimiento legislativo del Decreto seiscientos noventa y, por la otra, cuestionaron de manera específica los artículos 15; 16, fracciones I, II, inciso a), V, VI, VII y XIII; 18, fracción I; y 179 Bis del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos reformados mediante ese Decreto.

Las disposiciones impugnadas se reproducen a continuación:
“Artículo 15. Para la elección de las Diputaciones, además de los distritos electorales uninominales, existirá una circunscripción plurinominal, constituida por toda la Entidad, en la que serán electas ocho diputaciones según el principio de representación proporcional, a través del sistema de lista estatal, integrada por hasta ocho candidatas y candidatos propietarios y sus respectivos suplentes del mismo género, en listado de prelación alternando fórmulas de género distinto de manera sucesiva, por cada partido político contendiente.

Las listas de representación proporcional que presenten los partidos políticos se integrarán por fórmulas de candidaturas compuestas cada una por un propietario y un suplente del mismo género. En cada lista se alternarán las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta agotar cada una de las listas. Posteriormente se intercalará la lista ‘A’ y la ‘B’, para crear la lista definitiva en términos del presente Código”.

“Artículo 16. Para la asignación de Diputadas y Diputados de representación proporcional se procederá respetando el principio de paridad de género, conforme a los siguientes criterios, fórmula de asignación, conceptos y principios:

I. Tendrán derecho a participar en la asignación de diputaciones de representación proporcional, los partidos políticos que por sí o en coalición registren candidaturas de mayoría relativa en cuando menos quince distritos uninominales y que, como partido político, hayan alcanzado por lo menos el cuatro por ciento de la votación estatal emitida.

Ningún partido político podrá contar con un número de diputaciones por ambos principios que representen un porcentaje del total de la Legislatura, que exceda en ocho puntos a su porcentaje de votación estatal emitida. Esta disposición no se aplicará al partido político que, por sus triunfos en distritos uninominales, obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del porcentaje de su votación estatal emitida más el ocho por ciento, en todo caso, deberá observarse que ningún partido político sobrepase de dieciséis diputaciones por ambos principios.

II. La aplicación de la fórmula se desarrollará observando el siguiente procedimiento:

a) Se asignará una diputación a cada uno de los partidos políticos que hayan alcanzado por lo menos el cuatro por ciento de la votación válida emitida;

b) En una segunda asignación, se distribuirán tantas diputaciones como veces contenga el cociente natural la votación obtenida por cada uno de los partidos políticos con derecho a ello, y

c) Si aún quedaren diputaciones por asignar, estas se repartirán en orden decreciente, atendiendo al resto mayor de cada partido político.

III. Cociente natural: es el resultado de dividir la votación válida emitida entre el número de Diputaciones de representación proporcional por asignar, en los términos de este Código;

IV. Cociente de distribución: Es el resultado de dividir la votación ajustada entre el número de Diputaciones de representación proporcional que quedan por asignar, una vez verificado el límite máximo de sobrerrepresentación, en los términos de este Código;

V. Lista "A": Relación de cuatro fórmulas de candidaturas a las diputaciones: propietario y suplente del mismo género, listados en orden de prelación alternando fórmulas de género distinto de manera sucesiva, a elegir por el principio de representación proporcional, de las cuales una deberá estar integrada por una fórmula de candidatura indígena;

VI. Lista "B": Relación de cuatro fórmulas de candidaturas a las diputaciones que no resultaron electos por el principio de mayoría relativa del distrito en que participaron, pero que alcanzaron a nivel distrital los mayores porcentajes de la votación local emitida, comparados respecto de otras fórmulas de su propio partido en esa misma elección; con la finalidad de garantizar la paridad de género, una vez que se determinó el primer lugar de ésta lista, el segundo lugar será ocupado por la fórmula del otro género con mayor porcentaje de la votación local emitida, e irán intercalando de esta manera hasta concluir la integración de la lista.

VII. Lista Definitiva, es el resultado de intercalar las fórmulas de candidaturas de las Listas "A" y "B". La definición del orden de la lista definitiva integrada por candidaturas de la lista “A” o “B”, corresponde exclusivamente a las dirigencias de los partidos. Dicha lista se integrará una vez obtenida la votación válida emitida o la votación ajustada según sea el caso;

VIII. Resto mayor: Es el remanente más alto entre los restos de las votaciones de cada partido, una vez hecha la distribución de espacios mediante cociente natural, el cual se utilizará cuando aún existan diputaciones por distribuir;

IX. Votación ajustada: es la que resulte de deducir de la votación válida emitida los votos a favor de los partidos políticos a los que se les dedujo Diputadas o Diputados de representación proporcional por rebasar el límite de sobrerrepresentación y por superar el techo de dieciséis Diputados por ambos principios;

X. Votación total emitida: es la suma de todos los votos depositados en las urnas en la elección de Diputaciones en todas las urnas del Estado de Morelos;

XI. Votación válida emitida: es la que resulte de deducir de la votación total emitida, los votos a favor de candidatos no registrados y los votos nulos. Servirá para determinar si los partidos políticos cumplen con el umbral de votación establecido en la Constitución;

XII. Votación estatal emitida: es la que resulte de deducir de la votación válida emitida, la votación a favor de los candidatos sin partido y los votos a favor de los partidos políticos que no alcanzaron el umbral de la votación válida emitida;

XIII. Concluida la asignación total del número de diputaciones por el principio de representación proporcional a cada uno de los partidos políticos que superaron el cuatro por ciento de la votación válida emitida, se verificará si en conjunto con el total de Diputadas y Diputados electos se cumple con el principio de paridad en la integración del Congreso, y

XIV. En caso de existir una integración de las diputaciones electas por ambos principios no paritaria, se deducirán tantas diputaciones electas por el principio de representación proporcional como sean necesarias del género sobrerrepresentado, y se sustituirán por las fórmulas del género subrepresentado, hasta agotar la lista.

Para este fin, se alternará a los partidos políticos que hayan recibido diputaciones por el principio de representación proporcional, empezando por el partido que recibió el menor porcentaje de votación estatal emitida, y de ser necesario, continuando con el partido que haya recibido el segundo menor porcentaje de la votación estatal emitida y así sucesivamente en orden ascendente hasta cubrir la paridad”.

“Artículo 18. La asignación de regidurías se sujetará a las siguientes reglas:

I. Se sumarán los votos de los partidos que hayan obtenido cuando menos el cuatro por ciento del total de los sufragios emitidos en el municipio correspondiente; el resultado se dividirá entre el número de regidurías por atribuir para obtener un factor porcentual simple de distribución, asignándose a cada partido, en riguroso orden decreciente, tantas regidurías como número de factores alcance hasta completar las regidurías previstas.

II. El Consejo Estatal deberá garantizar la paridad de género en la integración de los Cabildos siguiendo las siguientes reglas:

a). Verificará que una vez asignadas las regidurías se logre la integración paritaria;

b). En caso de no existir la integración paritaria se determinarán cuantas regidurías prevalecen del género sobrerrepresentado y se sustituirán por tantas fórmulas sea necesario del género subrepresentado;

c). Para este fin, se alternarán a los partidos políticos que hayan recibido regidurías por el principio de representación proporcional, empezando por el partido que recibió el menor porcentaje de votación emitida, y de ser necesario, continuando con el partido que haya recibido el segundo menor porcentaje de la votación emitida y así sucesivamente en orden ascendente hasta cubrir la paridad;

d). En términos de lo anterior, si a un partido se le deduce una regiduría de un género sobrerrepresentado, tendrá que ser sustituido por uno del género subrepresentado para cumplir la paridad, pero en todos los casos dicha sustitución deberá provenir de la lista de donde haya sido deducido, respetando la prelación.

Las vacantes de integrantes titulares de las regidurías, serán cubiertas por las o los suplentes de la fórmula electa respectivamente, que deberán ser del mismo género que el titular. Si la vacante se presenta respecto de la fórmula completa, será cubierta por aquella fórmula del mismo partido y género que siga en el orden de la lista respectiva.

III. Al momento de realizar la asignación de regidurías, el Consejo Estatal observará las disposiciones constitucionales relativas a la sobre y subrepresentación; para ello se deberá observar la misma fórmula establecida para la asignación de diputaciones por el principio de representación, y

IV. Ningún partido político podrá contar con más del sesenta por ciento de representación del total del Cabildo”.

“Artículo 179 Bis. Para evitar que a algún género le sean asignados los Distritos o Municipios en los que el partido político, coalición o candidatura común haya obtenido los porcentajes de votación más bajos y más altos en el proceso electoral local anterior, se establece el siguiente procedimiento:

El Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, deberá enlistar los distritos y municipios en los que cada partido político local postuló candidatos a Diputadas o Diputados o a miembros de los Ayuntamientos, dicho documento deberá ser proporcionado a los partidos políticos antes del inicio de las precampañas.

I. En el caso de candidatas o candidatos a miembros de los Ayuntamientos se deberán generar tres bloques los Municipios que hubiesen postulado candidatos, conforme a los porcentajes de votación con base en los resultados obtenidos en la elección inmediata anterior, de lo cual resultará un bloque de municipios con alto porcentaje de votación, un bloque intermedio de votación y un bloque de baja votación.

Si al hacer la división de municipios en los tres bloques señalados, sobrare uno, este se agregará al bloque de votación más baja, si restasen dos, se agregará uno al de votación más baja y el segundo al de votación más alta.

En los referidos bloques, el Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana verificará que la mitad de las candidaturas de Presidente Municipal, sean ocupadas por mujeres y la otra por hombres, y

II. Para la postulación de candidatas o candidatos a Diputaciones se deberán generar tres bloques, los Distritos que hubiesen postulado candidatos, conforme a los porcentajes de votación con base en los resultados obtenidos en la elección inmediata anterior, de lo cual resultará un bloque de distritos con alto porcentaje de votación, un bloque intermedio de votación y un bloque de baja votación.

Si al hacer la división de distritos en los tres bloques señalados, sobrare uno, este se agregará al bloque de votación más baja, si restasen dos, se agregará uno al de votación más baja y el segundo al de votación más alta.

En los referidos bloques, el Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana verificará que la mitad de las candidaturas que integran cada bloque sean ocupadas por mujeres y la otra por hombres”.

NOVENO. Tema 3. Porcentaje de asignación por el principio de representación proporcional en diputaciones y regidurías (umbral del 3% al 4%).
El Partido Socialdemócrata de Morelos considera que la reforma a los artículos 16, fracciones I, II, inciso a) y XIII, y 18, fracción I, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, al establecer un aumento del porcentaje para la asignación de diputaciones y regidurías por el principio de representación, viola los diversos 14, 16, 116, fracción II, 41, fracción I, 52, 54, 56 y 116, fracción II de la Constitución General, es decir, los principios de legalidad, seguridad jurídica, certeza, proporcionalidad, razonabilidad y representación proporcional.

En efecto, si bien los Congresos locales cuentan con libertad de configuración legislativa, también lo es que ésta no es absoluta, sino que debe apegarse a las particularidades exigidas por la Constitución Federal y por la propia Constitución local, situación que no se respetó porque en la reforma controvertida dejaron de observarse las medidas que garantizan una representatividad justa y proporcional en las fuerzas políticas minoritarias; es decir, argumenta que el legislador local dejó de valorar el principio de representación proporcional pues, al modificar el porcentaje exigido para acceder a una curul en el Congreso local, se hace nugatorio el acceso de las fuerzas minoritarias a ocupar una diputación por dicho principio, por lo que el incremento del porcentaje resulta desproporcional, infundado e injustificado en virtud de que fue tomado sin considerar las particularidades técnicas y jurídicas del Estado de Morelos.

Agrega que en el Estado de Morelos hay once partidos políticos registrados (cuatro con registro local y siete con acreditación), por tanto, ante la pluralidad de opciones políticas, el aumento del porcentaje señalado conllevaría que las fuerzas políticas minoritarias se coloquen en el supuesto de no alcanzar el umbral de votación requerido y, por ende, no logren acceder a una diputación por el principio de representación proporcional; y que se debe tomar en cuenta que ya existían limitaciones legales que dificultan el acceso de los partidos minoritarios a una curul por el principio de representación proporcional, pues en la Constitución local se establece que el Congreso de Morelos se compondrá de veinte diputados, siendo doce de mayoría relativa y ocho por el principio de representación proporcional; por ende, al existir once partidos políticos y solamente ocho diputaciones por el principio de representación proporcional, es que resulta imposible que las fuerzas políticas accedan a representar a la ciudadanía en el Congreso local.

Aún más, el partido político precisa que una ley electoral local no puede estar por encima de la Constitución Estatal, irregularidad existente en el caso porque el artículo 23, fracción II, de la Constitución ordena que “para mantener el registro el Partido Político Local deberá obtener al menos el tres por ciento de la votación válida emitida en la elección de Diputados, según lo dispuesto en la normatividad relativa”; es decir, el artículo 16 reclamado no guarda lógica con la Constitución local pues prevé que un partido político que obtenga menos del cuatro por ciento (4%) de la votación quede fuera de la repartición de diputaciones por el principio de representación proporcional pero pueda conservar su registro como partido político y siga participando en los procesos electorales.

Y que la misma problemática existe en el artículo 18 del Código reclamado, esto es, la disposición también aumenta del tres (3%) al cuatro por ciento (4%) del total de los sufragios emitidos para poder participar en la asignación de regidurías, lo que transgrede los derechos de las fuerzas minoritarias, ya que al aumentar el porcentaje referido minimiza las oportunidades de ocupar una regiduría por el principio de representación proporcional.

Por su parte el Partido de la Revolución Democrática introduce argumentaciones de la misma naturaleza, esto es, combate la regla de participar en la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional, prevista en el artículo 16 del Código Electoral impugnado al pasar del tres por ciento (3%) de la votación estatal efectiva al cuatro por ciento (4%), lo que atenta contra el sistema democrático protegido en la Constitución Federal. En otras palabras, el promovente sostiene que al modificar el porcentaje exigido para acceder a una curul en el Congreso local, se hace nugatorio el acceso de las minorías a ocupar una diputación por dicho principio, además de que tal incremento al umbral no encuentra justificación alguna, ni está fundado o motivado. Máxime que el principio de representación proporcional busca garantizar que las fuerzas políticas minoritarias logren acceder a cargos de elección popular y, de esa manera, haya pluripartidismo. 

De igual forma denuncia esa razón de inconstitucionalidad en el artículo 18 del Código combatido ya que el partido político argumenta que esa disposición mediante la cual se pasó del tres por ciento (3%) al cuatro por ciento (4%) del total de votación válida emitida, para poder participar en la asignación de regidurías, transgrede los derechos de las minorías y favorece a las mayorías, pues reduce las oportunidades de ocupar una regiduría por el principio de representación proporcional. 

Por último, Movimiento Ciudadano aduce que es inconstitucional el aumento de los umbrales de votación necesarios para acceder a una curul en el Congreso del Estado de Morelos y en los ayuntamientos, por el principio de representación proporcional; aunado a que se lleva a cabo con base en la votación estatal emitida y no en la votación válida emitida.
Asimismo argumenta que el aumento del umbral que originalmente se contemplaba modificar en la Constitución local, no fue aprobado; sin embargo, al contenerse en el mismo dictamen, el legislador no modificó dicho umbral en el Código reclamado y así lo dejó a pesar de que la Constitución no logró la reforma. Por tanto, existe una incongruencia en la propia normativa electoral del Estado que provoca no sólo un desorden, sino que el aumento en el porcentaje referido impide que los partidos políticos minoritarios tengan representación en el Congreso local, pues el cuatro por ciento (4%) hace imposible ese supuesto.
Y que lo mismo ocurre con la regidurías, es decir, sin respetar la esencia del principio de representación proporcional, el legislador modificó el umbral en cuestión, del tres por ciento (3%) para pasar a un cuatro por ciento (4%), cantidad que también impedirá a las fuerzas políticas minoritarias acceder a una regiduría por ese principio, por tanto, los artículos 16 y 18 son inconstitucionales. 
Agrega que otro motivo de inconstitucionalidad consiste en la diferencia en el porcentaje que se requiere a nivel constitucional para mantener el registro como partido político, es decir, para ello la Constitución del Estado prevé un tres por ciento (3%), empero, el Código Electoral de Morelos en los preceptos impugnados exige un cuatro por ciento (4%) para tener derecho a una diputación y a una regiduría por el principio de representación proporcional, a pesar de que la Suprema Corte ha fijado como criterio que debe existir coherencia entre el valor porcentual exigido para que los partidos políticos locales conserven su registro y el previsto como requisito para acceder a la asignación de un diputado de representación proporcional; así como para una regiduría por ese principio. Esto es, la demostración del mínimo de fuerza electoral para que un partido mantenga su reconocimiento legal, es condición imprescriptible para que también pueda ejercer su derecho a participar en el Congreso local con diputados de representación proporcional; y en los ayuntamientos con regidurías por ese principio. 
Finalmente subraya que no desconoce que las legislaturas locales cuentan con libertad de configuración legislativa en las reglas para en principio de representación proporcional, pero ello no significa que puedan desvirtuar la naturaleza de ese principio, por el contrario, debe tomar en cuenta que los partidos deben contar con una representación al menos minoritaria, pero suficiente para ser escuchados, para participar en la vida política del Estado. 
Los argumentos planteados son fundados toda vez que el aumento del porcentaje para que a un partido político le pueda ser asignada una diputación por el principio de representación proporcional es violatorio de la naturaleza de dicho principio, que busca garantizar la representación de las fuerzas políticas minoritarias; transgresión que también ocurre con aquellos partidos políticos que aspiran a obtener una regiduría por ese principio.
Al respecto, son múltiples los precedentes en los que este Tribunal Pleno ha examinado el sistema electoral mexicano
 y, dentro de éste, el principio de representación proporcional. Entre otros precedentes, se observará lo considerado en la acción de inconstitucionalidad 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017
, en la que entre otras cuestiones, se precisó lo siguiente:
a) Los artículos 41, 52, 54, 56, 116, 122 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano integran el marco general por el que se regula el sistema electoral mexicano, y prevén en diversas disposiciones los principios rectores para cada uno de los niveles de gobierno. 
b) Los diversos 52 y 54 de la Constitución Federal prevén, en el ámbito federal, los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, los cuales tienen como antecedente relevante la reforma de mil novecientos setenta y siete, conocida como “Reforma Política”, mediante la cual se introdujo el sistema electoral mixto que prevalece en nuestros días. 
c) Conforme a la teoría, el principio de mayoría consiste en asignar cada una de las curules al candidato que haya obtenido la mayor cantidad de votos en cada una de las secciones territoriales electorales en que se divide un país; la característica principal de este sistema es fincar una victoria electoral por una simple diferencia aritmética de votos en favor del candidato más aventajado, y este escrutinio mayoritario puede ser uninominal o plurinominal; de mayoría absoluta, relativa o calificada.
d) La representación proporcional es el principio de asignación de curules por medio del cual se atribuye a cada partido o coalición un número de escaños proporcional al número de votos emitidos en su favor; es muy difícil encontrarlo de manera pura, pues la mayor parte de los sistemas que lo utilizan, lo hacen en forma aproximada y combinándolo con el sistema de mayoría; la introducción de este principio obedece a la necesidad de dar una representación más adecuada a todas las corrientes políticas relevantes que se manifiestan en la sociedad, así como para garantizar, en una forma más efectiva, el derecho de participación política de la minoría y, finalmente, para evitar los efectos extremos de distorsión de la voluntad popular, que se pueden producir en un sistema de mayoría simple.
e) Los sistemas mixtos son aquellos que aplican los principios de mayoría y de representación proporcional, de distintas formas y en diversas proporciones, por lo que pueden ser de dominante mayoritario o proporcional, dependiendo de cuál de los dos principios se utilice con mayor extensión y relevancia.
f) En México, el sistema original fue el de mayoría, que se utilizó desde las Constituciones de mil ochocientos veinticuatro hasta la de mil novecientos diecisiete; la reforma constitucional de mil novecientos sesenta y tres introdujo una ligera variante llamada de ‘diputados de partidos’, que consistió en atribuir un número determinado de escaños a todos los partidos que hubieran obtenido un cierto porcentaje mínimo de la votación nacional, aumentando sucesivamente un diputado más según el porcentaje adicional de votos obtenidos a partir del mínimo fijado y hasta un límite máximo, y la diversa reforma de mil novecientos setenta y dos introdujo una pequeña modificación, que consistió en reducir el mínimo fijado para la acreditación de diputados y aumentar el límite máximo fijado para ello, pero el sistema de integración de la Cámara de Diputados siguió siendo de carácter mayoritario.
g) El sistema mayoritario resulta ser el más claro, porque permite la identificación del candidato y, además, propicia el acercamiento entre candidato y elector, con lo que puede permitirse al votante una elección más informada con respecto de la persona del candidato y menos sujeta a la decisión de un partido.
h) El sistema de representación proporcional tiene por objeto procurar que la cantidad de votos obtenidos por los partidos corresponda, en equitativa proporción, al número de curules a que tenga derecho cada uno de ellos y de esta forma facilitar que los partidos políticos que tengan un mínimo de significación ciudadana puedan tener acceso, en su caso, a la Cámara de Diputados para reflejar de la mejor manera el peso electoral de las diferentes corrientes de opinión.
i) La decisión del Órgano Reformador de la Constitución de adoptar el sistema mixto con predominante mayoritario a partir de mil novecientos setenta y siete ha permitido que este último se complemente con el de representación proporcional, ante lo cual, los partidos deben presentar candidatos tanto en los distritos electorales uninominales, como listas de candidatos en las circunscripciones plurinominales.
j) El término “uninominal” significa que cada partido político puede postular un solo candidato por cada distrito en el que participa, y el acreedor de la constancia (constancia de mayoría y validez) de diputado será el que obtenga la mayoría relativa de los votos emitidos dentro del distrito electoral de que se trate, por su parte, el de “circunscripción plurinominal” aparece con la citada reforma de mil novecientos setenta y siete, cuando surge la figura de la representación proporcional mediante un sistema de listas regionales que debían presentar cada uno de los partidos políticos, puesto que en cada una de las circunscripciones se eligen varios candidatos, de ahí que se utilice el término de plurinominal (que significa más de uno).
k) Con la reforma del quince de diciembre de mil novecientos ochenta y seis se determinó que se constituirían cinco circunscripciones electorales plurinominales en el país.
l) Por lo que se refiere a las entidades federativas, el artículo 116, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Federal obliga a los estados a integrar sus Legislaturas con diputados electos por ambos principios (mayoría relativa y representación proporcional), en tanto que la fracción IV del mismo dispositivo jurídico establece las bases o parámetros que regirán en los Estados en materia electoral, entre los que se encuentran las reglas aplicables a las elecciones locales, a las autoridades electorales estatales, a los partidos políticos en materia de financiamiento, uso de medios de comunicación social, límites y revisión de los recursos a los partidos políticos, y las relativas a las sanciones y faltas.
m) Las Legislaturas de los Estados deben introducir la representación proporcional en su sistema electoral local, aunque no tienen la obligación de adoptar, tanto para los Estados como para los Municipios, reglas específicas a efecto de reglamentar los aludidos principios de mayoría relativa y de representación proporcional, sino sólo de establecerlos dentro del ámbito local, de manera que cumplirán y se ajustarán al artículo 116 constitucional, antes mencionado, si adoptan los citados principios en su sistema electoral local.
n) Si bien el artículo 52 de la Constitución Federal establece el número de miembros que integrarán la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión conforme a los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, que equivalen a un sesenta y cuarenta por ciento, respectivamente, dicho dispositivo es aplicable únicamente al ámbito federal, pues se refiere de manera expresa a ese órgano legislativo, mientras que el artículo 116 de la propia Ley Fundamental es el que rige para el ámbito estatal y, por tanto, en él se establecen las bases a las que deben ceñirse las entidades federativas, y

o) Lo anterior no implica, de ningún modo, que ante la falta de una disposición expresa y tajante, los estados tengan libertad absoluta para establecer barreras legales, pues deben atender al sistema integral previsto por la Ley Fundamental y a su finalidad, por lo que deben tomar en cuenta la necesidad de las organizaciones políticas con una representación minoritaria pero suficiente para ser escuchadas, para que puedan participar en la vida política, aunque cada entidad debe valorar, de acuerdo con sus condiciones particulares, cuál es un porcentaje adecuado al efecto, siempre y cuando no se haga nugatorio el acceso a partidos que, en atención a su porcentaje de votación, reflejen una verdadera representatividad, cuestión que, en cada caso concreto, corresponderá determinar a la Suprema Corte mediante un juicio de razonabilidad, para verificar si el establecimiento de un porcentaje determinado es constitucional o no.

Pues bien, de lo señalado hay que resaltar para la resolución de este tema, básicamente lo precisado en los últimos cuatro párrafos precedentes, esto es, que la facultad de reglamentar los principios de mayoría relativa y de representación proporcional corresponde a las Legislaturas Estatales, las que, conforme al texto expreso del artículo 116 de la Constitución Federal, deben considerar en su sistema ambos principios de elección.

Ahora, conviene referir que el diez de febrero de dos mil catorce, se introdujeron trascendentes reformas a la Constitución Federal, en las que se modificaron diversas reglas del sistema electoral en nuestro país, a esta reforma se le conoce también como la reforma político-electoral; entre tales reformas destaca la realizada al artículo 116, en donde se modificaron diversas disposiciones en el ámbito estatal, destacando (en lo que nos ocupa) la reforma a la fracción II, en lo tocante al principio de representación proporcional en la integración de los Congresos de los Estados.

En efecto, el artículo 116, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente, señala: 

“Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:

(…).
II. El número de representantes en las legislaturas de los Estados será proporcional al de habitantes de cada uno; pero, en todo caso, no podrá ser menor de siete diputados en los Estados cuya población no llegue a 400 mil habitantes; de nueve, en aquellos cuya población exceda de este número y no llegue a 800 mil habitantes, y de 11 en los Estados cuya población sea superior a esta última cifra.

(REFORMADO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014)

Las Constituciones estatales deberán establecer la elección consecutiva de los diputados a las legislaturas de los Estados, hasta por cuatro periodos consecutivos. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.

(REFORMADO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014)

Las legislaturas de los Estados se integrarán con diputados electos, según los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes. En ningún caso, un partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida. Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos uninominales obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento. Asimismo, en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales.

(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE AGOSTO DE 2009)

Corresponde a las legislaturas de los Estados la aprobación anual del presupuesto de egresos correspondiente. Al señalar las remuneraciones de servidores públicos deberán sujetarse a las bases previstas en el artículo 127 de esta Constitución.

(ADICIONADO, D.O.F. 24 DE AGOSTO DE 2009)

Los poderes estatales Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los organismos con autonomía reconocida en sus constituciones locales, deberán incluir dentro de sus proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que se propone perciban sus servidores públicos. Estas propuestas deberán observar el procedimiento que para la aprobación de los presupuestos de egresos de los Estados, establezcan las disposiciones constitucionales y legales aplicables.

(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE MAYO DE 2008)

Las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan sus leyes. La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad. Asimismo, deberán fiscalizar las acciones de Estados y Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. Los informes de auditoría de las entidades estatales de fiscalización tendrán carácter público.

(ADICIONADO, D.O.F. 7 DE MAYO DE 2008)

El titular de la entidad de fiscalización de las entidades federativas será electo por las dos terceras partes de los miembros presentes en las legislaturas locales, por periodos no menores a siete años y deberá contar con experiencia de cinco años en materia de control, auditoría financiera y de responsabilidades. 

(ADICIONADO, D.O.F. 27 DE MAYO DE 2015) 

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Legislatura del Estado, a más tardar el 30 de abril. Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación cuando medie solicitud del Gobernador, suficientemente justificada a juicio de la Legislatura.

(ADICIONADO, D.O.F. 9 DE AGOSTO DE 2012)

Las Legislaturas de los Estados regularán los términos para que los ciudadanos puedan presentar iniciativas de ley ante el respectivo Congreso.

(…)”.
Ese precepto constitucional ordena que el número de representantes en las legislaturas de los Estados será proporcional al de habitantes de cada uno; que dichas legislaturas se integrarán con diputados electos, según los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes; que en ningún caso, un partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida. Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos uninominales obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento. Asimismo, indica que en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido, menos ocho puntos porcentuales.

De la exposición de motivos que dio origen a la reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce, se advierte que el Constituyente Permanente tomó en cuenta los criterios antes referidos y, al respecto, consideró necesario que todos los elementos de la proporcionalidad electoral se consagren en forma expresa y amplia en el texto mismo de la fracción II del artículo 116 de la Constitución Federal. Para que, la presencia de este sistema electoral se haga efectiva de forma clara y perceptible, como uno de los dos integrantes de la formación de los cuerpos legislativos locales, con peso específico en los mismos e influencia real de representación y no meramente simbólica. 
Asimismo, que si bien las Legislaturas estatales gozan de cierta libertad para moverse dentro del compás de formas de representación proporcional, lo cierto es que, no se debe llegar al extremo de que la forma aceptada minimice el principio y lo coloque en situación meramente simbólica o carente de importancia en la Legislatura, como mera figura decorativa, o lo aleje considerablemente del centro de gravedad de la proporcionalidad natural, al permitir, por ejemplo, que con un pequeño número de votos se alcance una cantidad considerable de escaños, o que con gran cantidad de votos sólo se consigan unas cuantas curules. Así entonces, si bien al regular un sistema electoral mixto, las Legislaturas de los estados tienen facultad absoluta para combinar los sistemas de elección de mayoría relativa y de representación proporcional, para determinar los porcentajes de votación, el número de diputados de mayoría relativa y de representación proporcional que integren los Congresos locales, el número de distritos electorales en que se divida la entidad federativa o la fórmula electoral a aplicarse para la asignación de diputaciones de representación proporcional; también están obligadas a contemplar en las normas electorales locales un límite a la sobre representación, que incuestionablemente es una de las bases fundamentales indispensables para la observancia del principio.

Consecuentemente, para el caso debe destacarse por una parte, que el principio de representación proporcional tiene la finalidad de atribuir a cada partido político el número de escaños que corresponda a los votos emitidos a su favor, para lograr una representación más adecuada y garantizar, de forma adecuada, el derecho de participación política de las minorías y, por otra, que las legislaturas locales tienen la facultad de reglamentarlo, conforme al texto expreso del artículo 116 de la Constitución Federal. 

El precepto constitucional en cita pone de relieve que las legislaturas de los Estados se integrarán con diputados electos por los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes; en ningún caso, un partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida, aunque esto no se aplicará al partido político que, por sus triunfos en distritos uninominales, obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento y, en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales.

En síntesis, siempre que respete los parámetros apuntados, el legislador local tiene libertad para configurar la forma en que operará el principio de representación proporcional al interior del Congreso Estatal.

Ahora bien, los artículos 16, fracciones I, II, inciso a) y XIII; así como 18, fracción I del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, prevén respectivamente, que tendrán derecho a participar en la asignación de diputaciones de representación proporcional, los partidos políticos que por sí o en coalición registren candidaturas de mayoría relativa en cuando menos quince distritos uninominales y que, como partido político, hayan alcanzado por lo menos el cuatro por ciento de la votación estatal emitida; y que para la asignación de regidurías se sumarán los votos de los partidos que hayan obtenido cuando menos el cuatro por ciento del total de los sufragios emitidos en el municipio correspondiente.
Por su parte, los diversos 23, fracción II y 24, párrafo segundo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos prevén lo siguiente:
“Artículo 23. Los procesos electorales y de participación ciudadana del Estado, se efectuarán conforme a las bases que establecen la presente Constitución y las Leyes de la materia y se sujetarán a los principios de constitucionalidad, certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, equidad, objetividad, definitividad, profesionalismo, máxima publicidad y paridad de género.

(…).
II. Los Partidos Políticos son Entidades de Interés Público, tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, promover la paridad de género, contribuir a la integración de la representación estatal política y como organizaciones ciudadanas, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulen y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. En la postulación de sus candidaturas, se observará el principio de paridad de género. Para mantener el registro el Partido Político Local deberá obtener al menos el tres por ciento de la votación válida emitida en la elección de Diputados, según lo dispuesto en la normatividad relativa.

La Ley normativa aplicable, determinará las normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral, los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden. Los Partidos Políticos sólo se constituyen por ciudadanos sin intervención de organizaciones gremiales, o con objeto social diferente y sin que haya afiliación corporativa. La Ley normativa establecerá las reglas para la constitución, registro, vigencia y liquidación de los Partidos Políticos.

(…)”.

“Artículo 24. El Poder Legislativo se deposita en una Asamblea que se denomina Congreso del Estado de Morelos, integrada por doce Diputadas y Diputados electos por el principio de mayoría relativa, mediante el sistema de Distritos Electorales Uninominales y por ocho Diputadas y Diputados que serán electos según el principio de representación proporcional, mediante el sistema de listas votadas en una sola circunscripción territorial conformadas de acuerdo con el principio de paridad y encabezadas alternadamente entre mujeres y hombres. El territorio del Estado comprenderá una circunscripción plurinominal única.

Al Partido Político que obtenga en las respectivas elecciones el tres por ciento de la votación válida emitida para Diputados, se le asignará una diputación por el principio de representación proporcional, independientemente de los triunfos de mayoría que hubiese obtenido.

(…)”.

Esas disposiciones prevén en la parte que interesa, respectivamente, que para mantener el registro el partido político local deberá obtener al menos el tres por ciento (3%) de la votación válida emitida en la elección de diputados, según lo dispuesto en la normatividad relativa; que el Poder Legislativo se integra por doce diputadas y diputados electos por el principio de mayoría relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales y por ocho diputadas y diputados electos según el principio de representación proporcional; y que al partido político que obtenga en las respectivas elecciones el tres por ciento (3%) de la votación válida emitida para diputados, se le asignará una diputación por el principio de representación proporcional, independientemente de los triunfos de mayoría que hubiese obtenido.

También es oportuno indicar que de la consulta a la página de Internet del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, ya citada, en esa Entidad Federativa se encuentran registrados once partidos políticos, siete de carácter nacional y cuatro locales.
Precisado lo anterior, como se apuntó, los conceptos de invalidez son fundados porque el incremento de un tres por ciento (3%) a un cuatro por ciento (4%) del umbral para acceder a una diputación plurinominal resulta inconstitucional porque desconoce la finalidad del principio de representación proporcional que tiene por objetivo garantizar de manera efectiva la pluralidad en la integración de los órganos legislativos, pues permite que éstos se integren por partidos minoritarios, por las siguientes razones:
Primera razón. Porque el sistema de representación proporcional en el Estado de Morelos es incongruente, es decir, el artículo 24, segundo párrafo de la Constitución del Estado establece que al partido político que obtenga en las elecciones el tres por ciento (3%) de la votación válida emitida para diputados, se le asignará una diputación por el principio de representación proporcional. Sin embargo, el artículo 16, segundo párrafo del Código Electoral reclamado prevé que tendrán derecho a participar en la asignación de diputaciones de representación proporcional, los partidos políticos que hayan alcanzado por lo menos el cuatro por ciento (4%) de la votación estatal emitida, esto es, existe una diferencia de un punto entre el porcentaje que prevé la Constitución frente al del Código, incongruencia que atenta contra el principio de certeza en materia electoral, pues aunque se trate de disposiciones de distinto rango en el Estado de Morelos, su diferencia no genera seguridad jurídica porque da la pauta a que se aplique un porcentaje u otro; o a que se interprete cuál es el que debe prevalecer, cuando por razón de ese principio, toda hipótesis normativa debe ser de tal claridad que no genere situaciones de incertidumbre o de duda.

Segunda razón. Porque esta Suprema Corte ha emitido criterio en el sentido de que la representatividad de los partidos políticos se vincula con la votación que les permite conservar su registro, esto es, en la acción de inconstitucionalidad 45/2015 y sus acumuladas 46/2015 y 47/2015
, reconoció una relación de eficacia entre el porcentaje que se exige para acceder a una diputación y el que se establece para conservar un registro; así, en ese precedente se sostuvo lo siguiente:
“(…).

En nuestro país, se estableció el sistema de asignación de curules por el principio de representación proporcional, con la finalidad de ver reflejada la representatividad de todas las fuerzas políticas, en las asambleas populares, de suerte que pueda generarse, en el seno de las mismas, un verdadero parlamento deliberativo. 

Asimismo, en nuestro país se establece como principal vía para la expresión de las fuerzas, tendencias o ideologías políticas, el sistema de los partidos políticos, debido a la importancia que se les atribuye en términos de los primeros dos párrafos de la base I del artículo 41 constitucional.

(…).

En este sentido, debe tomarse en cuenta que en el artículo 116, fracción IV, inciso f) de la Constitución Federal, el partido político local que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o Legislativo locales, le será cancelado el registro; por lo que en concepto de este Alto Tribunal, ello implica que ese mismo porcentaje debe considerarse como parámetro mínimo para la obtención de una diputación de representación proporcional a nivel local.

(…)”.

Criterio que fue reiterado en las acciones de inconstitucionalidad 55/2016
 y 83/2017 y sus acumuladas
, en las que se razonó que debe existir coherencia entre el valor porcentual exigido para que los partidos políticos locales conserven su registro, y el previsto como requisito para acceder a un diputado de representación proporcional. Ejemplo de ello, es lo razonado en el primero de esos expedientes, en donde se expuso:
“(…).
129. Este Tribunal Pleno, al resolver la acción de inconstitucionalidad 45/2015 y sus acumuladas 46/2015 y 47/2015, (antes 38/2015 y sus acumuladas 45/2015, 46/2015 y 47/2015), en su sesión pública correspondiente al diez de septiembre de dos mil quince, estableció el criterio en el sentido de que debe existir coherencia entre el valor porcentual exigido para que los partidos políticos locales conserven su registro, y el previsto como requisito para acceder a la asignación de un diputado de representación proporcional, porque la demostración del mínimo de fuerza electoral para que un partido mantenga su reconocimiento legal, es condición imprescindible para que también pueda ejercer su derecho a participar en el congreso local con diputados de representación proporcional.

(…)”.

En el caso, el sistema es inconstitucional porque no se reconoce esa relación de eficacia, se ignora la coherencia que debe existir entre un porcentaje y otro, pues la Constitución exige como porcentaje para conservar el registro como partido político el tres por ciento (3%) de la votación válida emitida en la elección de diputados, en cambio el artículo 16, fracción I reclamado exige haber alcanzado el cuatro por ciento (4%) de la votación estatal emitida, con lo que indudablemente el legislador del Estado de Morelos desconoció que la representatividad de un partido político depende precisamente del número de votos que obtenga para conservar el registro, y esto explica la coherencia que como principio ha establecido este Alto Tribunal, pues con ello se da consistencia al sistema, pues los partidos políticos que conserven su registro o cuenten con acreditación tienen derecho a participar en el procedimiento de asignación de diputaciones por representación proporcional, lo que se hace nugatorio con el cuatro por ciento (4%) que exige el Código reclamado.
En otras palabras, el parámetro de representatividad que se establece para conservar el registro de un partido político, es equivalente al grado de representatividad mínima que se exige para obtener un espacio en el Congreso local, esto es, para formar parte de ese cuerpo legislativo y participar en la vida política de la Entidad, lo que resulta de suma importancia para aquellas fuerzas políticas catalogadas como minoritarias, pues es la forma de asegurar una pluralidad de opiniones en el Poder Legislativo de los Estados.

Similar violación se encuentra en el diverso 18 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos que corresponde a la asignación de regidurías, ya que en su fracción I ordena que para llevar a cabo ese acto se seguirán entre otras reglas, la consistente en que se sumarán los votos de los partidos políticos que hayan obtenido cuando menos el cuatro por ciento (4%) del total de los sufragios emitidos en el municipio correspondiente, porcentaje el anterior que desconoce los fines que persigue el sistema de representación proporcional.
Al respecto, se toman en cuenta los razonamientos expresados por este Tribunal Pleno en la acción de inconstitucionalidad 63/2009 y sus acumuladas 64/2009 y 65/2009
, en donde se estableció que el principio de representación proporcional en el ámbito municipal debe orientarse bajo observando las finalidades que éste tiene para la integración de los órganos legislativos, sin que esto signifique que para los límites deba acudirse a aquellos de sobre y sub representación que la Constitución Federal fija para la integración de los Congresos locales.
En efecto, en ese precedente se sostuvo que el artículo 115, fracciones I, primer párrafo y VIII, primer párrafo, de la Constitución Federal
, señala que las entidades federativas tendrán como base de su división territorial y de su organización política y administrativa al municipio libre; que cada municipio será gobernado por un ayuntamiento electo popular y directamente, el cual se integrará por un presidente y el número de síndicos y regidores que la legislación local determine, de conformidad con el principio de paridad; que el gobierno municipal se ejercerá exclusivamente por el Ayuntamiento; y asimismo, se advierte que se establece un imperativo para las autoridades legislativas locales, consistente en que al expedir sus leyes electorales deberán introducir el principio de representación proporcional para la elección de los ayuntamientos de los municipios que conforman la entidad.

Que del indicado precepto constitucional se tiene que el municipio es la célula primaria territorial, política y administrativa en los Estados, por lo que es el primer nivel de gobierno que entra en contacto con la ciudadanía  asentada en él, de ahí que corresponda a sus habitantes elegir de manera directa a los funcionarios que deberán conformar el órgano de gobierno municipal.

Que los miembros de los ayuntamientos que hayan resultado electos como tales, integran el órgano de gobierno municipal y representan los intereses de una comunidad municipal determinada, por tanto, el principio de representación proporcional que se instituye para los municipios, tiene como finalidad el que los partidos políticos contendientes en una elección municipal cuenten con un grado de representatividad, que deberá ser acorde a su presencia en los municipios que integren a la entidad federativa correspondiente, lo anterior, en atención al carácter nacional y estatal de los partidos políticos que contienden en las elecciones municipales.

Y que en esta tesitura, el establecimiento del sistema de representación proporcional en el ámbito municipal, debe atender a los mismos lineamientos que la Constitución Federal señala para la integración de los órganos legislativos, esto es, que los partidos políticos que cuenten con cierto grado de representatividad estatal puedan acceder al órgano de gobierno municipal, lo que no implica, desde luego, que se limite la representación integral y genérica de los intereses de una concreta colectividad, ni que éstos se subordinen a lo que ocurra en otros municipios.

Estas consideraciones quedaron plasmadas en la jurisprudencia P./J. 19/2013 (9a.), que a continuación se reproduce:

“REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. AL INTRODUCIR ESTE PRINCIPIO EN EL ÁMBITO MUNICIPAL, SE DEBE ATENDER A LOS MISMOS LINEAMIENTOS QUE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL SEÑALA PARA LA INTEGRACIÓN DE LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS. El artículo 115, fracciones I, párrafo primero y VIII, párrafo primero, de la Constitución Federal señala que las entidades federativas tendrán como base de su división territorial y de su organización política y administrativa al Municipio Libre; que cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento electo popular y directamente, el cual se integrará por un presidente y el número de síndicos y regidores que la legislación local determine; que el gobierno municipal se ejercerá exclusivamente por el Ayuntamiento y que las autoridades legislativas locales, al expedir sus leyes electorales, deberán introducir el principio de representación proporcional para la elección de los Ayuntamientos de los Municipios que conforman la entidad. Ahora bien, como puede advertirse del indicado precepto constitucional, el Municipio es la célula primaria territorial, política y administrativa en los Estados, por lo que es el primer nivel de gobierno que entra en contacto con la ciudadanía asentada en él; de ahí que corresponda a sus habitantes elegir directamente a los funcionarios que deberán conformar el órgano de gobierno municipal. Así, los miembros de los Ayuntamientos que hayan resultado electos como tales, integran el órgano de gobierno municipal y representan los intereses de una comunidad municipal determinada, por tanto, el principio de representación proporcional que se instituye para los Municipios, tiene como finalidad que los partidos políticos contendientes en una elección municipal cuenten con un grado de representatividad que deberá ser acorde a su presencia en los Municipios que integren a la entidad federativa correspondiente, lo anterior, en atención al carácter nacional y estatal de los partidos políticos que contienden en las elecciones municipales. En efecto, el principio de representación proporcional previsto para la conformación de los órganos legislativos, se instituyó para dar participación a los partidos políticos con cierta representatividad en la integración de dichos órganos, para que cada uno de ellos tenga una representación proporcional al porcentaje de su votación total y evitar la sobrerrepresentación de los partidos dominantes, lo que implica que los institutos políticos tengan cierto grado de representatividad a nivel estatal, puesto que en su caso, conformarán precisamente un órgano de Gobierno Estatal. En esta tesitura, el establecimiento del sistema de representación proporcional en el ámbito municipal debe atender a los mismos lineamientos que la Constitución Federal señala para la integración de los órganos legislativos, esto es, que los partidos políticos que cuenten con cierto grado de representatividad estatal puedan acceder al órgano de gobierno municipal, sin que ello signifique que se limite la representación integral y genérica de los intereses de una concreta colectividad, ni que éstos se subordinen a lo que ocurra en otros Municipios”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, libro XX, mayo de 2013, tomo 1, P./J. 19/2013 (9a.), página 180, registro digital 159829).

Cabe apuntar que este Tribunal Pleno al conocer de la contradicción de tesis 382/2017
, enfatizó que la condicionante constitucional consiste en que las normas que regulen la integración de los ayuntamientos por medio de los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, no estén configuradas de manera que éstos pierdan su operatividad o funcionalidad en el sistema representativo municipal; además de indicar que no debe acudirse a los límites de sobre y sub representación que se fijan para la integración de los Congresos locales. En todo caso, lo que importa de este precedente es que los Congresos locales deben procurar que esos sistemas en realidad se observen y sean eficaces en la conformación de las autoridades de los ayuntamientos
.
En ese contexto, es inconstitucional el artículo 18, fracción I del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, por cuanto señala que la asignación de regidurías se observará como primera regla el que se sumarán los votos de los partidos políticos que hayan obtenido cuando menos el cuatro por ciento (4%) del total de los sufragios emitidos en el municipio correspondiente, pues con ese porcentaje se cierra la posibilidad de que todos los partidos políticos con una representación minoritaria accedan a una regiduría en los ayuntamientos, cuando la finalidad del principio es la de reconocer un grado de representatividad, acorde a su presencia en el municipio de que se trate, de ahí que por las razones expuestas en el primer segmento de este considerando, por lo que hace al artículo 16 del Código reclamado, es que se aplica al tema de representación proporcional en regidurías, esto por la relación de eficacia que existe entre el umbral para participar en asignación de cargos de representación proporcional y la representatividad mínima con la que cuentan los partidos políticos para conservar su registro. 
Por último, se estima necesario apuntar que de acuerdo con el artículo 18 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos
, el número de regidurías oscila en tres, cinco, siete, nueve y once, diseño que como se advierte puede significar limitaciones para acceder a cargos de representación proporcional, por lo mismo, ante la existencia de esa regulación, no hay razón que justifique un aumento en el umbral a que se refiere el diverso 18, fracción I del Código reclamado; aunado a que, según se apuntó, son once institutos políticos los que compiten en el Estado, lo que reduce la posibilidad de obtener espacios de representación proporcional.
De ahí que no es razonable incrementar el porcentaje impugnado pues dificulta la posibilidad de acceder a una regiduría por el principio de representación proporcional, esto es, quedarán fuera de esa posibilidad aquellos que no alcancen el cuatro por ciento (4%) a que se refiere la norma, porcentaje que de acuerdo calcula sobre el total de los sufragios emitidos en el municipio correspondiente, fórmula no depurada, es decir, no refleja la votación válida obtenida por cada partido político. 
En consecuencia, ha lugar a declarar la invalidez de los artículos 16, fracciones I, primer párrafo, II, inciso a) y XIII del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, por cuanto establecen el cuatro por ciento (4%) de la votación para que los partidos políticos tengan derecho a participar en la asignación de curules por el principio de representación proporcional; así como 18, fracción I del mismo ordenamiento que prevé que en la asignación de regidurías se sumarán los votos de los partidos que hayan obtenido cuando menos el cuatro por ciento (4%) del total de los sufragios emitidos en el municipio correspondiente. 
DÉCIMO. Tema 4. Base de votación que debe utilizarse para la asignación de diputaciones de representación proporcional. 
El Partido de la Revolución Democrática argumenta que el artículo 16, fracciones I y II, inciso a) del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, viola el principio de certeza electoral en la fórmula de asignación de diputados por el principio de representación proporcional, ya que contiene una antinomia respecto a cuál es la base de votación que debe utilizarse para ello, esto es, la fracción I de esa disposición hace referencia a una “votación estatal emitida” y el inciso a) de la fracción II se refiere a una “votación válida emitida”, conceptos que son distintos según las fracciones XI y XII del propio precepto, que indican que votación válida emitida es la que resulte de deducir de la votación total emitida, los votos a favor de candidatos no registrados y los votos nulos y que servirá para determinar si los partidos políticos cumplen con el umbral de votación establecido en la Constitución; y que votación estatal emitida es la que resulte de deducir de la votación válida emitida, la votación a favor de los candidatos sin partido y los votos a favor de los partidos políticos que no alcanzaron el umbral de la votación válida emitida. 
Aún más agrega que la disposición es contradictoria con el artículo 24 de la Constitución Política del Estado que hace referencia a una votación válida emitida. 
Al respecto, al resolverse la acción de inconstitucionalidad 133/2020
, se hizo referencia a la diversa 53/2017 y su acumulada 57/2017 que al igual y en los precedentes citados en el considerando que antecede, examinaron el principio de representación proporcional, concretamente lo dispuesto en el artículo 116, fracciones I y IV, en cuanto a los conceptos de “votación emitida” y “votación válida emitida”.
Así, se recordó que el Tribunal Pleno al resolver ese expediente determinó que las entidades federativas en el diseño de sus sistemas de representación proporcional deben atender a determinadas reglas, al margen de la denominación que el legislador local elija respecto a los parámetros de votación que sean utilizados en las distintas etapas que integran el mecanismo de distribución de diputaciones de representación proporcional, ya que lo importante es que en cada etapa se utilice la base que corresponda en términos del artículo 116 de la Constitución Federal
.
De igual forma se enfatizó en que los parámetros fijados por el Tribunal Pleno fueron los siguientes: 

1. Para determinar qué partidos tienen derecho a diputaciones de representación proporcional, la base que debe tomarse en cuenta es la votación válida prevista en el artículo 116, fracción IV, inciso f), de la Constitución Federal, que es una votación semi-depurada en la que a la votación total se le sustraen: a) Los votos nulos; y b) Los votos a favor de candidatos no registrados. 

2. Para la aplicación de la fórmula de distribución de escaños, la base debe ser la votación emitida prevista en el artículo 116, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Federal, que es una votación depurada a la que se le sustraen, de la totalidad de los sufragios, lo siguiente: a) Los votos nulos; b) Los votos a favor de candidatos no registrados; c) Los votos a favor de los partidos que no alcanzaron el umbral mínimo para conservar su registro; y, d) Los votos a favor de candidatos independientes. 

3. Sobre esta última base deben calcularse los límites a la sub y sobrerrepresentación.

Ahora bien, en el artículo 23, fracción II de la Constitución del Estado de Morelos se establece que para mantener el registro el partido político local deberá obtener al menos el tres por ciento (3%) de la votación válida emitida en la elección de diputados, según lo dispuesto en la normativa relativa; y el diverso 24, párrafo segundo de la propia Constitución señala que al partido político que obtenga en las respectivas elecciones el tres por ciento (3%) de la votación válida emitida para diputados, se le asignará una diputación por el principio de representación proporcional, independientemente de los triunfos de mayoría que hubiese obtenido. 
Frente a ello el artículo 16, fracción I del Código combatido prevé que tendrán derecho a participar en la asignación de diputaciones de representación proporcional los partidos políticos que hayan alcanzado por lo menos el cuatro por ciento (4%) de la votación estatal emitida; y la fracción II, inciso a) del mismo precepto indica que se asignará una diputación a cada uno de los partidos políticos que hayan alcanzado por  lo menos el cuatro por ciento (4%) de la votación válida emitida. 
De acuerdo con lo que se ha desarrollado, se tiene como primera conclusión que el artículo 16, fracción I del Código Electoral impugnado viola el diverso 116, fracciones II y IV constitucional y la interpretación que de esa disposición ha establecido este Tribunal Pleno, ya que prevé que para que un partido político pueda participar en la distribución de diputaciones plurinominales, basta que obtenga determinado porcentaje de la votación estatal emitida, la cual es una votación depurada que resulta de deducir de la votación total emitida, los votos a favor de candidatos no registrados y los votos nulos, así como la votación a favor de los candidatos sin partido y los votos a favor de los partidos políticos que no alcanzaron el umbral de la votación válida emitida establecido en la Constitución local. Esto es, distorsiona el sistema de representación proporcional porque otorga el derecho a acceder a una diputación bajo dicho principio, a partidos que obtengan un porcentaje calculado a partir de una base de votación reducida, de aquella sobre la que se conserva el registro como partido político en la Entidad, lo que se traduce en que hace posible que un partido político que no obtenga un apoyo ciudadano suficiente para mantener su registro ante la autoridad electoral local pueda acceder a una diputación por la vía plurinominal. 

De igual forma es inconstitucional ese artículo 16, pero en su fracción II, inciso a) del Código reclamado, por lo que hace a la base de votación que refiere para la asignación directa de diputaciones por el principio de representación proporcional, ya que de acuerdo con la doctrina de este Tribunal Pleno, en la aplicación de la fórmula de distribución de curules, es necesario que se emplee como base una votación depurada, y no una semi-depurada, como lo es la votación válida emitida. 
Por lo tanto, ha lugar a declarar la invalidez del artículo 16, fracción I y fracción II, inciso a) del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, que prevén las bases de votación sobre las que se obtiene el porcentaje para tener derecho a participar en la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional y para aplicar la fórmula de asignación. 
DÉCIMO PRIMERO. Tema 5. Lista definitiva de los partidos políticos para la asignación de diputados por el principio de representación proporcional.
El Partido de la Revolución Democrática impugna los 15 y 16, fracciones V, VI y VII, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, por violación al principio de representación proporcional protegido por el artículo 116, fracción II, tercer párrafo de la Constitución Federal porque la conformación de la lista “B” implica la inserción indebida del sistema de primera minoría previsto para la elección de Senadores de la República, con lo que se distorsiona el principio referido; esto es, permite que las candidaturas que participaron por el principio de mayoría relativa y que no resultaron electas participen en la asignación de diputaciones a partir del porcentaje de votación que obtuvieron en sus respectivos distritos.

También argumenta que los preceptos son inconstitucionales en la porción que prevé que la definición sobre el orden de lista definitiva de candidatos a diputados por el principio de representación proporcional corresponderá a los partidos políticos, ya que esto viola el principio de certeza en materia electoral protegido por los artículos 41, 52, 54, 56 y 115, fracción VIII de la Constitución Federal, porque los ciudadanos no tendrán certeza jurídica de quiénes serán sus representantes en el Congreso, toda vez que la lista en cuestión se integrará con posterioridad a la emisión de la votación, dependiendo de la decisión que tomen las dirigencias de los partidos políticos. 

El artículo 15 impugnado prevé en su segundo párrafo que las listas de representación proporcional que presenten los partidos políticos se integrarán por fórmulas de candidaturas compuestas cada una por un propietario y un suplente del mismo género; que en cada lista se alternarán las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta agotar cada una de las listas; y que posteriormente, se intercalará la lista “A” y la “B”, para crear la lista definitiva. 
Por su parte el diverso 16, que fija las reglas para la asignación de diputadas y diputados de representación proporcional, hace referencia en sus fracciones V, VI y VII, a las listas “A”, “B” y “Definitiva”, en los siguientes términos: 
Lista “A”: Relación de cuatro fórmulas de candidaturas a las diputaciones: propietario y suplente del mismo género, listados en orden de prelación alternando fórmulas de género distinto de manera sucesiva, a elegir por el principio de representación proporcional, de las cuales una deberá estar integrada por una fórmula de candidatura indígena.
Lista “B”: Relación de cuatro fórmulas de candidaturas a las diputaciones que no resultaron electos por el principio de mayoría relativa del distrito en que participaron, pero que alcanzaron a nivel distrital los mayores porcentajes de la votación local emitida, comparados respecto de otras fórmulas de su propio partido en esa misma elección; con la finalidad de garantizar la paridad de género, una vez que se determinó el primer lugar de ésta lista, el segundo lugar será ocupado por la fórmula del otro género con mayor porcentaje de la votación local emitida, e irán intercalando de esta manera hasta concluir la integración de la lista.

Lista Definitiva, es el resultado de intercalar las fórmulas de candidaturas de las Listas “A” y “B”. La definición del orden de la lista definitiva integrada por candidaturas de la lista “A” o “B”, corresponde exclusivamente a las dirigencias de los partidos. Dicha lista se integrará una vez obtenida la votación válida emitida o la votación ajustada según sea el caso.
El concepto de invalidez es parcialmente fundado, según se explica a continuación. 
En efecto, por lo que hace a la asignación de diputaciones por el principio de primera minoría, debe decirse en primer término, no resultan aplicables y, por ende, no existe transgresión al artículo 56 de la Constitución Federal que se refiere entre otras cuestiones a la asignación a la denominada primera minoría para Senadores de la República, pues en primer término las características de ese cuerpo legislativo con las del Congreso del Estado de Morelos es totalmente diferente, de ahí que el argumento del partido político no guarda identidad con esa figura que se aplica para la conformación del Senado de la República, ello porque a diferencia de lo que acontece con las reglas para la elección de Senadores, la obtención del segundo lugar en la elección de cada distrito en el Estado de Morelos no garantiza la asignación de la curul respectiva, ya que ello dependerá del número de diputaciones que, de ser el caso, se asignen a cada partido político, de los porcentajes de votación obtenidos por el resto de los candidatos de mayoría que tampoco obtuvieron el triunfo, y de la aplicación del principio de paridad.

Aún más, la conformación de la lista “B” no resulta inconstitucional porque este Alto Tribunal al conocer de las acciones de inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014
, ya se pronunció respecto de un problema similar. En ese precedente se examinó la legislación del entonces Distrito Federal, que regulaba la conformación de la lista de candidatos no ganadores por el principio de mayoría relativa, atendiendo el porcentaje de votación obtenida, para ser intercalada con la lista predeterminada y registrada por los partidos políticos.
En ese precedente se sostuvo lo siguiente:

“(…).

3. Elaboración de la Lista B.

El artículo 292, fracciones I y II, del código electoral local establece la forma en que se elaborarán las listas para la asignación de Diputados por el principio de representación proporcional. En concreto ambos partidos políticos impugnan la fracción II que se refiere a la Lista B. 

Como se explicó al inicio del considerando, la Lista A se forma mediante una relación de trece fórmulas de candidatos a diputados: propietario y suplente del mismo género, listados en orden de prelación, alternando fórmulas de hombre y mujer de manera sucesiva.  

Por su parte, la Lista B se elabora con trece fórmulas de candidatos a diputados que no lograron el triunfo en la elección por el principio de mayoría relativa del distrito en el que participaron, pero que alcanzaron a nivel distrital los mayores porcentajes de votación efectiva, respecto de otras fórmulas de su propio partido en la misma elección; y con la finalidad de garantizar la paridad de género, una vez que se determinó el primer lugar de la lista, el segundo será ocupado por la fórmula de otro género con mayor porcentaje de la votación efectiva, y se irán intercalando hasta concluir la integración.

En relación con esta lista, los partidos políticos consideran que la forma en que se integra otorga mayor peso al género que a la votación mayoritaria, por lo que se viola el derecho al voto activo y pasivo al no respetarse la voluntad popular, pues salvo los primeros candidatos, el resto no sigue un orden.  

Asimismo, estiman que se genera una mayor desigualdad, pues la igualdad se producirá con listas previamente definidas, y no mediante listas sin definir 

A fin de dar respuesta a dichos argumentos debe señalarse que ni en la Constitución, ni en las leyes generales se establecen reglas específicas respecto a la forma en que se deben integrarse las listas para la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional. El artículo 122 constitucional únicamente señala que la Asamblea Legislativa del Distrito Federal se integrará con el número de diputados electos por los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, mediante el sistema de listas votadas en una circunscripción plurinominal, en los términos que señalen la Constitución y el Estatuto de Gobierno.

Por su parte, el Estatuto de Gobierno en el artículo 37, en relación con la asignación de diputados por el principio de representación proporcional, establece las bases a que se sujetará el sistema de listas a partir de las cuales se realizarán las asignaciones de diputados.  

Este precepto prevé, en el mismo sentido que los artículos legales impugnados, que los partidos registrarán una Lista A con trece fórmulas de candidatos a diputados, los otros trece espacios de la lista de representación proporcional, la Lista B, serán ocupados en su momento, por las fórmulas de candidatos que surjan de la competencia en los distritos y que no hubieran obtenido el triunfo, pero hubieran alcanzado los más altos porcentajes de votación distrital.  Las listas de representación proporcional se integrarán por fórmulas de candidatos compuestas cada una por un propietario y un suplente del mismo género, y se alternarán las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta agotar cada lista.

El artículo 116, fracción II, párrafo tercero constitucional aplicable por disposición expresa del artículo 122, apartado C, base primera, fracción III, únicamente señala que las legislaturas de los estados se integrarán con diputados electos, según los principios de mayoría relativa y de representación proporcional en los términos que señalen sus leyes.

(…).

En estas condiciones, es claro que con la conformación de la Lista B para la asignación de curules por el principio de representación proporcional no se viola el derecho al voto en ninguna de sus vertientes en tanto que, los ciudadanos votan por los candidatos de mayoría relativa, y en el momento en que se hace la asignación de diputaciones a quienes hayan obtenido el mayor número de sufragios, termina la elección por ese principio, sin que exista un derecho de los candidatos de mayoría perdedores a ser reacomodados o a que esto se haga en un orden determinado.  

Por su parte, el sistema de representación proporcional persigue otra finalidad; está diseñado para garantizar la pluralidad de los espacios deliberativos, permitiendo que en ellos también se encuentren representados los partidos minoritarios, en tanto que al haber alcanzado el porcentaje mínimo de apoyo de la ciudadanía para conservar su registro, abanderan una corriente de pensamiento, la cual debe ser escuchada y participar en la toma de decisiones legislativas.  Sin embargo, en este sistema no se vota por personas en lo particular, sino por los partidos políticos en tanto que son éstos como entidades de interés público los que han obtenido un apoyo con base en los programas, principios e ideas que postulan.

En consecuencia, resultan infundados los argumentos tendentes a evidenciar que la elaboración alternada de la Lista B vulnera el voto activo y pasivo consagrado en el artículo 35 constitucional, pues al ser la Lista B un mecanismo para la asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional, que se integra con candidatos no vencedores por el principio de mayoría relativa, no es necesario que se respeten los porcentajes de votación obtenidos por los candidatos, sino que válidamente puede privilegiarse un criterio de paridad de género, pues en este caso la voluntad ciudadana se respeta en la medida en que a cada partido le son asignadas curules atendiendo a su representatividad.

Lo mismo ocurre con el argumento de que no se trata de una lista de representación proporcional, pues se integra con candidatos perdedores de mayoría relativa, ya que como se señaló, el diseño para la elaboración de las listas de representación proporcional entra en la parcela de la libre configuración de las legislaturas, por lo que dicho aspecto no resulta inconstitucional. 

Tampoco se vulneran los principios de certeza, legalidad, imparcialidad y objetividad, en tanto que las autoridades electorales tienen facultades expresas para la integración de las listas y los participantes en el proceso electoral las conocen con claridad; el método de integración de la lista no prevé forma alguna en que se lleven a cabo irregularidades o desviaciones que lleven a favorecer a un determinado partido; y se trata de reglas claras que en principio no dan lugar a un supuesto de aplicación conflictivo.

(…)”. 

En ese precedente según se observa, este Tribunal Pleno aclaró en primer término, que existe libertad de configuración legislativa en los Congresos locales para la integración de las listas para la asignación de diputados por el principio de representación proporcional; así como que existen reglas claras para el registro de las listas “A” y “B”, con la variante de que la segunda se integraba a partir de los más altos porcentajes de votación distrital del propio partido político obtenidos en el mismo proceso electoral, así como el orden en que se integraría la lista definitiva de diputados que corresponda a cada partido o coalición bajo el principio de representación proporcional.

De ahí que declarara la constitucionalidad de ese sistema, sobre la base toral de que cuando el elector vota por el candidato de mayoría relativa, también lo hace por la lista de representación proporcional, de ahí que, si las candidaturas a elegir se conocían previamente, ello ofrecía certidumbre a los propios candidatos, los partidos políticos, la ciudadanía en general, así como a las autoridades electorales administrativas encargadas de organizar la elección.

En consecuencia esos razonamientos resultan aplicables al caso dada la similitud en las hipótesis normativas y el reclamo planteado, pues se reitera, si bien las entidades federativas deberán integrar sus legislaturas con diputados electos por los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, también lo es que el artículo 116, fracción II, de la Constitución Política no señala directriz específica alguna sobre la manera en que se deberán conformar las listas por el principio de representación proporcional, pues la manera de integrar esas listas, como se apuntó, se ubica en el ámbito de libertad de configuración legislativa, la cual también se ha dicho que no es absoluta, porque está condicionada a que las candidaturas se conozcan por la ciudadanía. 

En cambio, asiste la razón al partido político en cuanto argumenta que es inconstitucional aquel segmento de los preceptos reclamados que establecen que la definición sobre el orden de la lista definitiva de candidatos a diputados por el principio de representación proporcional corresponderá a los partidos políticos, pues ello viola el principio de certeza en materia electoral, ello porque los ciudadanos no tendrán la seguridad de quiénes serán sus representantes, ya que la lista se integra con posterioridad a la jornada electoral. 
Al respecto, esta Suprema Corte ha precisado en jurisprudencia que el principio de certeza consiste en dotar de facultades expresas a las autoridades, de modo que todos los participantes en el proceso electoral conozcan previamente con claridad y seguridad, las reglas a que la actuación de las autoridades electorales está sujeta. Asimismo significa que la preparación, realización y calificación de las elecciones deben revestir una total convicción, generar una situación de absoluta confianza por parte de los actores políticos y sociales a efecto de impedir que queden vacíos interpretativos y dudas, para que, finalmente, los votos emitidos produzcan un resultado convincente por veraz.

Lo antedicho encuentra su apoyo en la jurisprudencia que a continuación se reproduce:

“FUNCIÓN ELECTORAL A CARGO DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES. PRINCIPIOS RECTORES DE SU EJERCICIO. La fracción IV del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que en el ejercicio de la función electoral a cargo de las autoridades electorales, serán principios rectores los de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia. Asimismo señala que las autoridades electorales deberán de gozar de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estimado que en materia electoral el principio de legalidad significa la garantía formal para que los ciudadanos y las autoridades electorales actúen en estricto apego a las disposiciones consignadas en la ley, de tal manera que no se emitan o desplieguen conductas caprichosas o arbitrarias al margen del texto normativo; el de imparcialidad consiste en que en el ejercicio de sus funciones las autoridades electorales eviten irregularidades, desviaciones o la proclividad partidista; el de objetividad obliga a que las normas y mecanismos del proceso electoral estén diseñadas para evitar situaciones conflictivas sobre los actos previos a la jornada electoral, durante su desarrollo y en las etapas posteriores a la misma, y el de certeza consiste en dotar de facultades expresas a las autoridades locales de modo que todos los participantes en el proceso electoral conozcan previamente con claridad y seguridad las reglas a que su propia actuación y la de las autoridades electorales están sujetas. Por su parte, los conceptos de autonomía en el funcionamiento e independencia en las decisiones de las autoridades electorales implican una garantía constitucional a favor de los ciudadanos y de los propios partidos políticos, y se refiere a aquella situación institucional que permite a las autoridades electorales emitir sus decisiones con plena imparcialidad y en estricto apego a la normatividad aplicable al caso, sin tener que acatar o someterse a indicaciones, instrucciones, sugerencias o insinuaciones provenientes de superiores jerárquicos, de otros Poderes del Estado o de personas con las que guardan alguna relación de afinidad política, social o cultural”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXII, noviembre de 2005, tesis P./J. 144/2005, página 111, registro digital 176707).

Aquí cabe subrayar que el partido político combate la denominada “Lista Definitiva” que regula la fracción VII del artículo 16 del Código reclamado, la cual es resultado de intercalar las fórmulas de candidaturas de las listas “A” y “B”; así como que la definición del orden de la lista definitiva corresponde exclusivamente a las dirigencias de los partidos políticos.
Ahora bien, si atendemos a los alcances del principio de certeza electoral, tenemos en primer término que el ejercicio del derecho al voto implica que éste sea informado, es decir, que el ciudadano tengan conocimiento cierto de la persona o lista de personas por la que emitió su sufragio; así como sus efectos y alcances, ya que no podría considerarse que se observó ese principio cuando el elector emite su sufragio a favor de una persona y con posterioridad se le sustituye. De igual forma, cuando el voto se emite por una lista de personas con un orden o prelación específica, esta no podría modificarse por el partido político que la postula, ya que el derecho con que cuentan para realizar los cambios conducentes ya no se encuentra a disposición una vez ejercido el voto ciudadano.

En otras palabras, para el reparto de curules de representación proporcional es necesario respetar el orden de prelación de las candidaturas registradas.
Precisado lo anterior, debe decirse que si bien la “Lista Definitiva” se integra una vez obtenida la votación válida emitida o la votación ajustada según sea el caso, también lo es que la definición sobre su orden no puede estar a disposición de las dirigencias de los partidos políticos, porque el orden en que deben considerarse las candidaturas para poder acceder al desempeño de un cargo público se determina por el electorado, en función de la votación que emite a favor de cada uno de ellos a partir de las postulaciones presentadas precisamente por los partidos políticos, en virtud de que los ciudadanos emiten su voto con base en el conocimiento cierto, directo e informado sobre quiénes son los candidatos respecto de los cuales vota, es por ello que el orden en que deben ser considerados los candidatos al momento de la asignación, no puede quedar al arbitrio de los partidos políticos una vez que se ha externado la voluntad popular a través del sufragio, ya que esto implicaría oponer una decisión particular a una de naturaleza general, violando el principio democrático y representativo.
Consecuentemente, los derechos a votar y ser votado de los ciudadanos no puede hacerse nugatorio o distorsionarse a partir de la decisión de un partido político, pues de considerarse así, se alteraría la eficacia de los resultados electorales al prescindir de la voluntad popular expresada en las urnas, trastocando el principio de igualdad del sufragio. 
Según lo razonado, ha lugar a declarar la invalidez del artículo 16, fracción VII, en la porción normativa que indica: “La definición del orden de la lista definitiva integrada por candidaturas de la lista "A" o "B", corresponde exclusivamente a las dirigencias de los partidos”. 
DÉCIMO SEGUNDO. Tema 6. Tope máximo de diputaciones que puede tener un partido político. 

El Partido de la Revolución Democrática aduce que es inconstitucional el artículo 16, segundo párrafo del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, en la porción normativa que prevé que “ningún partido político sobrepase de dieciséis diputaciones por ambos principios”, esto porque viola el diverso 116, fracción II, de la Constitución Federal, ya que de conformidad con el 24 de la Constitución del Estado de Morelos, el Congreso local se integra por veinte diputaciones, doce de mayoría relativa y ocho de representación proporcional, lo que llevado al precepto reclamado implica que un solo partido pudiera tener el ochenta por ciento de la integración total de ese órgano legislativo, en contravención a las disposiciones constitucionales que prohíben la sobrerrepresentación.

Al respecto, se debe tomar en cuenta que en párrafos anteriores se explicó que de acuerdo con el artículo 24 de la Constitución del Estado de Morelos, el Poder Legislativo se integra por doce diputadas y diputados electos por el principio de mayoría relativa y ocho diputadas y diputados por el principio de representación proporcional.

A su vez el artículo 14 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos
 prevé que éste se divide en doce distritos electorales uninominales, determinados por el Instituto Nacional Electoral, con fundamento en el artículo 214, numeral 1 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.
Ahora bien, en múltiples precedentes este Tribunal Pleno se ha pronunciado sobre las bases generales del principio de representación proporcional y, como se apuntó en considerandos anteriores, a su finalidad, que es la de garantizar de manera efectiva la pluralidad en la integración de los órganos legislativos, permitiendo que formen parte de ellos candidatos de los partidos minoritarios, impidiendo, a la vez, que los partidos dominantes alcancen un alto grado de sobrepresentación.
Dentro de esas bases generales está la consistente en que el tope máximo de diputados por los principios de mayoría relativa y representación proporcional que puede alcanzar un partido político, debe ser igual al número de distritos electorales.

Al respecto, resultan aplicables las jurisprudencias que se transcriben a continuación:

“MATERIA ELECTORAL. BASES GENERALES DEL PRINCIPIO DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. La abundancia de criterios doctrinarios así como de modelos para desarrollar el principio de representación proporcional, ponen de manifiesto la dificultad para definir de manera precisa la forma en que las Legislaturas Locales deben desarrollarlo en sus leyes electorales; sin embargo, esa dificultad se allana si se atiende a la finalidad esencial del pluralismo que se persigue y a las disposiciones con las que el propio Poder Revisor de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ha desarrollado dicho principio, para su aplicación en las elecciones federales. Las bases generales que tienen que observar las Legislaturas de los Estados para cumplir con el establecimiento del principio de proporcionalidad electoral en tratándose de diputados, derivadas del indicado precepto constitucional, son las siguientes: Primera. Condicionamiento del registro de la lista de candidatos plurinominales a que el partido participe con candidatos a diputados por mayoría relativa en el número de distritos uninominales que la ley señale. Segunda. Establecimiento de un mínimo porcentaje de la votación estatal para la asignación de diputados. Tercera. Asignación de diputados independiente y adicionalmente a las constancias de mayoría relativa que hubiesen obtenido los candidatos del partido de acuerdo con su votación. Cuarta. Precisión del orden de asignación de los candidatos que aparezcan en las listas correspondientes. Quinta. El tope máximo de diputados por ambos principios que puede alcanzar un partido, debe ser igual al número de distritos electorales. Sexta. Establecimiento de un límite a la sobre-representación. Séptima. Establecimiento de las reglas para la asignación de diputados conforme a los resultados de la votación”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo VIII, noviembre de 1998, P./J. 69/98, página 189, registro digital 195152).

“MATERIA ELECTORAL. EL PRINCIPIO DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL COMO SISTEMA PARA GARANTIZAR LA PLURALIDAD EN LA INTEGRACIÓN DE LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS. El principio de representación proporcional en materia electoral se integra a un sistema compuesto por bases generales tendientes a garantizar de manera efectiva la pluralidad en la integración de los órganos legislativos, permitiendo que formen parte de ellos candidatos de los partidos minoritarios e, impidiendo, a la vez, que los partidos dominantes alcancen un alto grado de sobre-representación. Esto explica por qué, en algunos casos, se premia o estimula a las minorías y en otros se restringe a las mayorías. Por tanto, el análisis de las disposiciones que se impugnen, debe hacerse atendiendo no sólo al texto literal de cada una de ellas en lo particular, sino también al contexto de la propia norma que establece un sistema genérico con reglas diversas que deben analizarse armónicamente, pues no puede comprenderse el principio de representación proporcional atendiendo a una sola de éstas, sino en su conjunto; además, debe atenderse también a los fines y objetivos que se persiguen con el principio de representación proporcional y al valor de pluralismo político que tutela, a efecto de determinar si efectivamente la disposición combatida inmersa en su contexto normativo hace vigente ese principio conforme a las bases generales que lo tutelan”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo VIII, noviembre de 1998, P./J. 70/98, página 191, registro digital 195151).

Precisado lo anterior, debe decirse que el artículo 16, segundo párrafo del Código reclamado, por cuanto establece que ningún partido político sobrepase de dieciséis diputaciones por ambos principios, es violatorio de las bases generales que rigen el principio de representación proporcional, esto es, la disposición no atiende la directriz o base general que determina que el tope máximo de diputados por ambos principios que puede alcanzar un partido, debe ser igual al número de distritos electorales, ello porque el Estado de Morelos se divide en doce distritos, y la disposición reclamada alude a dieciséis diputaciones por ambos principios. 

En otras palabras, la hipótesis reclamada se traduce en que un solo instituto político puede concentrar el ochenta por ciento de los espacios en el Congreso de la Entidad, circunstancia que imposibilita que las minorías legislativas participen realmente en la toma de decisiones fundamentales; además de que hace inviable que la minoría del Congreso ejerza los medios de control de constitucionalidad previstos en contra de los actos legislativos que la mayoría emita, ya que en términos del artículo 105, fracción II, inciso d) de la Constitución Federal, es necesario que el medio se promueva por el equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la legislaturas.

De acuerdo con lo expuesto, ha lugar a declarar al invalidez del artículo 16, párrafo segundo del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, en la porción normativa que prevé: ningún partido político sobrepase de dieciséis diputaciones por ambos principios. 
DÉCIMO TERCERO. Tema 7. Registro de candidaturas a diputaciones e integrantes de ayuntamientos por bloques de competitividad. 

El Partido de la Revolución Democrática argumenta que es inconstitucional el artículo 179 Bis del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, porque atenta contra los derechos de participación de las candidatas y los candidatos, así como al principio democrático y al derecho al voto de la ciudadanía, protegidos en los artículos 35, 41 y 133 de la Constitución Federal, es decir, el registro por bloques de competitividad no garantiza lograr el objetivo perseguido que es el de incentivar una participación efectiva paritaria, dado que el hecho de que se generen los bloques de competitividad (votación alta, media y baja) no implica que se asegure un resultado favorable en la postulación, sino que ello dependerá de factores que resultan ajenos a los partidos políticos. 

Agrega que la obligación constitucional de paridad ya se atiende en el registro de candidaturas mujeres-hombres, intercalado (vertical) y por relevancia de cargo entre el total de entes de gobierno (horizontal), sin que la postulación en distritos o municipios de alta votación asegure, necesariamente, el mismo resultado en futuras contiendas pues, puede suceder que en un municipio en el que se hubiera obtenido un apoyo significativo por el partido, encabece la candidatura un hombre y, aun así, el instituto político no obtenga buenos resultados en la contienda, o viceversa. 

El artículo 179 Bis del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, ya transcrito, contiene una medida que exige dividir las candidaturas de los partidos políticos, en tres bloques de competitividad y que, en cada uno de ellos, se postule de manera paritaria a mujeres y hombres con la finalidad de evitar que a algún género le sean asignados distritos o ayuntamientos en los que el partido político haya obtenido los porcentajes de votación más bajos, considerando el proceso electoral local anterior; en síntesis, divide las candidaturas en tres bloques de competitividad y exige que en cada uno de ellos se postule de manera paritaria a mujeres y hombres.

Al respecto, en variadas ejecutorias este Tribunal Pleno ha construido una doctrina judicial en torno al principio de paridad de género; así, al resolver la contradicción de tesis 44/2016
, se incluyó una relación de la evolución de esta doctrina, en los siguientes términos: 
“(…).

Ahora bien, esa regulación en torno a la igualdad entre el hombre y la mujer y el principio de paridad de género introducido en la reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce, ha sido objeto de diversos pronunciamientos por parte de este Tribunal Pleno, los cuales por su contenido es necesario describir. 

I. En la acción de inconstitucionalidad 2/2002 este Pleno interpretó lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 4 de la Constitución Federal, por cuanto establece que el varón y la mujer son iguales ante la ley, lo que a su vez relacionó con el diverso 1 para establecer el contenido y alcances de la igualdad jurídica proclamada en términos generales en dicho precepto; sobre ese análisis conjunto precisó los rasgos esenciales que derivan de los principios de igualdad y equidad, en los siguientes términos: 

1. El principio de equidad se configura como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico, lo que significa que ha de servir de criterio básico de la producción normativa y de su posterior interpretación y aplicación.  

2. No toda desigualdad de trato ante la ley implica vulnerar la garantía de equidad, sino que dicha violación la produce aquella desigualdad que introduce una diferencia entre situaciones jurídicas que pueden considerarse iguales, cuando dicha disparidad carece de una justificación razonable y objetiva. 

3. El principio de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho, se apliquen iguales consecuencias jurídicas, debiendo considerarse desiguales dos supuestos de hecho cuando la utilización de elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca de fundamento racional. 

4. Dicho principio de igualdad no prohíbe al legislador establecer una desigualdad de trato, sino sólo aquellas desigualdades que resulten artificiosas o injustificadas, por no estar apoyadas en criterios razonables y objetivos, de acuerdo con juicios de valor generalmente aceptados. 

5. Para que la diferenciación resulte apegada a la Constitución, no basta que el fin sea lícito, sino que es indispensable que las consecuencias jurídicas que resulten de la norma sean adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de tal manera que la relación entre la medida adoptada, el resultado que se produce y el objetivo pretendido por el legislador, superen un juicio de equilibrio en sede constitucional.

Después de fijar esos rasgos generales se hizo referencia a la exposición de motivos que antecedió a la reforma al artículo 4 constitucional, para precisar que ha existido una evolución legislativa en torno a la igualdad de los sexos ante la ley, al pretender elevar el nivel de desarrollo nacional en todos los niveles, fortaleciendo la construcción de una sociedad más justa e igualitaria, formada por hombres y mujeres solidarios; y que la intención de la iniciativa presidencial en cuanto al principio de igualdad jurídica entre el varón y la mujer se inscribe en la línea de facilitar la participación plena de la mujer en cuatro ámbitos esenciales: 1) El proceso educativo; 2) El mercado laboral; 3) La revalidación de la vida familiar; y 4) Las estructuras públicas o políticas, régimen que, se dijo, suprimía cualquier signo de discriminación femenina. 

Así como se concluyó que la garantía de que se trata tiene relación con la educación, el trabajo, la familia y la política. Y que la intención fue darle oportunidad a la mujer de participar en forma plena en estas cuatro dimensiones de la vida social, al igual que lo tiene el varón, sin discriminación por razón del sexo, lo que habría de lograrse con la reforma de la legislación ordinaria federal y local. 

II. En las acciones de inconstitucionalidad 7/2009, 8/2009 y 9/2009 este Pleno se pronunció sobre el derecho a la igualdad y prohibición de discriminación por razón de género tratándose del acceso de hombres y mujeres a las candidaturas a cargo de elección popular; para lo cual se examinaron los artículos 1, 4, 41 y 116 de la Constitución Federal para precisar que no prevén la equidad de género en materia electoral como una exigencia a cargo de las legislaturas locales, de lo cual se desprende que pertenece al ámbito de libertad de configuración legislativa establecer en los códigos electorales, acciones afirmativas para la postulación de candidatos por parte de los partidos políticos. 

Se indicó que el hecho de que el Pleno haya considerado válida la previsión de porcentajes o cuotas obligatorias (acciones afirmativas) dirigidas a procurar la equidad de género en la postulación de candidatos por parte de los partidos políticos, no conduce a determinar que ello sea una exigencia constitucional derivada de la norma suprema, que pueda ser invocada ante los tribunales competentes, sino que más bien constituye una posibilidad que el legislador puede o no establecer en las leyes que emite en dicho ámbito; y que la exigencia a cargo del legislador en el sentido de prever determinadas cuotas de género en lo relativo a la postulación de candidatos por parte de los partidos políticos, corre el riesgo de limitar la libertad que tienen éstos en el diseño de sus candidaturas, que deben regirse primordialmente a partir de criterios democráticos, que permitan a los electores expresar libremente su voluntad con respecto a los representantes que desean favorecer en los cargos populares correspondientes. 

III. En la acción de inconstitucionalidad 63/2009 y sus acumuladas 64/2009 y 65/2009 se retomó lo considerado en los expedientes mencionados en los dos apartados que anteceden, y con base ello se reiteró que los artículos 1, 4, 41 y 116 constitucionales no prevén la equidad de género en materia electoral como una exigencia a cargo de las legislaturas locales, lo que implica que pertenece al ámbito de libertad de configuración legislativa establecer acciones afirmativas o no, en los códigos electorales en lo relativo a la postulación de candidatos por parte de los partidos políticos; así como que el hecho de que el Pleno haya considerado válida la previsión de porcentajes o cuotas obligatorias (acciones afirmativas) dirigidas a procurar la equidad de género en lo relativo a la postulación de candidatos por parte de los partidos políticos, no conduce a determinar que esto sea una exigencia constitucional derivada de la norma suprema, que pueda ser invocada ante los tribunales competentes, sino que más bien constituye una posibilidad que el legislador puede o no contemplar en las leyes que emite en dicho ámbito. 

Adicionalmente se aclaró que, por lo que hace a la regla en el sentido de que el derecho de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres para obtener cargos de elección popular, deberá observarse siempre que la naturaleza del cargo lo permita, es una condición que no resulta inconstitucional, pues debe entenderse que atiende al hecho de que existen cargos de elección popular que son unipersonales y no colegiados, así como que hay cargos que no cuentan con la figura de suplente; por ende, dicha premisa no atenta contra el principio de equidad, ni puede entenderse como una regla de discriminación por género. Asimismo se enfatizó que la expresión ‘… siempre que la naturaleza del cargo lo permita…’ no está expresamente referida a géneros masculino o femenino, sino que va dirigida a la naturaleza de los cargos que pueden elegirse mediante el sufragio ciudadano, es decir, que va dirigida por ejemplo, a los cargos que conforman órganos colegiados, como lo son los Congresos. 

IV. En la acción de inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014 este Tribunal Constitucional hizo un pronunciamiento respecto del Decreto de reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce en relación con la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, para precisar que las bases constitucionales en materia de paridad se encuentran en el artículo 41, fracción I constitucional que establece como obligación de los partidos políticos la de prever en sus programas reglas para garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas a legisladores federales y locales; y que el artículo segundo transitorio del Decreto de reforma constitucional, ordena en la fracción II, inciso h), que en relación con la equidad de género, la Ley General fijará las reglas para garantizar la paridad entre géneros en candidaturas a legisladores federales y locales. 

Posteriormente, se hizo referencia a lo dispuesto en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, concretamente a los artículos 14, numerales 4 y 5, 232, numerales 2, 3 y 4, 233, 234, 241, numeral 1, inciso a); y a la diversa Ley General de Partidos Políticos, artículos 3, numerales 4 y 5 y 25, inciso r), esto para enfatizar que son reglas en torno a las candidaturas para diputados y senadores del Congreso de la Unión y, desde luego, a la obligación de garantizar la paridad entre los géneros en las candidaturas a legisladores federales y locales.

Empero, se precisó que, para las entidades federativas, no hay ninguna norma expresa de conformación de las candidaturas; únicamente se da una directriz en el artículo 232, numeral 3 y 4, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en el sentido de que los partidos políticos promoverán y garantizarán la paridad de géneros en la postulación de candidatos a los cargos de elección popular para la integración de los órganos de representación y, que los institutos electorales, en el ámbito de sus competencias, tendrán facultades para rechazar el registro del número de candidaturas que exceda la paridad, fijando al partido un plazo improrrogable para la sustitución de las mismas. 

Por tanto, las entidades de manera residual tienen libertad para establecer sus propias reglas sobre dicho aspecto, sin que haya una obligación de uniformidad, siempre y cuando cumplan con el principio de paridad. 

En el mismo precedente se explicó en qué consiste el principio de paridad de género contenido en el artículo 41, fracción I, segundo párrafo de la Constitución General de la República, apuntando que contiene un principio de igualdad sustantiva, un derecho humano que el legislador deberá tomar en cuenta al diseñar las reglas para la presentación de candidaturas tanto para legisladores federales como locales; así como se indicó que, un concepto previo a la paridad, es el de igualdad, que tiene dos aspectos, uno formal que implica la igualdad en la ley y ante la ley; y uno sustancial que puede transformarse en una discriminación indirecta o de resultados, subrayando que mientras la primera se refiere a las normas generales que deben garantizar la igualdad y a la posibilidad de revisar aquéllas que se consideren discriminatorias; la segunda, trata acerca de los impactos de la norma en la realidad. 

Siguiendo con ese precedente se tiene que en él se hizo referencia a datos del Instituto Nacional de Geografía y Estadística sobre las condiciones de discriminación estructural que han afectado a la mujer en el ámbito político y público, enfatizando que: ‘…Un primer problema fue la falta de candidaturas femeninas; sin embargo, a partir de la implementación legal en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (ahora abrogado) de la obligación de garantizar la paridad en el registro de candidaturas, el aumento en la postulación de mujeres no se ha traducido en el acceso efectivo a los puestos de representación. … De lo anterior se advierte que a pesar de que se ha cumplido con la premisa de paridad en la formulación de candidaturas, ello no se ha traducido en candidaturas efectivas. Es decir, la norma ha sido interpretada por los partidos de tal forma que aunque postulan más mujeres, ello no se convierte en la elección de más mujeres, de modo que las candidaturas no son efectivas, lo cual implica que se requieren acciones afirmativas que favorezcan la integración paritaria de los órganos de representación, es decir, que las candidaturas sean efectivas y no el cumplimiento de una mera formalidad’.  

De igual forma se aclaró que a esa demanda obedeció la incorporación de dicha obligación a nivel constitucional, lo que conlleva la necesidad de implementar acciones y diseñar fórmulas que generen condiciones que permitan el igual disfrute y ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres, con los que se hagan efectivos los principios de igualdad previstos en el artículo 1 y 4 constitucionales. 

Bajo esa lógica también se aludió a lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Castañeda Gutman vs Estados Unidos Mexicanos; a la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres; a la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; a la Recomendación general 23 elaborada por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, así como a la diversa Recomendación general número 25. Esto para subrayar que la igualdad entre hombres y mujeres constituye un mandato de optimización; y que el principio de paridad será la medida para garantizar la igualdad sustancial entre los géneros, tanto en las candidaturas como en la integración de los órganos de representación; y que esa obligación de garantizar la paridad entre los géneros no se agota con la postulación de candidatos, sino que el Estado se encuentra obligado a establecer medidas que cumplan con el mandato constitucional. 

V. En la acción de inconstitucionalidad 39/2014 y sus acumuladas 44/2014, 54/2014 y 84/2014 se subrayaron las reglas sobre el principio de paridad de género contenidas en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en los siguientes términos: 

1. Es un derecho de los ciudadanos y una obligación para los partidos políticos la igualdad de oportunidades y la paridad entre hombres y mujeres para tener acceso a cargos de elección popular (artículo 7).

2. Los partidos políticos promoverán y garantizarán la paridad entre los géneros, en la postulación de candidatos de elección popular para la integración del Congreso de la Unión, los Congresos de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (artículo 232, numeral 3). 

3. El Instituto Nacional Electoral y los Organismos Públicos locales, en el ámbito de sus competencias, tendrán facultades para rechazar el registro del número de candidaturas de un género que exceda la paridad, fijando al partido un plazo improrrogable para la sustitución de las mismas y, en caso de que no sean sustituidas, no aceptarán dichos registros (artículo 232, numeral 4). 

Así como se expresó que ese ordenamiento es de observancia general en el territorio nacional y sus disposiciones son aplicables en las elecciones federales y locales, por lo que las constituciones y leyes de las entidades federativas se deben ajustar a lo previsto en ella, en lo que les corresponda, según lo ordena el artículo 1 de la propia Ley; que la paridad debe entenderse garantizada en el momento de la postulación y registro, tal y como lo ordena el artículo 232 en sus numerales 3 y 4, por lo que de existir un procedimiento interno de selección partidaria, éste deberá balancear las exigencias democráticas con las de la paridad de género. 

En ese contexto el Pleno razonó que las legislaturas locales deberán establecer en sus Constituciones y legislaciones locales reglas para garantizar la paridad entre géneros en la postulación de las candidaturas a legisladores locales e integrantes de ayuntamientos, ello por disposición expresa del artículo 41, fracción I de la Constitución Federal, así como del artículo 232, numerales 3 y 4 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

VI. En la acción de inconstitucionalidad 45/2015 y sus acumuladas 46/2015 y 47/2015 este Pleno retomó lo sustentado en las acciones de inconstitucionalidad 35/2014 y acumuladas; 39/2014 y acumuladas; 36/2015 y acumuladas (denunciada), así como 45/2014 y acumuladas, para subrayar que el principio de paridad de género para la integración de órganos legislativos, es aplicable a los ayuntamientos, al tratarse de órganos de carácter representativo, sin que esto signifique que dicho principio pueda aplicarse a cualquier tipo de cargo de elección popular o designación de funcionarios, además de que específicamente se ha decidido que no es aplicable a los cargos de carácter unipersonal porque la exigencia del texto constitucional no es horizontal. 

De igual forma sobre la base de que no existe una exigencia constitucional en paridad horizontal, respecto de las planillas de candidatos para la elección de todos los integrantes de un ayuntamiento, se insistió en que en ese supuesto, se emite un voto por una planilla de funcionarios que debe estar constituida de manera paritaria, sin que sea posible distinguir la existencia de una votación específica por alguno de los candidatos que integran la misma porque no existe una votación por un cargo unipersonal, subrayando: “… el exigir paridad específica respecto de presidencias municipales no tiene ninguna repercusión de carácter representativo, pues éstas no integran un órgano de representación superior al Ayuntamiento del Municipio. Como ya se dijo, los órganos de gobierno de los Municipios son los Ayuntamientos, los cuales se encuentran conformados por diversos cargos de Presidente Municipal, Síndico y Regidores, que cuentan con competencias diferenciadas, pero que no son en sí mismos instancias de gobierno. El órgano de gobierno es el Ayuntamiento, dentro del cual todos estos cargos tienen la posibilidad de votar en igualdad de condiciones.” 

VII. En la acción de inconstitucionalidad 129/2015 y acumuladas 130/2015, 131/2015, 133/2015 y 137/2015 se retomó lo expuesto en la acción materia de la denuncia (36/2015 y acumuladas) y en el expediente 45/2015 y acumulados 46/2015 y 47/2015, para insistir en que no resulta posible aplicar un principio de paridad de género horizontal respecto de uno de los cargos que integran el órgano del ayuntamiento, como lo es la presidencia municipal, pues lo que se pretende con la medida es que hombres y mujeres tengan las mismas oportunidades de acceso para la integración del órgano representativo, más no el acceso a un cargo específico; y en cuanto a los antecedentes de la reforma constitucional que introdujo el principio de paridad de género se indicó que durante el debate en la Cámara de Senadores, en el que, a solicitud expresa de incorporar a la discusión el tema de la paridad de género para la designación de titulares de la administración pública estatal, así como de los Poderes Ejecutivos Federal, Estatal o Municipal, los senadores manifestaron su negativa, lo que deja en evidencia la voluntad del Constituyente de no ampliar, por ahora, dicho principio para otros órganos de gobierno de naturaleza electoral. 

VIII. En la acción de inconstitucionalidad 38/2017 y sus acumuladas 39/2017 y 60/2017 este Tribunal Pleno invocó para su resolución las acciones de inconstitucionalidad 35/2014 y acumuladas; 39/2014 y acumuladas; 36/2015 y acumuladas; 45/2015 y acumuladas; 126/2015 y acumulada, así como 129/2015 y acumuladas, en las cuales se ha reiterado que es obligación de las legislaturas observar en la integración de los ayuntamientos el principio de paridad de género en la postulación de los candidatos respectivos; sin embargo, no existe una obligación de introducir la llamada paridad de género horizontal por lo que hace a las candidaturas a presidentes municipales; por tanto, su establecimiento queda a la libre configuración de la que gozan los Estados en términos de lo previsto en los artículos 40 y 41, primer párrafo, de la Constitución Federal. 

De igual forma se sostuvo que conforme a ese criterio; “…es evidente que, el legislador local observa las disposiciones constitucionales al regular a nivel legal el principio de paridad de género en la integración de los ayuntamientos del Estado y, al introducir la paridad horizontal, actuó dentro de su libre configuración legislativa, sin que con ello se pueda considerar que vulnere disposición constitucional alguna”. 

IX. En la acción de inconstitucionalidad 83/2017 y sus acumuladas 88/2017, 89/2017, 91/2017, 92/2017, 96/2017 y 98/2017 con apoyo en algunas de las acciones de inconstitucionalidad arriba mencionadas, se reiteró que la Constitución Federal establece un mandato para los legisladores en el sentido de garantizar la paridad de género en las candidaturas, tanto de legisladores federales y locales, como en las de ayuntamientos; empero, no implica que esta paridad deba observarse obligatoriamente de manera horizontal para el caso de las candidaturas en los ayuntamientos, porque el artículo 116 constitucional otorga a los legisladores locales una libertad de configuración legislativa en la que, si bien deben observar los mandatos previstos por la propia Constitución Federal, tal como lo es garantizar la paridad de género en las candidaturas, también lo es que no resulta obligatorio que se introduzca una paridad horizontal, pues si los legisladores estatales no lo incluyen, no violan ni incumplen ningún mandato constitucional, ya que en todo caso, su inclusión queda dentro de la libre configuración legislativa de la que gozan. 

Así como se determinó que “…una situación distinta se actualiza tratándose de los casos en los que los legisladores locales deciden, en ejercicio de su libertad de configuración legislativa, incluir la paridad horizontal en sus candidaturas, pues en ese tipo de casos, los legisladores locales al decidir con plena libertad incorporar este tipo de paridad en sus sistemas locales, deben hacerlo de manera cuidadosa y acorde con sus sistemas electorales, en el entendido de que implicará una progresividad y avance dado que se tratará del establecimiento de acciones afirmativas que por su propia voluntad decidan prever, sin embargo, siempre en el entendido de que no se encuentran obligados a preverlas, ya que se trata de una decisión soberana y libre de su ejercicio de configuración legislativa”.   

X. Por último, en sesión de cuatro de junio de dos mil diecinueve este Pleno conoció de la contradicción de tesis 275/2015, derivada de criterios sustentados por este Tribunal Constitucional y por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. En la ejecutoria respectiva se concluyó entre otros criterios, que el principio de paridad de género trasciende a la integración de los órganos legislativos locales y, por tanto, no se agota con el registro o la postulación de candidaturas que ocurre antes de la jornada electoral, de ahí que las entidades federativas se encuentran constitucionalmente obligadas a establecer acciones afirmativas de género en la asignación de diputaciones de representación proporcional que favorezcan la integración paritaria de los Congresos locales.

En la ejecutoria se reconoció que desde una perspectiva histórica, la Constitución Federal ha transitado decididamente en el sentido de garantizar la igualdad entre el hombre y la mujer en un mayor número de ámbitos de la vida pública y, desde luego, en el acceso a los órganos de representación popular; que esa evolución lleva a concluir que el principio de paridad de género trasciende o permea a la integración de los Congresos locales, en otras palabras, la tendencia del orden constitucional ha sido clara en el sentido de fomentar y proteger los derechos de las mujeres frente a las condiciones de desigualdad estructural que se han ido identificando por el Constituyente Permanente.

De la relación que antecede se tienen como tesis sustanciales las siguientes: 

i. De acuerdo con los artículos 1 y 4 constitucionales el principio de equidad se configura como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico, lo que significa que ha de servir de criterio básico de la producción normativa y de su posterior interpretación y aplicación; 

ii. La intención de la iniciativa presidencial por la que se reformó el artículo 4 constitucional, en cuanto al principio de igualdad jurídica entre el varón y la mujer se inscribe en la línea de facilitar la participación plena de la mujer en cuatro ámbitos esenciales: 1) El proceso educativo; 2) El mercado laboral; 3) La revalidación de la vida familiar; y 4) Las estructuras públicas o políticas, régimen que, se dijo, suprimía cualquier signo de discriminación femenina; 

iii. Los artículos 1, 4, 41 y 116 de la Constitución Federal en su redacción previa a la reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce, no se referían a la equidad de género en materia electoral como una exigencia a cargo de las legislaturas locales, de donde se desprende que pertenecía al ámbito de libertad de configuración legislativa de los Congresos locales, establecer o no acciones afirmativas en los códigos electorales en lo relativo a la postulación de candidatos por parte de los partidos políticos; 

iv. El derecho de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres para obtener cargos de elección popular, deberá observarse siempre que la naturaleza del cargo lo permita, lo que no resulta inconstitucional, pues debe entenderse que atiende al hecho de que existen cargos de elección popular que son unipersonales y no colegiados, así como que hay cargos que no cuentan con la figura de suplente; 

v. De acuerdo con el Decreto de reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce y las leyes generales que de éste derivaron, existe la obligación de garantizar la paridad entre los géneros en las candidaturas a legisladores federales y locales; pero para las entidades federativas no hay ninguna norma expresa de conformación de éstas; por tanto, los Estados de manera residual tienen libertad para establecer sus propias reglas sobre dicho aspecto, sin que haya una obligación de uniformidad, siempre y cuando cumplan con el principio de paridad; 

vi. La igualdad entre hombres y mujeres constituye un mandato de optimización; y el principio de paridad es la medida para garantizar la igualdad sustancial entre los géneros, tanto en las candidaturas como en la integración de los órganos de representación; 

vii. La obligación de garantizar la paridad entre los géneros no se agota con la postulación de candidatos, sino que el Estado se encuentra obligado a establecer medidas que cumplan con el mandato constitucional; 

viii. Las legislaturas locales deben establecer en sus Constituciones y legislaciones locales reglas para garantizar la paridad entre géneros en la postulación de las candidaturas a legisladores locales e integrantes de ayuntamientos, esto por disposición expresa del artículo 41, fracción I de la Constitución Federal, así como del artículo 232, numerales 3 y 4 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 

ix. El principio de paridad de género para la integración de órganos legislativos y ayuntamientos no puede destinarse a cualquier tipo de cargo de elección popular o designación de funcionarios, es decir, no es aplicable a los cargos de carácter unipersonal porque la exigencia del texto constitucional no es horizontal; 

x. Exigir paridad específica respecto de presidencias municipales no tiene ninguna repercusión de carácter representativo, pues éstas no integran un órgano de representación superior al ayuntamiento del municipio; esto es, los órganos de gobierno de los municipios son los ayuntamientos, los cuales se encuentran conformados por diversos cargos, a saber, de presidente municipal, síndico y regidores, que cuentan con competencias diferenciadas, pero que no son en sí mismos instancias de gobierno y esto porque el órgano de gobierno es el ayuntamiento, dentro del cual todos esos cargos tienen la posibilidad de votar en igualdad de condiciones; 

xi. El establecimiento de la paridad de género horizontal queda a la libre configuración de la que gozan los Estados en términos de lo previsto en los artículos 40 y 41, primer párrafo, de la Constitución Federal; y si el legislador local la introduce en su regulación, esto no provoca violación constitucional alguna porque actuó dentro de su libre configuración legislativa;  

xii. Tratándose de los casos en los cuales el legislador local decide, en ejercicio de su libertad de configuración legislativa, incluir la paridad horizontal en sus candidaturas, debe hacerlo de manera cuidadosa y acorde con su sistema electoral, en el entendido de que implicará una progresividad y avance, dado que se trata del establecimiento de acciones afirmativas que, por su propia voluntad decidan prever. En el entendido de que no se encuentran obligados a contemplarlas, ya que se trata de una decisión soberana y libre de su ejercicio de configuración legislativa; y, 

xiii. El principio de paridad de género trasciende a la integración de los órganos legislativos locales y, por tanto, no se agota con el registro o la postulación de candidaturas que ocurre antes de la jornada electoral, de ahí que las entidades federativas se encuentran constitucionalmente obligadas a establecer acciones afirmativas de género en la asignación de diputaciones de representación proporcional que favorezcan la integración paritaria de los congresos locales, ello porque la Constitución Federal ha transitado decididamente en el sentido de garantizar la igualdad entre el hombre y la mujer en un mayor número de ámbitos de la vida pública; en otras palabras, la tendencia del orden constitucional ha sido clara en el sentido de fomentar y proteger los derechos de las mujeres frente a las condiciones de desigualdad estructural que se han ido identificando por el Constituyente Permanente.

(…)”.
Incluso, en la contradicción citada se examinó el Decreto por el que se reforman los artículos 2, 4, 35, 41, 52, 53, 56, 94 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de paridad entre géneros, publicado el seis de junio de dos mil diecinueve en el Diario Oficial de la Federación; así como se fijó como criterio que existe mandato constitucional para garantizar el principio de paridad de género horizontal en la conformación de los ayuntamientos.

En atención a lo ya descrito, debe decirse que el precepto reclamado contiene reglas que garantizan la participación e integración efectiva de las mujeres en el Congreso y en los ayuntamientos del Estado de Morelos, ya que se encuentran dirigidas a garantizar el principio de paridad de género que protegen los artículos 1, párrafos primero y tercero; 4, primer párrafo; 35, fracción II; 41, fracción I y 115, fracción I de la Constitución Federal. Principio que además encuentra su regulación detallada en los diversos 7, primer párrafo y 232, numeral 3 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como 3, numerales 3, 4 y 5 y 25 de la Ley General de Partidos Políticos
. 
Es decir, es constitucional la decisión adoptada por el Congreso del Estado de Morelos, en cuanto prevé el bloque de competitividad, pues en ejercicio de su libertad de configuración legislativa optó por esa medida para garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades en el acceso a cargos públicos, ante la exigencia de que las mujeres tengan las mismas oportunidades que los hombres desde un primer momento, además de crear las condiciones que les permitan conseguir la igualdad de resultados; máxime que en cierto casos, la postulación de mujeres en el mismo número de distritos que los hombres es insuficiente, por sí solo para garantizar una situación concreta de igualdad en el acceso a los cargos de elección popular, debido a que eventualmente los partidos podrían postular a mujeres en distritos o ayuntamientos en donde carecieran de posibilidades de ganar. Consecuentemente, el establecimiento de una medida como la cuestionada, se traduce en que las mujeres cuenten con las mismas oportunidades cualitativas para acceder a las funciones públicas, conforme a criterios objetivos, como pudiera ser la votación y apoyo recibido por los partidos políticos en elecciones previas, lo cual permite la postulación en la misma proporción de hombres y mujeres en los distritos donde tuvieran condiciones de competencia más favorable. 

Además, el principio de paridad de género obliga a los partidos políticos a garantizarlo y ello no se traduce en una violación a sus derechos de autodeterminación, según se prevé en el artículo 3, numeral 5 de la Ley General de Partidos Políticos, que ordena en ningún caso se admitirán criterios que tengan como resultado que alguno de los géneros le sean asignados exclusivamente aquellos distritos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajos en el proceso electoral anterior; en otras palabras, la disposición no anula el derecho de los partidos políticos a determinar a las personas que ocuparán sus candidaturas, esto lo seguirán realizando, siempre y cuando observen el principio de paridad de género. 
Consecuentemente, se reconoce la validez del artículo 179 Bis del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 
DÉCIMO CUARTO. EFECTOS UNO. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 41, fracción IV, y 45
, en relación con el 73, de la Ley Reglamentaria de la materia, esta Suprema Corte considera que, al advertirse violaciones en el procedimiento legislativo, debe declararse la inconstitucionalidad en su totalidad del Decreto número seiscientos noventa por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y se derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad, publicado el ocho de junio de dos mil veinte en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de esa Entidad. 

En consecuencia, dado que este Decreto número seiscientos noventa reformó el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos y toda vez que se trata de normas en materia electoral en la que debe regir como principio rector el de certeza, se determina la reviviscencia de las normas existentes previas a las reformas realizadas mediante este Decreto; es decir, el próximo proceso electoral en el Estado de Morelos deberá regirse por las normas que estaban vigentes previo al referido Decreto invalidado
. Aclarándose que, conforme a lo dispuesto por el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo de la Constitución Federal
, la legislación anterior que cobrará de nuevo vigor no puede ser reformada durante el proceso electoral, salvo que se trate de modificaciones no fundamentales.

Finalmente, esta declaratoria de inconstitucionalidad surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la presente sentencia al Poder Legislativo del Estado de Morelos.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Son parcialmente procedentes y fundadas la acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas.

SEGUNDO. Se sobresee respecto del artículo 13 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 

TERCERO. Se declara la invalidez del Decreto número seiscientos noventa por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y se derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad, publicado el ocho de junio de dos mil veinte en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de esa Entidad, en los términos del considerando sexto de la presente sentencia.
CUARTO. La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Morelos; dando lugar a la reviviscencia de las normas del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, previas a la expedición del referido Decreto número seiscientos noventa, en los términos del considerando séptimo de la presente sentencia.

QUINTO. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado de Morelos.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

EFECTOS DOS. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 41, fracción IV, y 45
, en relación con el 73, de la Ley Reglamentaria de la materia, esta Suprema Corte considera que, al advertirse violaciones en el procedimiento legislativo, debe declararse la inconstitucionalidad en su totalidad del Decreto número seiscientos noventa por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y se derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad, publicado el ocho de junio de dos mil veinte en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de esa Entidad. 
En consecuencia, dado que este Decreto número seiscientos noventa reformó el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos y toda vez que se trata de normas en materia electoral en la que debe regir como principio rector el de certeza, se determina la reviviscencia de las normas existentes previas a las reformas realizadas mediante este Decreto; es decir, el próximo proceso electoral en el Estado de Morelos deberá regirse por las normas que estaban vigentes previo al referido Decreto invalidado
. 

Además se debe aclarar que conforme a lo dispuesto por el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo de la Constitución Federal
, la legislación anterior que cobrará de nuevo vigor no puede ser reformada durante el proceso electoral, salvo que se trate de modificaciones no fundamentales.

Finalmente, esta declaratoria de inconstitucionalidad surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la presente sentencia al Poder Legislativo del Estado de Morelos.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Son parcialmente procedentes y fundadas la acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas.

SEGUNDO. Se sobresee respecto del artículo 13 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 

TERCERO. Se declara la invalidez del Decreto número seiscientos noventa por el que se reforman diversos artículos, se adicionan y se derogan diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos; y de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género y paridad, publicado el ocho de junio de dos mil veinte en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” de esa Entidad, en los términos del considerando sexto de la presente sentencia.
CUARTO. La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Morelos; dando lugar a la reviviscencia de las normas del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, previas a la expedición del referido Decreto número seiscientos noventa, en los términos del considerando séptimo de la presente sentencia.

QUINTO. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado de Morelos.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

EFECTOS TRES. De conformidad con los artículos 73 y 41 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal
, la presente resolución surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Morelos. 

No obstante, la declaratoria de invalidez de las distintas porciones normativas de los artículos 16, fracciones I, párrafos primero y segundo, II, inciso a), VII y XIII; y 18, fracción I del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, determinadas en esta ejecutoria, provocaría, un vacío normativo que, de prevalecer, impediría la asignación de diputaciones y regidurías de representación proporcional, de ahí que lo procedente sea restablecer la vigencia de esas disposiciones, pero en su redacción anterior a la del Decreto reclamado, hasta en tanto se emita una nueva norma que no acuse el vicio de inconstitucionalidad advertido.  
Lo anterior encuentra su apoyo en la jurisprudencia que a continuación se reproduce: 

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LAS FACULTADES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA DETERMINAR LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS ESTIMATORIAS FRENTE A UN SISTEMA NORMATIVO QUE HA REFORMADO A OTRO, INCLUYEN LA POSIBILIDAD DE ESTABLECER LA REVIVISCENCIA DE LAS NORMAS VIGENTES CON ANTERIORIDAD A AQUELLAS DECLARADAS INVÁLIDAS, ESPECIALMENTE EN MATERIA ELECTORAL. Si el Máximo Tribunal del país declara la inconstitucionalidad de una determinada reforma en materia electoral y, como consecuencia de los efectos generales de la sentencia se produce un vacío normativo que impida el inicio o la cabal continuación de las etapas que componen el proceso electoral respectivo, las facultades que aquél tiene para determinar los efectos de su sentencia, incluyen la posibilidad de reestablecer la vigencia de las normas vigentes con anterioridad a las declaradas inválidas, de conformidad con el artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 constitucional, que permite al Alto Tribunal fijar en sus sentencias ‘todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda’, lo que, en último término, tiende a salvaguardar el principio de certeza jurídica en materia electoral reconocido en el artículo 41, fracción III, primer párrafo, de la Norma Suprema, que consiste en que al iniciar el proceso electoral los participantes conozcan las reglas fundamentales que integrarán el marco legal del procedimiento y que permitirá a los ciudadanos acceder al ejercicio del poder público”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXVI, diciembre de 2007, tesis: P./J. 86/2007, página 778, registro digital 170878).

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Son parcialmente procedentes y fundadas la acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas.

SEGUNDO. Se sobresee respecto del artículo 13 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 

TERCERO. EN ESTE RESOLUTIVO, EN SU CASO, SE INCLUIRÍA EL RECONOCIMIENTO DE VALIDEZ DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO DEL DECRETO RECLAMADO O LA DESESTIMACIÓN DE LA INVALIDEZ SI NO SE ALCANZA LA MAYORÍA CALIFICADA.

CUARTO. DE IGUAL FORMA EN ESTE RESOLUTIVO, EN SU CASO, SE AGREGARÍA UNO QUE INDIQUE QUE ES INFUNDADA LA VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 105, FRACCIÓN II, PENÚLTIMO PÁRRAFO DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL SI NO SE ALCANZA LA MAYORÍA CALIFICADA.

QUINTO. Se reconoce la validez del artículo 179 Bis del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 

SEXTO. Se declara la invalidez de los artículos 16, fracciones I, primer párrafo en la porción normativa consistente en: “hayan alcanzado por lo menos el cuatro por ciento de la votación estatal emitida”; segundo párrafo en la porción normativa que prevé: “ningún partido político sobrepase de dieciséis diputaciones por ambos principios”; II, inciso a), por cuanto ordena: “Se asignará una diputación a cada uno de los partidos políticos que hayan alcanzado por lo menos el cuatro por ciento de la votación válida emitida;”; VII en la porción normativa que indica: “La definición del orden de la lista definitiva integrada por candidaturas de la lista "A" o "B", corresponde exclusivamente a las dirigencias de los partidos”; y XIII la porción que establece “a cada uno de los partidos políticos que superaron el cuatro por ciento de la votación válida emitida”; así como del 18, fracción I en la porción normativa consistente en: “Se sumarán los votos de los partidos que hayan obtenido cuando menos el cuatro por ciento del total de los sufragios emitidos en el municipio correspondiente;”, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos. 
SÉPTIMO. La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Morelos; dando lugar a la reviviscencia ordenada en el último considerando de la presente sentencia.

OCTAVO. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado de Morelos.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente. 
� “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles”.


� “Artículo 55.


Son atribuciones y facultades de la Presidencia de la Comisión Ejecutiva Estatal:


a) Ejercer la representación legal del Partido, en los términos de las disposiciones que regulan el mandato tanto en el Código Civil para el Estado de Morelos en materia común y para toda la República en materia Federal, en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y Ley Federal del Trabajo, ejercer todo momento Poder General para Pleitos y Cobranzas, Actos de Administración y de Dominio; así como facultar a otras personas para que la ejerzan;


(…)”.


� “Artículo 38. La Dirección Nacional Ejecutiva se integrará por las personas que ocupen los siguientes cargos: 


a) La Presidencia Nacional, con voz y voto;


b) La Secretaria General Nacional, con voz y voto;


c) Los siete integrantes que ocuparán las secretarias Nacionales, con derecho a voz y voto;


d) La Presidencia de la Mesa Directiva del Consejo Nacional con derecho a voz;


e) Las Coordinaciones de los Grupos Parlamentarios del Partido en el Congreso de la Unión con derecho a voz; y


f) La representación del Partido ante el Instituto Nacional Electoral, con derecho a voz”.


“Artículo 39. Son funciones de la Dirección Nacional Ejecutiva las siguientes: 


Apartado A 


Del pleno de la Dirección Nacional Ejecutiva


I. Mantener la relación del Partido, a nivel nacional e internacional, con las organizaciones políticas, los movimientos sociales y civiles, así como con las organizaciones no gubernamentales, a fin de vincular la lucha política del partido con las demandas de la sociedad y sus organizaciones y se asignará el seguimiento de las actividades que de aquí se desprendan a la Secretaría de la que se trate; 


II. Aplicar las resoluciones que tenga a bien emitir el Consejo Nacional y del Congreso Nacional; 


III. Analizar la situación política nacional e internacional para elaborar la posición del Partido al respecto; 


IV. Desarrollar de manera transversal los siguientes ejes estratégicos: la organización interna, la política de alianzas, planeación estratégica, de los asuntos electorales, comunicación política, derechos humanos, movimientos sociales, gobiernos y políticas públicas, de la sustentabilidad y la ecología, coordinación y desempeño legislativo, desarrollo económico en relación a la iniciativa social y privada, de la igualdad de los géneros, migrantes, indígenas, asuntos internacionales, juventudes y de la diversidad sexual; 


V. Conocer los recursos financieros del Partido a nivel nacional y difundir de manera periódica y pública el estado que guardan dichos recursos, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de Transparencia del Partido, cuya supervisión estarán a cargo de las personas que ocupen la Presidencia y Secretaría General de la Dirección Nacional Ejecutiva; 


VI. Proponer al Consejo Nacional el plan de trabajo del Partido; 


VII. Elaborar, aprobar y presentar el informe sobre el gasto anual, el programa anual del trabajo y el proyecto de presupuesto en los primeros cuarenta y cinco días naturales al iniciar el año. Cuando el Consejo Nacional no sesione en el plazo establecido, la Dirección Nacional Ejecutiva tendrá la facultad de aprobar por la mayoría calificada de los presentes un proyecto que cubra los primeros seis meses del ejercicio; 


VIII. En la primera sesión de cada año del Consejo Nacional, la Dirección Nacional Ejecutiva deberá elaborar y presentar un informe de gastos anual donde se observe el estado financiero y las actividades realizadas por el mismo. En todos los casos, dicho informe se ajustará a lo establecido en el Reglamento de Transparencia del Partido; 


IX. En la primera sesión de cada año del Consejo Nacional, la Dirección Nacional Ejecutiva presentará el informe anual y plan anual de trabajo, donde se observe el estado financiero y las actividades realizadas por el mismo. En todos los casos dicho informe se ajustará a lo establecido en el Reglamento de Transparencia del Partido; 


X. Elaborar, aprobar y presentar al Consejo Nacional el Proyecto de convocatoria para la elección de las candidaturas a cargos de elección popular del ámbito federal, así como para los cargos de órganos de dirección y representación del Partido en los ámbitos nacional, estatal y municipal 


XI. Nombrar a las personas que ocupen la representación ante el Consejo General y Comisión Nacional de Vigilancia, del Instituto Nacional Electoral; 


XII. La Dirección Nacional Ejecutiva, de forma extraordinaria, podrá nombrar a las representaciones del Partido ante los Organismos Públicos Electorales Locales y en los ámbitos distrital y municipal en los siguientes casos: 


a) Cuando alguna Dirección Estatal Ejecutiva no lo haya hecho oportunamente; 


b) Que esté en riesgo la representación partidaria, por ausencia injustificada; o 


c) Que el representante incurra en incumplimiento, desacato u omita realizar sus obligaciones institucionales y estatutarias. 


XIII. Realizar un plan de desarrollo de recuperación política y administrativa en aquellas entidades en las que: 


a) No se tenga reconocido el registro local; 


b) Aquellas entidades en las que el funcionamiento institucional del Partido, su administración o su actividad política no cumpla con las metas establecidas en el plan nacional de trabajo; y 


c) Cuando las Direcciones Estatales Ejecutivas sin causa justificada de manera reiterada incumplan en sus obligaciones, excedan o sean omisos en el ejercicio de sus atribuciones establecidas en el presente Estatuto. 


En aquellas entidades en donde se actualicen alguno o algunos de los supuestos anteriores, podrá nombrar Delegadas o Delegados Políticos y Financieros con funciones y facultades que determine la Dirección Nacional Ejecutiva, quienes coadyuvarán con la Dirección Estatal Ejecutiva para la aplicación y el cumplimiento de las metas del plan diseñado. 


Las personas designadas como Delegados por la Dirección Nacional Ejecutiva serán responsables de coadyuvar en el Plan de trabajo y establecer las directrices políticas, ejecutivas y financieras que considere pertinentes. Las Direcciones Estatales Ejecutivas de estos Estados deben trabajar de manera conjunta y coordinada de la o el Delegado; 


Las y los Delegados estarán obligados a ejercer las facultades otorgadas a efecto de que las acciones que implementen permitan coadyuvar e implementar un programa de desarrollo partidario en el Estado a efecto de que el Partido se convierta en una clara opción política y electoral competitiva. 


Durante su encargo, las y los Delegados nombrados por la Dirección Nacional Ejecutiva no serán considerados integrantes del Congreso Nacional y Consejos en todos sus ámbitos, ni a ser designados como candidatos a ningún cargo de elección popular en el Estado donde ejerza su encargo. 


Su nombramiento será hasta por un año, pudiendo ser ratificado por dos periodos iguales. 


XIV. Informar al Órgano de Justicia Intrapartidaria aquellos casos en los que personas afiliadas, integrantes de órganos de dirección y representación en todos sus niveles, incurran en actos o declaren ideas en cualquier vía de comunicación, en perjuicio a la Declaración de Principios, Línea Política, Programa, Estatuto, Política de Alianzas Electorales y decisiones de los órganos de Dirección y Consejos en todos sus niveles, para iniciar el procedimiento sancionador de oficio, garantizando en todo momento su derecho de audiencia; 


XV. Convocar, en su caso, a sesiones de los Consejos y Direcciones Ejecutivas en todos sus ámbitos; 


XVI. Atraer la elección de candidaturas que le correspondan a los Consejos Estatales y municipales cuando: 


a) Exista riesgo inminente de que el Partido se quede sin registrar candidato. 


b) No se haya realizado la elección en el Consejo correspondiente. 


XVII. Elaborar y aplicar, en coordinación con las Direcciones Estatales Ejecutivas, la estrategia electoral de las entidades federativas; 


XVIII. Observar y aprobar la Política de Alianzas Electorales en las entidades federativas a propuesta del Consejo Estatal o cuando éste se abstenga o sea omiso de presentarla; 


XIX. Tomar las resoluciones políticas y orientar el sentido de los votos emitidos por los Grupos Parlamentarios del Partido, cuando se trate de asuntos de gran trascendencia, así como aquellos que estén vinculados con la Línea Política y la Declaración de Principios; 


XX. Tomar las resoluciones políticas y orientar el sentido de las políticas públicas por los Gobiernos del Partido, cuando se trate de asuntos de gran trascendencia, así como aquellos que estén vinculados con la Línea Política y la Declaración de Principios; 


XXI. Presentar propuestas al Consejo Nacional; 


XXII. Observar y aprobar la convocatoria a la elección de las candidaturas a cargos de elección popular en los ámbitos estatal y municipal remitida por parte de la Mesa Directiva del Consejo Estatal y ordenar su publicación. 


Una vez aprobada la Convocatoria descrita en el párrafo anterior, deberá ser remitida a la Mesa Directiva del Consejo Estatal para su conocimiento, y esta notifique a las instancias competentes y publicidad. 


Dicha aprobación deberá realizarse por parte de la Dirección Nacional Ejecutiva a más tardar tres días antes del vencimiento de los plazos contemplados por las normas electorales aplicables a la elección constitucional que corresponda y en caso contrario se tendrá por aprobada de manera definitiva la convocatoria aprobada por el Consejo Estatal. 


En caso de que los Consejos Estatales omitan aprobar o remitir el método electivo o la convocatoria a cargos de elección popular a más tardar 72 horas antes del vencimiento de los plazos legales contemplados dentro del proceso electoral constitucional, será facultad de la Dirección Nacional Ejecutiva la emisión de la misma; 


XXIII. Proponer al Consejo Nacional la Política de Alianzas Electorales, que será aplicada en las candidaturas federales la cual será la base para replicar en las entidades federativas; 


XXIV. Remover del cargo a las personas que sean titulares de las Coordinaciones o Vice Coordinaciones de los Grupos Parlamentarios del Partido, en caso de que éstos no cumplan con la Línea Política, el Programa y las normas del Partido, siempre otorgándoles el derecho de audiencia mediante los procedimientos señalados en el presente ordenamiento y los reglamentos que de este emanen; 


XXV. Organizar, resguardar y poner a disposición la información pública que posea o emita, en términos de lo dispuesto en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, Ley General de Partidos Políticos, Ley General de Archivos, el Reglamento de Transparencia del Partido; 


XXVI. Designar al Titular de: 


a) La Coordinación del Patrimonio y Recursos Financieros Nacional; 


b) La Unidad y el Enlace de Transparencia Nacional; 


c) Del Área Coordinadora de Archivos; 


La Dirección Nacional Ejecutiva realizará evaluaciones sobre el desempeño de estas áreas y efectuará las sustituciones tanto del titular como del personal dependiente del mismo cuando éstos incumplan o sean deficientes en sus tareas asignadas. 


Nombrar a los titulares de las Direcciones del Instituto de Formación Política, así como al personal operativo que implementará la estrategia de comunicación aprobada por la Dirección Nacional Ejecutiva. 


La persona que ocupe, la Coordinación del Patrimonio y Recursos Financieros Nacional, tendrá la obligación de acudir a las sesiones de la Dirección Nacional Ejecutiva, para entregar los informes correspondientes a dicha coordinación. 


XXVII. Designar a las personas titulares Integrantes de: 


a) El Órgano Técnico Electoral 


b) El Órgano de Afiliación 


Así como al personal operativo responsable de las áreas de ambos órganos. 


XXVIII. En caso de renuncia, ausencia o remoción del titular del Instituto de Formación Política y de las Secretarías que integran la Dirección Nacional Ejecutiva, podrá nombrar una persona encargada del despacho, la cual sólo contará con derecho a voz, hasta que el Consejo Nacional designe la sustitución que corresponda. 


Las personas que formen parte de la Dirección Nacional Ejecutiva que sean designadas como encargadas de despacho, no podrán formar parte del Consejo Nacional. 


XXIX. Convocar al Consejo Consultivo Permanente de Política Estratégica, en concordancia con el tema a tratar. En esta instancia podrán participar integrantes de las comunidades académicas y de investigación, líderes de opinión y personas expertas en temas de interés nacional, así como a dirigentes, quienes ostenten cargos de elección popular, a efecto de buscar la construcción de consensos, políticas públicas, proyectos de trabajo fortaleciendo la visión ideológica y programática del Partido; 


XXX. Convocar a las Direcciones Estatales Ejecutivas a reuniones de trabajo y coordinación para implementar acciones conjuntas y fomentar el desarrollo del Partido; 


XXXI. Solicitar al Instituto Nacional Electoral la organización de la elección interna, para renovar órganos de dirección y representación, previo acuerdo del Consejo Nacional; 


XXXII. Presentar al Consejo Nacional propuestas de las personas que serán postuladas en las candidaturas a cargos de Presidente de la República, Senadores y Diputados Federales por ambos principios, con perfiles idóneos y competitivos; 


XXXIII. Observar y aprobar los convenios de coalición en todos los ámbitos, conforme a la Política de Alianzas Electorales que corresponda; 


XXXIV. Observar y aprobar los convenios de candidatura común en todos los ámbitos, a propuesta de la Dirección Estatal Ejecutiva, conforme a la Política de Alianzas Electorales que corresponda; 


XXXV. Constituir frentes con partidos registrados y con agrupaciones políticas nacionales de cualquier género, con o sin registro o sin personalidad jurídica, mediante un convenio político de carácter público; 


XXXVI. Proponer al Pleno del Consejo Nacional a los integrantes del órgano de justicia intrapartidaria; 


XXXVII. Diseñar y aprobar la estrategia de comunicación política; 


XXXVIII. Aprobar los lineamientos del pago de cuotas ordinarias y extraordinarias 


XXXIX. Convocar, una vez instaladas la mayoría de las Coordinadoras en los Estados, a la instalación de la Coordinadora Nacional de Autoridades Locales; 


XL. Observar, en su caso modificar y aprobar las actuaciones de los órganos dependientes de la Dirección Nacional Ejecutiva, de conformidad con los reglamentos aplicables; 


XLI. Aprobar las candidaturas para las gubernaturas de las entidades federativas; 


XLII. Designar a la persona responsable de realizar el registro de precandidaturas y candidaturas en el Sistema Nacional de Registro de Precandidatos y Candidatos del Instituto Nacional Electoral; 


XLIII. Intervenir en la solución de controversias a través de mecanismos de justicia alternativa; 


XLIV. Nombrar a la persona titular de la Secretaría Técnica de la Dirección Nacional Ejecutiva; y 


XLV. Las demás que establezca éste estatuto y los reglamentos que de éste emanen. 


En las decisiones de la Dirección Nacional Ejecutiva se privilegiará el consenso, en caso de no obtenerse se tomarán por la mayoría calificada de los presentes, salvo los casos que determinen una mayoría específica”.  


� “Artículo 20. 


De la Comisión Operativa Nacional.


1. La Comisión Operativa Nacional se forma por nueve integrantes y será elegida entre las personas integrantes numerarias de la Coordinadora Ciudadana Nacional para un periodo de tres años por la mayoría absoluta de votos de la Convención Nacional Democrática, ostenta la representación política y legal de Movimiento Ciudadano y de su dirección nacional. Sus sesiones deberán ser convocadas por lo menos con tres días de anticipación de manera ordinaria cada quince días y de manera extraordinaria en su caso, con un día de anticipación, cuando así se requiera por cualquiera de sus integrantes. El quórum legal para sesionar se constituirá con la asistencia de la mayoría de sus integrantes. Todos los acuerdos resoluciones y actos de la Comisión Operativa Nacional tendrán plena validez, con la aprobación y firma de la mayoría, y en caso de urgencia suscritos únicamente con la firma de la coordinadora o coordinador, en términos de lo previsto por el Articulo 21 numeral 5, de los presentes Estatutos.


La Comisión Operativa Nacional inmediatamente después de su elección nombrará de entre sus integrantes, por un periodo de tres años, a su coordinadora o coordinador, quien será non entre pares y tendrá como responsabilidad adicional, la vocería y la representación política y legal de Movimiento Ciudadano.


2. Son atribuciones y facultades de la Comisión Operativa Nacional:


a) Ejercer la representación política y legal de Movimiento Ciudadano en todo tipo de asuntos de carácter judicial, político, electoral, administrativo, patrimonial y para delegar poderes y/o establecer convenios en los marcos de la legislación vigente. A excepción de la titularidad y representación laboral, que será en términos de lo establecido en el Artículo 35, numeral 9 de los Estatutos. 


(…).


o) Para interponer, en términos de la fracción II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral. 


(…)”. 


� Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


Artículo 61. La demanda por la que se ejercita la acción de inconstitucionalidad deberá contener:


(…)


II. Los órganos legislativos y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las normas generales impugnadas;


Artículo 64. Iniciado el procedimiento, conforme al artículo 24, si el escrito en que se ejercita la acción fuera obscuro o irregular, el ministro instructor prevendrá al demandante o a sus representantes comunes para que hagan las aclaraciones que correspondan dentro del plazo de cinco días. Una vez transcurrido este plazo, dicho ministro dará vista a los órganos legislativos que hubieren emitido la norma y el órgano ejecutivo que la hubiere promulgado, para que dentro del plazo de quince días rindan un informe que contengan las razones y fundamentos tendientes a sostener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad. Tratándose del Congreso de la Unión, cada una de las Cámaras rendirá por separado el informe previsto en este artículo. 


� Texto: “El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia P./J. 6/2003, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, marzo de 2003, página 915, sostuvo que en acción de inconstitucionalidad en materia electoral debe privilegiarse el análisis de los conceptos de invalidez referidos al fondo de las normas generales impugnadas, y sólo en caso de que resulten infundados deben analizarse aquellos en los que se aduzcan violaciones en el desarrollo del procedimiento legislativo originó a la norma general impugnada. Sin embargo, una nueva reflexión sobre el tema conduce a apartarse de la jurisprudencia citada para establecer que la acción de inconstitucionalidad es un medio de control abstracto, cuando se hagan valer violaciones al procedimiento legislativo que dio origen a la norma general impugnada, éstas deberán analizarse en primer término, ya que, de resultar fundadas, por ejemplo, al trastocar valores democráticos que deben privilegiarse en nuestro sistema constitucional, su efecto de invalidación será total, siendo, por tanto, innecesario ocuparse de los vicios de fondo de la ley impugnada que, a su vez, hagan valer los promoventes”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXVI, diciembre de 2007, P./J. 32/2007, página 776, registro digital 170881). 


� Ministro instructor Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, por acuerdo de diecisiete de agosto de dos mil veinte, se tuvo por recibido el escrito del Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, mediante el cual, entre otras cuestiones, expresa el desistimiento de la controversia y se acordó que será motivo de estudio en la sentencia que llegue a dictarse. 


� Ministro instructor Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, mediante auto de veinticuatro de agosto de dos mil veinte se determinó que la Primera Sala se avoca al conocimiento del asunto. 


� Ministro instructor Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, por escrito presentado uno de septiembre de dos mil veinte el Poder Legislativo del Estado de Morelos remite los antecedentes legislativos de la norma impugnada. 


� Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, sesión de tres de septiembre de dos mil veinte. 


� Ministra Norma Lucía Piña Hernández, sesión de siete de septiembre de dos mil veinte.


� Bajo la Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz. 


� “Artículo 14. 


(…).


Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho”. 


“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 


(…)”. 


� Hojas setenta y seis a setenta y nueve de la respectiva sentencia. Este criterio se refleja en la tesis aislada L/2008 (9a.), emitida por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, junio de 2008, tomo 27, página 717, de rubro: “PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS CUYO CUMPLIMIENTO SE DEBE VERIFICAR EN CADA CASO CONCRETO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA INVALIDACIÓN DE AQUÉL”.


� Criterio que se refleja en la tesis aislada XLIX/2008 (9a.), emitida por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época,  junio de 2008, tomo 27, página 709, de rubro y texto: “FORMALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL EJERCICIO DE LA EVALUACIÓN DE SU POTENCIAL INVALIDATORIO. Cuando en una acción de inconstitucionalidad se analicen los conceptos de invalidez relativos a violaciones a las formalidades del procedimiento legislativo, dicho estudio debe partir de la consideración de las premisas básicas en las que se asienta la democracia liberal representativa como modelo de Estado, que es precisamente el acogido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 39, 40 y 41. A partir de ahí, debe vigilarse el cumplimiento de dos principios en el ejercicio de la evaluación del potencial invalidatorio de dichas irregularidades procedimentales: el de economía procesal, que apunta a la necesidad de no reponer innecesariamente etapas procedimentales cuando ello no redundaría en un cambio sustancial de la voluntad parlamentaria expresada y, por tanto, a no otorgar efecto invalidatorio a todas y cada una de las irregularidades procedimentales identificables en un caso concreto, y el de equidad en la deliberación parlamentaria, que apunta, por el contrario, a la necesidad de no considerar automáticamente irrelevantes todas las infracciones procedimentales producidas en una tramitación parlamentaria que culmina con la aprobación de una norma mediante una votación que respeta las previsiones legales al respecto”.


� Acción de inconstitucional 52/2006, bajo la Ponencia del Ministro Sergio A. Valls Hernández. 


� Página doscientos cuatro de la respectiva sentencia.


� Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, en sesión de tres de septiembre de dos mil quince. 


� Ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas, en su ausencia hizo suyo el asunto la señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, en sesión de veintinueve de septiembre de dos mil quince. 


� Bajo la Ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas, en su ausencia hizo suyo el asunto la señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, resuelto en sesión de seis de octubre de dos mil quince. 


� Bajo la Ponencia de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, resuelta en sesión de trece de septiembre de dos mil dieciocho. 


� Por unanimidad de once votos de las Ministras y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los apartados VII, relativo al examen del procedimiento legislativo, y VIII, relativo a los efectos de la sentencia.


� Por mayoría de nueve votos de las Ministras y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, con consideraciones adicionales y anuncia voto concurrente, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, contra de algunas consideraciones y anuncio de voto concurrente, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán. La Ministra Esquivel Mossa y el Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra.


� “Artículo 42. El derecho de iniciar leyes y decretos corresponde:


I. Al Gobernador del Estado.


II. A los Diputados al Congreso del mismo.


III. Al Tribunal Superior de Justicia, en asuntos relacionados con la organización y funcionamiento de la administración de justicia.


IV. A los Ayuntamientos.


V. A los ciudadanos morelenses de conformidad con el artículo 19 bis de esta constitución.


VI. A la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, en asuntos relacionados con los Derechos Humanos.


El Gobernador del Estado podrá presentar dos iniciativas preferentes el día de la apertura de cada período ordinario de sesiones o solicitar con este carácter dos que hubiera presentado en períodos anteriores que no tengan dictamen, cada iniciativa debe ser discutida y votada por el Pleno del Congreso en un plazo máximo de 40 días naturales. No tendrán carácter de preferentes las iniciativas de presupuesto, fiscal, electoral y reformas a la Constitución del Estado.


En las iniciativas que se presenten al Congreso Local, se deberá incluir la estimación del impacto presupuestario que implique su implementación”.


� “Artículo 44. Para que una iniciativa tenga el carácter de ley o decreto, necesita en votación nominal de las dos terceras partes de los diputados integrantes de la legislatura; la sanción y promulgación del Ejecutivo y su publicación en el órgano oficial del Estado; excepto en los casos expresamente determinados por esta Constitución”. 


� “Artículo 32. La Mesa Directiva será la responsable de coordinar los trabajos legislativos del pleno, así como de las comisiones y comités del Congreso del Estado. Los integrantes de la Mesa Directiva durarán en sus funciones un año y podrán ser reelectos.


El Presidente de la Mesa Directiva, conduce las sesiones del Congreso del Estado y asegura el debido desarrollo de los debates, discusiones y votaciones del pleno; garantiza que en los trabajos legislativos se aplique lo dispuesto en la Constitución y en la presente Ley. En caso de falta de nombramiento de mesa directiva para el segundo y tercer año legislativo, la mesa directiva en turno continuará en funciones hasta el día 5 del siguiente mes, o hasta que se nombre la nueva mesa directiva.


La Mesa Directiva observará en su actuación los principios de imparcialidad y objetividad”. 


� “Artículo 53. Las comisiones legislativas, son órganos colegiados constituidos por el pleno del Congreso del Estado, cuyas funciones son las de conocer, analizar, investigar, discutir y en su caso dictaminar, las iniciativas de ley, los proyectos de decreto y demás asuntos que les sean turnados. Emitirán en su caso, acuerdos parlamentarios que se someterán a la aprobación del pleno”. 


� “Artículo 55. Las Comisiones Legislativas se integran de por lo menos tres Diputados y su composición deberá reflejar en lo posible la pluralidad política del Congreso del Estado. De los Diputados que integren las Comisiones Legislativas habrá un Presidente, por lo menos un Secretario y Vocales que sean designados. Ningún Diputado podrá presidir más de cinco Comisiones Ordinarias o Comités.


Las comisiones ordinarias de Puntos Constitucionales y Legislación, Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, y Gobernación y Gran Jurado, estarán conformadas por un Presidente, tres secretarios y al menos un diputado de cada uno de los grupos y/o fracciones parlamentarias que integren la legislatura.


En el caso de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, la Presidencia será rotativa y anual, para ello la Junta Política y de Gobierno propondrá al Pleno, mediante acuerdo aprobado por mayoría calificada de sus integrantes por voto ponderado, la conformación de dicha Comisión; mediante el mismo procedimiento, podrá proponer al Pleno las Comisiones que considere conveniente que sean rotativas y anuales, especificando el motivo y la conformación de las comisiones en su caso.


Las comisiones serán integradas a propuesta de la Junta Política y de Gobierno, señalándose quien será presidente y quienes secretarios y vocales.


Dicha propuesta será sometida a la consideración de la Asamblea para su aprobación mediante la votación de las dos terceras partes de sus integrantes, debiendo quedar conformadas a más tardar en la tercera sesión ordinaria de la legislatura.


Las comisiones legislativas quedarán legalmente instaladas a partir de la sesión en la que fuera aprobada su integración por el pleno del Congreso del Estado”. 


� “Artículo 57. A las comisiones legislativas les corresponde tomar sus decisiones por mayoría simple de votos de sus miembros; en caso de empate el Presidente de la Comisión tendrá voto de calidad. Cuando alguno de los miembros de una comisión disienta del dictamen aprobado, podrá expresar su parecer por escrito, emitiendo un voto particular dirigido al Presidente de la Comisión a fin de que se someta a consideración de la Asamblea junto con el dictamen de la mayoría.


Las comisiones legislativas contarán con un Secretario Técnico y el personal de apoyo que sean necesarios para el cumplimento de sus funciones, su integración y funcionamiento se encontrarán establecidas en el Reglamento respectivo”.


� “Artículo 95. Las iniciativas de leyes y decretos, serán presentadas por escrito y en medio magnético, deberán contener una parte expositiva que tendrá los elementos de justificación, legitimación, explicación interpretación, alcances y oportunidad de lo que se propone, así como una parte preceptual o normativa que estará constituida por un articulado ordenado en forma lógica.


Las propuestas para modificar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o leyes federales, deberán cumplir, en lo conducente lo previsto en el presente capítulo y con respecto a su procedencia, estarán sujetas a lo estipulado en el artículo 104 del presente reglamento.


Al inicio de cada período ordinario de sesiones el Poder Ejecutivo estatal, podrá presentar como preferente hasta dos iniciativas o solicitar con ese carácter dos que hubiera presentado en periodos anteriores y que no cuenten con dictamen”.


� “Artículo 96. Toda iniciativa que presenten los diputados deberá contener preferentemente y en lo conducente lo siguiente:


I. Fundamentos jurídicos en que se apoye;


II. Exposición de Motivos en la que se habrán de explicar las razones, hechos y argumentos de los que se concluya la necesidad de formular una propuesta de una nueva Ley o sus modificaciones;


III. Síntesis de su contenido;


IV. Problema sociológico que pretende resolver;


V. Fuentes en que se apoye;


VI. Texto legislativo que se propone;


VII. Disposiciones legales precisas que se abrogan o texto que se deroga;


VIII. Se deberá especificar si se trata de modificar, adicionar, reformar, derogar, abrogar o expedir una nueva ley, decreto o si corresponde a un acuerdo, o reglamento para el régimen interior del Congreso;


IX. Nombre y firma autógrafa de quien la promueve;


X. Tratándose de normas generales y sus modificaciones, preferentemente en el siguiente orden de prelación de ser procedente, partiendo de lo general a lo particular:


a. Libros


b. Títulos;


c. Capítulos;


d. Secciones;


e. Artículos;


f. Apartados;


g. Párrafos;


h. Fracciones;


i. Incisos;


j. Subincisos; y


k. Numerales.


Tratándose de acuerdos internos, los documentos que sean necesarios para apoyar su contenido”.


� “Artículo 102. La iniciativa deberá dictaminarse en el periodo ordinario de sesiones en que se turne a la comisión o en el inmediato siguiente, en términos de este Reglamento.


Toda iniciativa, decreto o acuerdo parlamentario que no sea dictaminado durante la Legislatura en la cual fue presentado, al término de la misma será remitida por el Presidente de la Comisión respectiva al archivo legislativo.


En el caso que las iniciativas preferentes no sean dictaminadas oportunamente, dos días antes de que esté por vencer el plazo constitucional, el Presidente del Congreso de inmediato ordenará la publicación de la Iniciativa en la Gaceta Legislativa en los términos en que fue presentada por el Poder Ejecutivo estatal, para que los Diputados puedan conocer sus términos, así como se asegurará que sea incluida en primer lugar de los asuntos del orden del día de la sesión del Pleno correspondiente o de la que al efecto se convoque, para su inmediata discusión y votación dentro del término a que alude el artículo 42 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos”.


� “Artículo 103. Ningún proyecto de dictamen o proposición de acuerdo parlamentarios podrá debatirse sin que primero pase a la comisión o comisiones correspondientes y éstas hayan dictaminado”.


� “Artículo 104. Para la formulación del proyecto de dictamen, se estará a lo siguiente:


I. Recibida la iniciativa, el secretario técnico de la comisión deberá garantizar que cada diputado integrante de la misma reciba copia dentro de un plazo que no excederá de 48 horas contadas a partir de la recepción del turno ordenado por el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso;


II. Toda iniciativa, será analizada primero en lo general para determinar su procedencia o improcedencia. En caso de considerarse procedente, se elaborarán las consideraciones del dictamen en lo general y se procederá conforme a lo previsto en el presente Capítulo; para el caso de que la determinación sea de improcedencia, se deberá de igual forma elaborar el respectivo dictamen en sentido negativo, el cual, sin más trámite se deberá informar al Pleno a través de la Mesa directiva únicamente para efectos de su conocimiento;


III. Cuando la comisión apruebe una iniciativa en lo general, se procederá a su discusión en lo particular, para lo cual el Presidente de la Comisión solicitará a los miembros de la misma señalar los artículos que se reservan para su análisis en lo particular. Los artículos no reservados se considerarán aprobados sin mayor trámite; y


IV. Cada propuesta de modificación en lo particular deberá ser presentada por escrito para su análisis y discusión”.


� “Artículo 106. Los dictámenes deberán contener:


I. Los datos generales que identifiquen la iniciativa y una exposición clara y precisa del asunto al que se refiere;


II. Formularse por escrito y en disco de grabación electromagnética;


III. La expresión pormenorizada de las consideraciones resultantes del análisis y estudio de la iniciativa, el sustento de la misma, así como la exposición precisa de los motivos y fundamentos legales que justifiquen los cambios, consideraciones o cualquier otra circunstancia que afecte a los motivos y al texto de la iniciativa en los términos en que fue promovida;


IV. El análisis de las observaciones hechas por los ayuntamientos y los poderes ejecutivo o judicial en su caso;


V. Las firmas autógrafas de los integrantes de la comisión o comisiones que dictaminen y el sentido de su voto; y


VI. Los artículos que se reforman, modifican o derogan”.


� “Artículo 107. El dictamen una vez firmado y entregado a la Mesa Directiva, será programado para su discusión en la sesión que determine la Conferencia”.


� “Artículo 108. Programados en el orden del día, los dictámenes serán insertos para su publicidad en el portal de internet del Congreso”.


� “Artículo 113. La discusión de los dictámenes se realizará sin necesidad de lecturas previas, en virtud de lo dispuesto por el presente Reglamento, con las excepciones establecidas en el mismo.


Los dictámenes de los órganos colegiados del Congreso, que deban ser sometidos a la consideración de la asamblea, serán desahogados de conformidad a lo siguiente:


I. En la sesión del Pleno respectiva, aprobado el orden del día, uno de los secretarios de la Mesa Directiva dará cuenta a la asamblea con él o los dictámenes que hayan cumplido con el procedimiento establecido en este ordenamiento; quedarán como leídos y serán insertados íntegramente en el semanario de los debates;


II. Acto seguido, se procederá a abrir la discusión del dictamen.


III. En el caso de dictámenes de leyes o modificaciones a las mismas, se discutirán primero en lo general y después en lo particular cada uno de los artículos reservados.


Hecho lo anterior, se procederá a la votación respectiva”.


� “Artículo 114. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior de este reglamento, aquellos dictámenes o resoluciones que sean inherentes a:


a) Las minutas de reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


b) Las reformas, adiciones y derogaciones a la Constitución Política del Estado de Morelos.


c) La designación de Gobernador Sustituto, Interino o Provisional.


En estos casos, en la sesión respectiva, el secretario de la Mesa Directiva, procederá a dar lectura íntegra al dictamen; debiéndose turnar un (sic) copia de todos los documentos a los legisladores y ordenando su publicación en el semanario de los debates.


En caso de que cualquiera de estos dictámenes requiera de varias horas para su lectura, podrá darse lectura a una versión sintetizada y deberá ser insertado en el semanario de los debates el dictamen íntegro”.


� “Artículo 115. Los dictámenes a que se refiere el artículo 114 de este ordenamiento, se discutirán primero en lo general y después en lo particular cada uno de los artículos reservados, posteriormente se realizará la votación que corresponda.


Si se calificara como de urgente y obvia resolución los asuntos que prevé el párrafo anterior, el Presidente de la Mesa Directiva, decretará un receso, para el efecto de que los diputados conozcan el asunto a discutir y votar en su caso.


El Presidente de la Mesa Directiva, ordenará la publicación posterior de los dictámenes aprobados o rechazados por la asamblea, en el semanario de los debates”.


� “Artículo 116. El Secretario debe elaborar la lista y dar lectura antes de comenzar la discusión, de los diputados que pidan hacer uso de la palabra para hablar en contra y a favor del dictamen”.


� “Artículo 117. Los diputados inscritos para hacer uso de la palabra serán llamados por el Presidente de la Mesa Directiva de acuerdo al orden de la lista, alternando las intervenciones comenzando por el inscrito para hablar en contra”.


� “Artículo 123. Ninguna discusión se podrá suspender, sino por las siguientes causas:


I. Que la Asamblea acuerde dar preferencia a otro asunto de mayor urgencia o gravedad;


II. Por graves desórdenes en el Recinto Legislativo;


III. Por moción suspensiva que presente alguno de los miembros del Congreso y que ésta se apruebe por el Pleno; y


IV. Por falta de quórum debidamente comprobado”.


� “Artículo 125. Los diputados desde su curul, podrán solicitar una moción en los siguientes casos:


I. Pedir la palabra;


II. Verificar el quórum;


III. Señalar error en el procedimiento;


IV. Solicitar la lectura de un documento en relación con el debate;


V. Solicitar orden; y


VI. Las demás que se señalen en la Ley y este Reglamento.


Una vez que el Presidente de la Mesa Directiva le haya concedido el uso de la palabra, su intervención no excederá de tres minutos.


Cuando algún diputado del Congreso solicite se dé lectura a algún documento para ilustrar la discusión y aceptada que sea la lectura del documento, debe hacerse por uno de los Secretarios, continuando después con el uso de la palabra el orador”.


� “Artículo 127. Declarado suficientemente discutido el proyecto de dictamen en lo general, por el Presidente, se procederá a votarlo en tal sentido, aprobado que sea, se discutirán enseguida los artículos reservados en lo particular.


En caso contrario se consultará a la Asamblea en votación económica si se devuelve o no todo el proyecto a la comisión, en el primer supuesto se devolverá a la comisión para el efecto de que considere las observaciones realizadas, en el segundo se tendrá por desechada.


Todo proyecto de dictamen que sea devuelto a comisión para su reforma, deberá reelaborarse en un término que no debe exceder de 30 días.


Si durante la votación no existiera acuerdo entre los diputados respecto de la votación emitida, o no se alcanzara la votación requerida para aprobar o desechar el dictamen, el Presidente de la Mesa Directiva, para el efecto de reorganizar los debates, declarará un receso por el tiempo que estime necesario al efecto de que se realicen los consensos necesarios con relación al dictamen en cuestión”.


� “Artículo 129. Agotada la discusión y votación de los artículos en lo particular, el Presidente de la Mesa Directiva procederá a realizar la declaratoria correspondiente en lo general y de los que no fueron reservados”.


� “Artículo 130. El voto es la expresión de la voluntad de un legislador a favor, en contra o en abstención de un asunto, es la suma de los votos individuales de un órgano colegiado.


Las votaciones pueden ser de tres clases:


I. Nominales


II. Económicas


III. Por cédula”.


� “Artículo 131. La votación nominal, es el voto que emiten de manera personalísima los miembros del Congreso mencionando su nombre y apellido, cuando se trate de aprobar una ley en lo general y en lo particular. Se realizará de la siguiente manera:


I. Cada miembro del Congreso, comenzando por el lado derecho del Presidente, se pondrá en pie y dirá en voz alta su apellido y también su nombre si fuere necesario para distinguirlo de otro, señalando el sentido de su voto;


II. Un Secretario llevará el registro de los diputados que aprueben y el otro el registro de los que desaprueben, en un formato que para tal efecto se tenga;


III. Concluido este acto, uno de los secretarios preguntará dos veces en altavoz si falta algún miembro del Congreso por emitir su voto; no faltando ninguno, se llevará a cabo la votación de la Mesa Directiva, comenzando por los secretarios, el vicepresidente y el presidente;


IV. Los Secretarios realizarán enseguida el cómputo de los votos, haciendo del conocimiento del presidente el resultado de la votación.


La relación de los diputados debe ser insertada en el semanario de los debates con la manifestación del sentido de su voto”.


� “Artículo 132. Las votaciones económicas son aquellas que realizan los diputados de manera simple en los asuntos de mero trámite y para todos los casos que en general no tengan preestablecida una votación especial.


La votación económica se practicará poniéndose de pie primero los diputados que estén a favor, enseguida los que estén en contra y finalmente los que se abstengan y lo harán a petición expresa del secretario.


Si al dar cuenta la Secretaría del resultado de la votación económica, algún miembro de la Asamblea pidiere que se rectifiquen los votos, el Presidente instruirá al secretario para que realice nuevamente la votación”.


� “Artículo 133. Las votaciones por cédula son aquellas que se realizan mediante boleta, cuando se trate de nombrar, designar, elegir y remover a funcionarios y servidores públicos que conforme a la ley deban ser nombrados por el Congreso y se depositarán conforme sean llamados los diputados por los secretarios en orden de lista en la urna que al efecto se colocará en la Mesa de la Secretaría.


Concluida la votación, los Secretarios, sacarán las cédulas para llevar a cabo el conteo de las votaciones, uno de ellos anotará el resultado para dar cuenta de los mismos, mencionando los votos a favor, en contra y en abstención.


Leído el resultado, las cédulas se le entregarán al Presidente para que verifique el contenido de las mismas, haciendo, en su caso, las observaciones correspondientes”.


� “Artículo 135. Se entiende por mayoría simple, la que se obtenga de sumar más de la mitad de los diputados asistentes.


Se entiende por mayoría absoluta, la que se obtenga de sumar el 50% más uno de los diputados integrantes de la Legislatura.


Se entiende por mayoría calificada cuando se trate de las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura”.


� “Artículo 141. Las actas son los documentos que tendrán que ser redactados al final de las Sesiones y deberán contener una síntesis de lo esencial del desarrollo de la misma:


I. Lugar, fecha y hora de la apertura y clausura;


II. Lectura del Orden del Día;


III. Nombre de quien la preside y de los Secretarios de la Mesa Directiva;


IV. La relación nominal de los diputados asistentes y ausentes;


V. Relación escrita en el orden de lo acontecido de los asuntos debatidos, los participantes ya sea a favor o en contra de algún planteamiento y sus conclusiones;


VI. El nombre de los demás participantes y sus planteamientos;


VII. Las citas breves a petición expresa de quien así lo soliciten;


VIII. Los datos relativos a observaciones, correcciones y aprobación del acta anterior;


IX. Las resoluciones, acuerdos tomados y los asuntos generales;


X. Clausura de la sesión; y


XI. Firmas de los integrantes de la Mesa Directiva”.


� “Artículo 142. Las actas deben ser conservadas por el archivo legislativo del Congreso, como evidencia de los asuntos tratados a cargo de la Secretaría del Congreso.


A través de las unidades administrativas correspondientes, el Congreso debe mantener actualizado el libro de las actas”.


� “Artículo 143. Lo acontecido en las sesiones, se registrará íntegramente en el Semanario de los Debates, medio oficial de difusión del Congreso, el que contendrá:


I. Fecha y lugar donde se verificaron las sesiones;


II. Orden del día;


III. Nombre de quien presidió;


IV. Copia fiel del acta de la sesión anterior;


V. Versión fiel estenográfica o magnetofónica de las discusiones, en el orden que se desarrollen;


VI. Inserción de todos los documentos a los que se dé lectura;


VII. El sumario;


VIII. Directorio de la legislatura y los responsables de la publicación”.


� “Artículo 147. Esta Constitución puede ser adicionada o reformada con los requisitos siguientes:


I. Iniciada la reforma y aprobada por los votos de las dos terceras partes del número total de Diputados, se pasará a los Ayuntamientos con los debates que hubiere provocado para su discusión; si las dos terceras partes de los Ayuntamientos aprobaran la reforma o adición, una vez hecho el cómputo por el Congreso del Estado o Diputación Permanente en su caso, se hará la declaratoria correspondiente y al día siguiente de su publicación, las reformas y adiciones se tendrán como parte de esta Constitución;


II. (DEROGADA, P.O. 16 DE AGOSTO DE 2018)


III. Las adiciones y reformas hechas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que afecten a esta Constitución, serán inmediatamente adoptadas por el Congreso y programadas sin necesidad de algún otro trámite”.


“Artículo 148. El Congreso del Estado o Diputación Permanente en su caso, hará el cómputo de los votos de los Ayuntamientos y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas”.


� “Artículo 24. El Poder Legislativo se deposita en una Asamblea que se denomina Congreso del Estado de Morelos, integrada por doce Diputadas y Diputados electos por el principio de mayoría relativa, mediante el sistema de Distritos Electorales Uninominales y por ocho Diputadas y Diputados que serán electos según el principio de representación proporcional, mediante el sistema de listas votadas en una sola circunscripción territorial conformadas de acuerdo con el principio de paridad y encabezadas alternadamente entre mujeres y hombres. El territorio del Estado comprenderá una circunscripción plurinominal única.


(…)”.


� “Artículo 44. Para que una iniciativa tenga el carácter de ley o decreto, necesita en votación nominal de las dos terceras partes de los diputados integrantes de la legislatura; la sanción y promulgación del Ejecutivo y su publicación en el órgano oficial del Estado; excepto en los casos expresamente determinados por esta Constitución”.


� Respecto de este argumento el Partido Político aclara que el artículo 135 del Reglamento fue combatido ante esta Suprema Corte en la controversia constitucional 354/2019 y las acciones de inconstitucionalidad 144/2019 y 121/2020, las cuales a la fecha no se han resuelto. 


� “Artículo  30. La falta de contestación de la demanda o, en su caso, de la reconvención dentro del plazo respectivo, hará presumir como ciertos los hechos que se hubieren señalado en ellas, salvo prueba en contrario, siempre que se trate de hechos directamente imputados a la parte actora o demandada, según corresponda”.


� “Artículo 147. El Congreso contará con una página de internet que deberá contener, entre otra información, la siguiente:


a) Las convocatorias;


b) Las iniciativas y dictámenes;


c) El Semanario de los Debates;


d) La lista de los acuerdos y decretos emitidos por la legislatura;


e) El texto de la legislación de Morelos;


f) Los actos auspiciados por el Congreso;


g) La información de prensa;


h) La información general de la Legislatura, de los diputados, de los grupos parlamentarios, de las comisiones, de la Mesa Directiva y del Congreso;


i) Toda aquella resolución que el Pleno decida;


j) La Legislación estatal conforme a su publicación en el Periódico Oficial del Estado;


k) Los contenidos inherentes a la información pública de oficio;


l) Información general e histórica del Congreso;


m) Datos biográficos, académicos y profesionales de los integrantes de la Legislatura;


La coordinación del contenido de la página del Congreso será responsabilidad de la Coordinación de Comunicación Social”.


� Artículo 3, fracción V del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos.


� Ver foja setenta y dos de esta ejecutoria. 


� Transcritos en la nota de pie de página cincuenta y cinco de este documento. 


� Ponente Ministro Alberto Pérez Dayán, sesión de veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete. 


� Es aplicable sobre el particular, la jurisprudencia del Tribunal Pleno P./J. 37/2004, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIX, junio de 2004, página 863, registro digital 181398).


� Ponencia de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, sesión de trece de septiembre de dos mil dieciocho, por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta en Funciones Luna Ramos.


� Ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, sesión de dieciséis de enero de dos mil veinte, por unanimidad de once votos respecto del apartado correspondiente al examen del procedimiento legislativo. 


� Ministro Alberto Pérez Dayán, sesión de veintisiete de julio de dos mil veinte, por mayoría de nueve votos. 


� Ponente Ministro Eduardo Medina Mora I., sesión de ocho de enero de dos mil dieciocho.


� Como ejemplo de estos precedentes, pueden citarse, entre otros, la acción de inconstitucionalidad 61/2012, bajo la Ponencia del Ministro Aguilar Morales; la acción de inconstitucionalidad 139/2007, bajo la Ponencia de la Ministra Sánchez Cordero; así como la acción de inconstitucionalidad 41/2008, bajo la Ponencia del Ministro Góngora Pimentel. 


� Sirve de apoyo el criterio sostenido en la tesis de jurisprudencia P./J. 98/2006, emitida por el Tribunal Pleno, Novena Época, de rubro: “CERTEZA EN MATERIA ELECTORAL. EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO RELATIVO EN RELACIÓN CON LA MODIFICACIÓN A LAS LEYES QUE RIGEN EL PROCESO UNA VEZ QUE HA INICIADO”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXIV, agosto de 2006, P./J. 98/2006, página 1564, registro digital 174536).


� Ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, sesión de veintiséis de octubre de dos mil diecisiete.


� Sirve de apoyo el criterio sostenido en la tesis de jurisprudencia P./J. 87/2007, emitida por el Tribunal Pleno, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘MODIFICACIONES LEGALES FUNDAMENTALES’, CONTENIDA EN LA FRACCIÓN II, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXVI, diciembre de 2007, P./J. 87/2007, página 563, registro digital 170886). 


� Ponencia del Ministro Genaro David Góngora Pimentel, en sesión de catorce de diciembre de dos mil seis; y Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, sesión de veintinueve de agosto de dos mil diecisiete. 


� � HYPERLINK "http://impepac.mx/" �http://impepac.mx/�





� Entre ellos, las acciones de inconstitucionalidad a) 14/2010 y sus acumuladas 15/2010, 16/2010 y 17/2010; b) 26/2011 y su acumulada 27/2011; c) 41/2012 y sus acumuladas 42/2012, 43/2012 y 45/2012; d) 65/2014 y su acumulada 81/2014; e) 39/2014 y sus acumuladas 44/2014, 54/2014 y 84/2014; f) 42/2015 y sus acumuladas 43/2015 y 44/2015; g) 45/2015 y sus acumuladas 46/2015 y 47/2015; y, h) 53/2015 y sus acumuladas 57/2015, 58/2015, 61/2015, 62/2015 y 63/2015. 


� Bajo la Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, sesión de veintiuno de agosto de dos mil diecisiete.


� Ministro que hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán, en sesión de diez de septiembre de dos mil quince.


� Ministra Norma Lucía Piña Hernández, sesión de veintiséis de septiembre de dos mil dieciséis. 


� Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, sesión de veintiséis de octubre de dos mil diecisiete.


� Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano, sesión de primero de diciembre de dos mil nueve.


� “Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:


I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.


(…).


VIII. Las leyes de los estados introducirán el principio de la representación proporcional en la elección de los ayuntamientos de todos los municipios.


(…)”.


� Bajo la Ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, sesión de ocho de noviembre de dos mil dieciocho.


� De esa contradicción de tesis derivó la jurisprudencia P./J. 36/2018 (10a.), cuyo rubro y datos de publicación son los siguientes: “REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. ANTE LA FALTA DE PREVISIÓN EN LA NORMATIVA ESTATAL DE LÍMITES DE REPRESENTACIÓN PARA LA CONFORMACIÓN DE LOS AYUNTAMIENTOS, NO DEBE ACUDIRSE A LOS LÍMITES DE SOBRE- Y SUBREPRESENTACIÓN FIJADOS CONSTITUCIONALMENTE PARA LA INTEGRACIÓN DE LOS CONGRESOS LOCALES”. (Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Pleno, jurisprudencia, libro 62, enero de 2019, tomo I, P./J. 36/2018 (10a.), página 8, registro digital 2018973).


� “Artículo 18. El número de Regidores que corresponde a cada Municipio será de:


I. Once regidores: Cuernavaca;


II. Nueve regidores: Cuautla y Jiutepec;


III. Siete regidores: Ayala, Emiliano Zapata, Temixco, Xoxocotla y Yautepec;


IV. Cinco regidores: Axochiapan, Jojutla, Puente de Ixtla, Tepoztlán, Tlaltizapán de Zapata, Tlaquiltenango, Xochitepec, Yecapixtla y Zacatepec, y


V. Tres regidores: Amacuzac, Atlatlahucan, Coatetelco, Coatlán del Río, Hueyapan, Huitzilac, Jantetelco, Jonacatepec de Leandro Valle; Mazatepec, Miacatlán, Ocuituco, Temoac, Tepalcingo, Tetecala, Tetela del Volcán, Tlalnepantla, Tlayacapan, Totolapan y Zacualpan de Amilpas”.


� Ministra Yasmín Esquivel Mossa, sesión de veinticinco de agosto de dos mil veinte. 


� “Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


(...).


II...


(...).


Las legislaturas de los Estados se integrarán con diputados electos, según los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes. En ningún caso, un partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida. Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos uninominales obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento. Asimismo, en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales.


(...).


IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:


(...).


f) Las autoridades electorales solamente puedan intervenir en los asuntos internos de los partidos en los términos que expresamente señalen;


El partido político local que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o Legislativo locales, le será cancelado el registro. Esta disposición no será aplicable para los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones locales;


(...)”.


� Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, sesión de veintinueve de septiembre de dos mil catorce.


� “Artículo 14. El estado de Morelos se divide en doce distritos electorales uninominales, determinados por el Instituto Nacional, de acuerdo a su facultad contenida en el artículo 214, numeral 1, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales”. 


� Ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán, sesión de quince de octubre de dos mil diecinueve.


� Artículo 7.


1. Votar en las elecciones constituye un derecho y una obligación que se ejerce para integrar órganos del Estado de elección popular. También es derecho de los Ciudadanos y obligación para los partidos políticos la igualdad de oportunidades y la paridad entre hombres y mujeres para tener acceso a cargos de elección popular.


(…)”.


Artículo 232.


(…).


3. Los partidos políticos promoverán y garantizarán la paridad entre los géneros en la postulación de candidaturas a los cargos de elección popular para la integración del Congreso de la Unión, los Congresos de las Entidades Federativas, las planillas de Ayuntamientos y de las Alcaldías.


(…)”.


Artículo 3.


(…).


3. Los partidos políticos promoverán los valores cívicos y la cultura democrática, la igualdad sustantiva entre niñas, niños y adolescentes, y garantizarán la participación paritaria en la integración de sus órganos, así como en la postulación de candidaturas.


4. Cada partido político determinará y hará públicos los criterios para garantizar la paridad de género en las candidaturas a legislaturas federales y locales, así como en la integración de los Ayuntamientos y de las Alcaldías, en el caso de la Ciudad de México. Éstos deberán ser objetivos y asegurar condiciones de igualdad sustantiva entre mujeres y hombres.


En caso de incumplimiento a esta disposición serán acreedores a las sanciones que establezcan las leyes en la materia.


5. En ningún caso se admitirán criterios que tengan como resultado que alguno de los géneros le sean asignados exclusivamente aquellos distritos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajos en el proceso electoral anterior”.


Artículo 25.


1. Son obligaciones de los partidos políticos:


(…).


r) Garantizar la paridad entre los géneros en candidaturas a legisladores federales y locales;


s) Garantizar en igualdad de condiciones la participación de mujeres y hombres en sus órganos internos de dirección y espacios de toma de decisiones;


(…)”.


� “Artículo 41. Las sentencias deberán contener: 


(…).


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada”.


“Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia”.


� Es aplicable la jurisprudencia P./J. 86/2007 de rubro y texto siguiente: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LAS FACULTADES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA DETERMINAR LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS ESTIMATORIAS FRENTE A UN SISTEMA NORMATIVO QUE HA REFORMADO A OTRO, INCLUYEN LA POSIBILIDAD DE ESTABLECER LA REVIVISCENCIA DE LAS NORMAS VIGENTES CON ANTERIORIDAD A AQUELLAS DECLARADA INVÁLIDAS, ESPECIALMENTE EN MATERIA ELECTORAL. Si el Máximo Tribunal del país declara la inconstitucionalidad de una determinada reforma en materia electoral y, como consecuencia de los efectos generales de la sentencia se produce un vacío normativo que impida el inicio o la cabal continuación de las etapas que componen el proceso electoral respectivo, las facultades que aquél tiene para determinar los efectos de su sentencia, incluyen la posibilidad de restablecer la vigencia de las normas vigentes con anterioridad a las declaradas inválidas, de conformidad con el artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 constitucional, que permite al Alto Tribunal fijar en sus sentencias “todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda”, lo que, en último término, tiende a salvaguardar el principio de certeza jurídica en materia electoral reconocido en el artículo 41, fracción III, primer párrafo, de la Norma Suprema, que consiste en que al iniciar el proceso electoral los participantes conozcan las reglas fundamentales que integrarán el marco legal del procedimiento y que permitirá a los ciudadanos acceder al ejercicio del poder público”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXVI, diciembre de 2007, P./J. 86/2007, página 778, registro digital 170878).


� “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 


(…). 


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 


(…).


Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales fundamentales”. 


� “Artículo 41. Las sentencias deberán contener: 


(…).


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada”.


“Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia”.


� Es aplicable la jurisprudencia P./J. 86/2007 de rubro y texto siguiente: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LAS FACULTADES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA DETERMINAR LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS ESTIMATORIAS FRENTE A UN SISTEMA NORMATIVO QUE HA REFORMADO A OTRO, INCLUYEN LA POSIBILIDAD DE ESTABLECER LA REVIVISCENCIA DE LAS NORMAS VIGENTES CON ANTERIORIDAD A AQUELLAS DECLARADA INVÁLIDAS, ESPECIALMENTE EN MATERIA ELECTORAL. Si el Máximo Tribunal del país declara la inconstitucionalidad de una determinada reforma en materia electoral y, como consecuencia de los efectos generales de la sentencia se produce un vacío normativo que impida el inicio o la cabal continuación de las etapas que componen el proceso electoral respectivo, las facultades que aquél tiene para determinar los efectos de su sentencia, incluyen la posibilidad de restablecer la vigencia de las normas vigentes con anterioridad a las declaradas inválidas, de conformidad con el artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 constitucional, que permite al Alto Tribunal fijar en sus sentencias “todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda”, lo que, en último término, tiende a salvaguardar el principio de certeza jurídica en materia electoral reconocido en el artículo 41, fracción III, primer párrafo, de la Norma Suprema, que consiste en que al iniciar el proceso electoral los participantes conozcan las reglas fundamentales que integrarán el marco legal del procedimiento y que permitirá a los ciudadanos acceder al ejercicio del poder público”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXVI, diciembre de 2007, P./J. 86/2007, página 778, registro digital 170878).


� “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 


(…). 


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 


(…).


Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales fundamentales”. 


� “Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley”.


“Artículo 41. Las sentencias deberán contener: 


I. La fijación breve y precisa de las normas generales o actos objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados;


II. Los preceptos que la fundamenten;


III. Las consideraciones que sustenten su sentido, así como los preceptos que en su caso se estimaren violados;


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada;


V. Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o invalidez de las normas generales o actos impugnados, y en su caso la absolución o condena respectivas, fijando el término para el cumplimiento de las actuaciones que se señalen;


VI. En su caso, el término en el que la parte condenada deba realizar una actuación”.






